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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez, y la Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt Zaldívar. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de esa misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 92ª y 93a, ordinarias, en 8 y 9 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero le retira la urgencia al proyecto de ley que modifica el sistema privado de salud para incorporar un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental para el uso de consolas (boletín N° 5.579-03).



2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



3.- Proyecto que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (boletines números 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).



4.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (boletín Nº 7.650-18).



5.- Proyecto de ley atinente a comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



6.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (boletín Nº 8.677-07).



7.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08).



8.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento (boletín Nº 8.150-09).



9.- Proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (boletín N° 8.486-10).



10.- Proyecto que modifica ley N° 18.290, de Tránsito, para incorporar en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionar a quienes lo adulteren (boletines números 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).



11.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios:



Responde consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre estado de las plantas de tratamiento de Essbio dañadas por el terremoto de 2010 y efectividad del cobro a los clientes por tratamiento de aguas en el lapso en que no se ha prestado aquel servicio.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis (boletín Nº S 1.548-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 1).


Segundos informes de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento (boletín Nº 8.150-09) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Navarro y Lagos con la que proponen un proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en materia de remplazo de alcalde incapacitado por causa penal.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que aprobó el proyecto de ley que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional con el fin de incentivar y promover dicha actividad en Chile (boletín Nº 8.773-05) (Véase en los Anexos, documento 4). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor TUMA.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Sobre la Cuenta?

El señor TUMA.- Acerca de un punto de la tabla, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el tercer lugar de la tabla de hoy figura el proyecto de ley que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas relacionadas con la Ley de Quiebras.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social acordó que, una vez aprobada por ella la idea de legislar (eso ya ocurrió), dicha iniciativa pasara a las Comisiones de Constitución y de Economía, unidas. Para esto, técnicamente, la Sala debe acogerla en general cuanto antes.



Por ello, le solicito a Su Señoría que recabe la unanimidad necesaria para tratar aquel proyecto como si fuera de Fácil Despacho, al objeto de que en el curso de enero podamos despacharlo junto con el que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, que ya se encuentra en las referidas Comisiones unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- El artículo 94 del Reglamento dispone:



“Por acuerdo de Comités que representen las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, manifestado en el Orden del Día de una sesión ordinaria o extraordinaria, podrá alterarse la tabla de la misma sesión.



“Por acuerdo de Comités que representen la mayoría de los Senadores en ejercicio, manifestado en el Tiempo de Votaciones, se dará preferencia de lugar para alguna sesión ordinaria o extraordinaria siguiente a cualquiera de los asuntos de la tabla ordinaria.”.



En consecuencia, solicito el acuerdo de la Sala para tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo, signado con el número 3 en la tabla de la presente sesión.

El señor TUMA.- Muy bien.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ORPIS.- Por su intermedio, señor Presidente, quiero pedirle al Senador Tuma que posterguemos por algunos minutos la decisión, para consultar el punto con mi Comité y con el Senador miembro de la Comisión respectiva.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, su proposición resulta muy aconsejable, porque en este momento no existe quórum para adoptar acuerdo en tal sentido.



Senador Tuma, ¿le parece que reiteremos su petición en algunos minutos más?

El señor TUMA.- ¿Eso significa que podríamos interrumpir el tratamiento del primer proyecto de la tabla para debatir el que mencioné?



En todo caso, debo puntualizar que me dio su asentimiento el Senador Hernán Larraín, quien está muy interesado en analizar aquella iniciativa en las referidas Comisiones unidas, que él preside.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entiendo que el ánimo de la Sala es acceder a su petición, señor Senador. Pero necesitamos un mínimo de Comités que ratifiquen el acuerdo requerido.

El señor TUMA.- Muy bien.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como Sus Señorías saben, esta mañana venció el plazo para formular indicaciones al proyecto que crea el FONDENOR y destina recursos al efecto.



El Ejecutivo tuvo problemas para presentar las suyas, por lo que me solicitó que consiguiera el acuerdo de la Sala para extender dicho término: hasta el próximo miércoles, 23 de enero, a las 12.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido que recabe el consentimiento necesario para acceder a la prórroga por una semana, con lo que la Comisión de Minería y Energía está de acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología unidas; informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, correspondería pasar al número 9, que sustituye por otro el artículo 13 de la ley vigente.



Sin embargo, antes de eso está la indicación renovada N° 95 (página 29 del boletín comparado), la que, en todo caso, fue declarada inadmisible en las Comisiones unidas.



Para aceptar la renovación es previo ver lo relativo a la inadmisibilidad.



Ahora, la declaración habida en las Comisiones puede reverse, conforme a las normas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



La indicación, que fue presentada por los Senadores señoras Alvear y Rincón y señor Pizarro, tiene como propósito remplazar la letra g) del artículo 12 por otra del siguiente tenor: 



“Administrar en forma autónoma su patrimonio y los recursos que reciba del Estado para el cumplimiento de sus funciones. Sin perjuicio de ello, el Consejo no podrá contratar préstamos sin la previa autorización del Ministro de Hacienda.



“Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos, para ser asignados a terceros como fondos concursables, en las materias que señala esta ley, no formarán parte del patrimonio del Consejo y para su administración éste deberá llevar contabilidad separada de cada uno de ellos.



“Las personas que presten servicios al Consejo, a cualquier título, se regirán por el Código del Trabajo y sus leyes complementarias, con los mismos derechos y obligaciones que los de los trabajadores del sector privado.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- La declaro inadmisible.



--Se declara inadmisible la indicación renovada N° 95.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton, y el Asesor Legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, don Andrés Rodríguez.



--Se accede. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de las letras d) y g), el Senador señor Novoa pidió votación separada.



Como la letra d) fue aprobada por mayoría en las Comisiones unidas, no está retirada la solicitud de votación separada. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación la letra d) del número 8.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, yo voy a votar en contra de esta letra, pues no considero adecuado que la misma información que debe enviarse a la Superintendencia de Valores y Seguros se ponga en conocimiento del Consejo Nacional de Televisión, que no es un órgano con las competencias necesarias para conocer de este tipo de asuntos.



Por eso, voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Perdón, señor Presidente, pero quiero saber si estamos votando el texto de las Comisiones unidas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Senador señor Novoa pidió votación separada de la letra d) del número 8 (páginas 29 y 30 del comparado).



La indicación anterior se declaró inadmisible.

La señora VON BAER.- O sea, ¿estamos votando el texto que dice “En este reglamento el Consejo deberá...”?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Gracias.



Señor Presidente, en las Comisiones unidas votamos en contra de esta letra porque mediante ella se realiza un cambio estructural al funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión.



En la legislación actual, dicho Consejo puede -es atribución  suya- contemplar el funcionamiento de comités asesores. Por lo tanto, es él quien decide si consulta o no la opinión de ellos sobre las resoluciones que debe tomar. 



Sin embargo, en la norma que estamos votando ahora se dice que el Consejo “deberá contemplar la organización y funcionamiento de comités asesores”. Por consiguiente, a través de esta reformulación de la legislación le estamos quitando atribuciones.



En mi concepto -y así lo fundamentamos en las Comisiones unidas-, no debemos debilitar el funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión, sino, al revés -y lo hemos buscado mediante la legislación en proyecto-, fortalecerlo por la vía de darle más facultades a dicho órgano.



Por eso, buscando robustecer el funcionamiento del Consejo, voto en contra.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, usted ya fundamentó su voto.

El señor CHAHUÁN.- Debo hacer una aclaración.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Ah!



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente, deseo hacer una rectificación, pues argumenté a base de la indicación que se declaró inadmisible con anterioridad.



Respecto de esta norma en particular, voy a votar a favor. Esto fue parte del acuerdo. Y se incorpora al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes dentro de los comités asesores del Consejo Nacional de Televisión.



Además, para el otorgamiento o término de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo Nacional de Televisión estará obligado a formar comités asesores que escucharán, mediante audiencias públicas, a las organizaciones sociales que requieran ser oídas.



Por tanto, voy a votar a favor de esta norma, que en las Comisiones unidas se aprobó por 8 votos a favor y 1 en contra, de la Senadora Ena von Baer. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la letra c), que pasó a ser d), del número 8, por no reunirse el quórum constitucional exigido (12 votos a favor y 7 en contra).


Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Espina, García-Huidobro, Kuschel, Orpis, Pérez Varela y Uriarte. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Los timbres sonaron durante el tiempo suficiente.



Si le parece a la Sala, se repetirá la votación, para lo cual se requiere acuerdo unánime.



No lo hay.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿La situación obedece al funcionamiento simultáneo de Comisiones con la Sala?

El señor ESCALONA (Presidente).- Como es sabido, sesionamos martes y miércoles desde hace varios años.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como el proyecto contiene varias normas de quórum especial, pido avisar de las votaciones a los órganos técnicos que sesionan en forma paralela. Si no, puede suceder que perdamos de nuevo una de ellas. Ello no me parece correcto.



Por lo menos, dejemos tales pronunciamientos para el final, con el objeto de que queden definidos los resultados. De no ser así, va a ocurrir lo mismo otra vez a raíz del quórum, no por registrarse poca votación. Tenemos mayoría en muchos aspectos.



Sugiero proseguir con las votaciones que exigen quórum simple.

El señor ESCALONA (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores tener presente, al autorizar por unanimidad a la Comisión de Hacienda para sesionar en forma simultánea -todos dieron su beneplácito para tal efecto, en la mañana, ante la solicitud del Honorable señor García-, que después no se contará en la Sala con la mayoría suficiente.

La señora ALLENDE.- Ahora hay quórum.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lo que ocurre es que el Gobierno -con razón, seguramente- califica de “discusión inmediata” la urgencia de ciertos proyectos. De hecho, en la Comisión de Constitución tenemos varios de esa índole. Y es lo que sucede con el que está viendo la de Hacienda en este momento, que tiene que pasar después a la Sala.



Entonces, cabe requerir la buena voluntad de todos. No me parece justo, si se manifiesta una disposición favorable -los Senadores de la Concertación podrían no haber dado el número para sesionar y estar presentes, en cambio, en el Hemiciclo-, que se empiecen a perder votaciones por falta de quórum.



Creo que lo lógico es acoger la propuesta de mi Honorable colega Gómez en el sentido de pronunciarnos primero sobre las normas que no son de quórum especial, a la espera de que se reincorporen al Hemiciclo los integrantes del órgano técnico.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Como una manera de completar la propuesta que se acaba de formular, propongo que la Sala fije una hora para el funcionamiento simultáneo de las Comisiones y que estas no lo hagan más allá de las 17 o las 17:15, a fin de que podamos votar. Si no, el proyecto no va a avanzar y no será posible despacharlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la autorización a los órganos técnicos expire a las 17?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí.

El señor CHAHUÁN.- Lo hay.

El señor ESCALONA (Presidente).- Acordado.



Entonces, es preciso comunicar lo resuelto.

La señora ALLENDE.- ¿No vamos a votar de nuevo?

El señor ESCALONA (Presidente).- No hubo acuerdo unánime para ese efecto, Su Señoría. La cuestión está saldada.

La señora ALLENDE.- Sin embargo, el Honorable señor Gómez pidió que avancemos en el tratamiento de las normas que no requieren un quórum especial, lo que se puede hacer de aquí a las 17 o 17:15, cuando volverán los integrantes de las Comisiones. Ello permitirá, al mismo tiempo, que no se distorsionen los resultados, como ocurre hasta este momento.

El señor ORPIS.- El efecto se registra igual.

El señor ESCALONA (Presidente).- Prácticamente, todas las normas son de quórum especial, señora Senadora.



Se suspende la sesión.

)-------------------(



--Se suspendió a las 16.45.



--Se reanudó a las 17:10.

)--------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



El Comité Renovación Nacional ha solicitado colocar al final del Orden del Día de la presente sesión el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)--------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, reitero la petición que la Comisión de Trabajo determinó formular por unanimidad, al igual que las Comisiones de Economía y de Constitución, unidas, en orden a que el proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes, signado con el número 3 en el Orden del Día, sea aprobado en general sin debate, para efectos de que pase a los órganos técnicos mencionados en segundo término.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en las Comisiones unidas hemos tratado la materia, como expresó el Honorable señor Tuma, y la idea es que dicha normativa, que registró unanimidad en la Comisión de Trabajo y complementa lo que estamos haciendo, pues se refiere a la situación de los trabajadores con motivo de una quiebra, pase a nuestra instancia una vez acogida, con la fijación de un plazo para presentar indicaciones, en caso de ser necesario. Ello nos permitiría despachar todo lo relativo a la quiebra en una sola unidad, incluido lo atinente a las disposiciones laborales.

El señor TUMA.- Exacto.

El señor LARRAÍN.- Hay acuerdo en general, además, respecto de estas últimas, de manera que si fuera preciso introducir alguna modificación, ello se haría en el estudio en particular.



Por eso, proponemos que la Sala apruebe sin discusión la idea de legislar, ojalá de inmediato.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Como miembro de las Comisiones unidas, creo que la única manera de poder refundir las iniciativas es que ambas queden en las mismas condiciones de tramitación. El modo de hacerlo es por la vía de la aprobación en general del proyecto al cual se ha hecho referencia y de fijarle el mismo plazo para la presentación de indicaciones, con el objeto de que se encuentre en el mismo estado con el que modifica la Ley de Quiebras.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala se accederá a lo solicitado.



Acordado.

QUIEBRA COMO CAUSAL DE TÉRMINO

DE CONTRATO DE TRABAJO

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8492-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pido que la iniciativa pase en seguida a las Comisiones de Constitución y de Economía, unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Eso ya está determinado.



Si le parece a la Sala, se fijará el lunes 4 de marzo como plazo para formular indicaciones.



¿O la idea es despachar el proyecto la próxima semana?

El señor TUMA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Solicito que el término sea el mismo que en la modificación de la Ley de Quiebras y que las propias Comisiones unidas se vayan ajustando, porque será preciso refundir ambos textos.

El señor LARRAÍN.- Pero hay que formular indicaciones.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Ello se puede hacer en el mismo trámite. Dejemos abierta la posibilidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo el próximo lunes 21, a las 12.



Acordado.

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE
El señor ESCALONA (Presidente).- Prosigue la discusión particular del proyecto sobre televisión digital.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Habiéndose rechazado la letra c), que pasó a ser d), propuesta por las Comisiones unidas, ya que no se reunió el quórum exigido para su aprobación, corresponde votar la letra c) del texto aprobado en general.



Advierto que se requiere quórum calificado para la aprobación.



El texto expresa lo siguiente:



“c) Agrégase en el último párrafo de la letra j), la siguiente frase final, pasando el punto final a ser una coma (,):



“excepto en el caso de que se trate de concesiones de carácter comunitario, en que el Consejo podrá formar comités asesores que escucharán a las organizaciones sociales que así lo requieran para la elaboración del correspondiente informe.”.



Esa es la norma aprobada por la Cámara de Diputados y en general por el Senado.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo que no se aprobó es la necesidad de formar comités asesores.



Para nosotros, esta última es una medida elemental. Se trata de la participación ciudadana, de la cual tanto hablamos, tanto discutimos. Ello fue definido en las Comisiones unidas por un acuerdo de todos los sectores. Todos concluimos que era un punto sumamente importante.



A lo mejor, el problema radicaría en implementar la norma, porque podría tener lugar una multiplicación. Pero todos coincidimos en que es fundamental hacer el esfuerzo de la consulta y del establecimiento de los comités asesores en el momento en que el Consejo Nacional de Televisión tenga que tomar sus decisiones.



Es muy distinto emplear la palabra “podrá”, porque nadie sabe bajo qué condiciones ello sería posible, y no el vocablo “deberá”, que constituye un mandato, una obligación, lo cual significa todo un movimiento y un trabajo que el organismo ha de realizar con las distintas instancias de la comunidad.



Entiendo que el rechazo se verificó por falta de quórum. Nosotros estábamos en la Comisión de Hacienda analizando otro proyecto, calificado de “discusión inmediata”, producto de la urgencia generada por el Gobierno, y me parece increíble que no podamos retomar el asunto.



Este es un punto elemental en todo el proceso de debate del proyecto. Si la disposición se “cayó” por falta de quórum -me dicen, además, que la gente de la UDI, lamentablemente, votó en contra-, quiere decir, entonces, que queda en nada todo lo avanzado o acordado con el Gobierno en este tipo de materias, y nosotros nos declararemos en libertad para pronunciarnos después como queramos sobre todas las indicaciones que vienen.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicitó la unanimidad de la Sala para repetir la votación, pero ello no se obtuvo, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Se podría volver a pedir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es algo que tiene que hacerse después, porque estamos votando el texto precisado por el señor Secretario.



Senadora señora Allende, ¿solicita intervenir?

La señora ALLENDE.- Solo deseo reiterar la conveniencia de requerir nuevamente la unanimidad de la Sala.
El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero reiterar a la Sala que estamos votando el texto indicado por el señor Secretario, que se encuentra en la tercera columna del boletín comparado, páginas 30 a 31.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, simplemente deseo aclarar que en las Comisiones unidas no hubo unanimidad respecto de esta modificación. Fue aprobada por mayoría y de hecho por eso la estamos volviendo a votar en la Sala. Porque todas las enmiendas unánimes no han sido revisadas acá.



Tal como argumenté durante la votación anterior -y también lo planteé en las Comisiones unidas-, es distinto obligar al Consejo Nacional de Televisión a formar comités asesores que permitirle que los forme.



Creo que necesitamos un Consejo fuerte y con todas las atribuciones necesarias. Y por eso no considero adecuado obligarlos -así lo señalaron miembros del propio organismo- a formar comités asesores.



Reitero que solo intervengo para aclarar que esta modificación no fue aprobada en forma unánime en las Comisiones unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo también apelo a la petición formulada por la Senadora Allende en el sentido de volver a votar lo que anteriormente se rechazó por no reunir el quórum especial exigido. 



Para ello, efectivamente, se requiere la unanimidad.



¿Por qué lo planteo? Porque creo que esa votación no reflejó la mayoría existente en el Senado. Porque por a, b o c razones y de buena fe autorizamos el funcionamiento simultáneo de algunas Comisiones con la Sala a fin de que ellas pudieran despachar otros proyectos. Eso hizo, no que no alcanzáramos mayoría, sino que no lográramos el quórum constitucional exigido para aprobar la norma. La votación nos dio la mayoría.



Y le pido a la Senadora Von Baer que revise su posición. ¿Por qué? Porque si sumamos los votos que se expresaron en las Comisiones unidas, de acuerdo con las posiciones que se manifestaron en la Sala, el resultado sería favorable y se cumpliría el quórum requerido. Porque votaron los representantes de Renovación Nacional más todos los parlamentarios de la Concertación.



Por lo tanto, no dar la unanimidad para votar nuevamente significaría distorsionar la real mayoría que existe en el Senado en relación con el precepto en cuestión.



Entonces, si hubo una autorización hecha de buena fe que evitó lograr el quórum necesario para aprobar la norma, les pido a mis colegas dar la unanimidad a los efectos de que podamos repetir la votación. Y ahí veremos si efectivamente se reúne o no el quórum requerido, con todos los Senadores que ahora sí están presentes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien. Pero vamos a concluir esta votación antes de solicitar dicha unanimidad.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Es que, si se vota ahora, señor Presidente, en el fondo ya se estará resolviendo lo anterior.



Si se realiza esta votación, no habría necesidad de efectuar la otra. ¿Por qué estamos votando el texto aprobado en general por el Senado? Porque se rechazó la proposición de las Comisiones unidas. O sea, antes de pronunciarnos sobre el texto aprobado en general, lo que correspondería, y es lo que pido, es requerir la unanimidad de la Sala para votar nuevamente lo que se rechazó por no reunir el quórum constitucional exigido.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento profundamente que no se siga el debate con atención. Yo abrí la votación. En dos ocasiones dije “En votación”. Y ningún Senador hizo presente el punto que ahora plantea el Honorable señor Zaldívar, en el sentido de que podría generarse una dificultad en el caso de que no se diera la unanimidad para repetir la votación anterior.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Si se da la unanimidad, eso se puede corregir, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- ¡No! ¡Una vez abierta una votación no se puede volver atrás! ¡Hay que terminarla!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para repetir la votación antes de la actual?

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo unánime.



Por lo tanto, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c) del número 8 del artículo único del proyecto aprobado en general por el Senado (29 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las normas del número 8 son todas de quórum calificado. Por consiguiente, corresponde votarlas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, la bancada de la DC pide segunda discusión para todo lo que resta del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado segunda discusión. 



En consecuencia, pasaríamos al punto 2 del Orden del Día.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente, para un punto de reglamento?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Pido que nos dé 5 minutos para realizar una reunión de Comités en conjunto con los señores Ministros.

El señor ESCALONA (Presidente).- Por supuesto, señor Senador.



Se suspende la sesión por 10 minutos.

)-----------(



--Se suspendió a las 17:27.



--Se reanudó a las 17:57.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, la unanimidad de los Comités adoptó el siguiente acuerdo:



Repetir las dos votaciones que se efectuaron al retomar la discusión particular del proyecto sobre televisión digital esta tarde.



De consiguiente, debe someterse a la consideración de la Sala el texto propuesto por las Comisiones unidas para la letra c), que pasó a ser letra d), del número 8 del artículo 1°. Y, si resultare aprobada, naturalmente que ya no sería necesario pronunciarse sobre la norma acogida en general por el Senado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Por lo tanto, pasamos ahora a la iniciativa signada con el número 2 en la tabla de hoy.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero hay que votar de nuevo la letra c) del proyecto sobre televisión digital.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se pidió segunda discusión para todo lo que resta de su texto.

La señora VON BAER.- Si nosotros dimos nuestra unanimidad, fue para que se retirara dicha solicitud. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Retira su petición de segunda discusión, Senador Pizarro?

El señor PIZARRO.- Claro que sí, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En consecuencia, se procederá a repetir la primera votación efectuada en la tarde de hoy. 



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera votación, que recayó en la letra c), que pasó a ser letra d), del número 8 del artículo 1°, se realizó en atención a que la norma fue aprobada por mayoría en las Comisiones unidas (8 votos a favor y 1 en contra) y a que se pidió votación separada a su respecto.



La norma es de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c), que pasó a ser letra d), del número 8 del artículo 1° (22 votos a favor y 7 en contra), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Carlos), Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

El señor ESCALONA (Presidente).- Por lo tanto, queda sin efecto la segunda votación efectuada al comienzo de esta sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, habría que pronunciarse sobre la letra f) del número 8 del artículo 1°.



Esta norma fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas, pero también es de quórum calificado y a su respecto se ha renovado la indicación número 123,  para intercalar un párrafo segundo, nuevo,  que dice: 



“Del mismo modo, establecer que los operadores de carácter nacional deberán transmitir al menos una hora de programación infantil diaria. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una concesión esta obligación podrá cumplirse en cualquiera de ellas”.



Hago presente que primero corresponde votar la norma propuesta por las Comisiones unidas. Y si esta se aprobare, habría que pronunciarse sobre la indicación renovada, que supone efectuar una intercalación en su texto.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nosotros vamos a votar a favor de esta norma debido a que aumenta las horas de cultura que cada canal debe transmitir semanalmente, pasando de una a cuatro. Esto fue una materia de mucho debate en el Parlamento. Y se logró además que dos de esas cuatro horas fueran transmitidas en horario prime. 


También se discutió en las Comisiones unidas si el concesionario tenía esta obligación respecto de una sola señal o bien de todas las señales que emitiera. Y se resolvió que ella abarcaba a la totalidad.



Por eso, creemos que constituye un aporte, fundamentalmente para generar mejor cultura y televisión. Y, por lo mismo, votamos a favor de este texto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, el Ejecutivo propone aprobar la norma y rechazar la indicación renovada, porque esta habla de más de una concesión, que no es factible, pues no es parte de lo incorporado en el proyecto. Es posible solo una concesión. Solo se podría establecer una excepción respecto de Televisión Nacional. Por eso, imponerle una carga adicional especial a dicho canal no nos parece razonable.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, cuando uno revisa el informe de las Comisiones unidas, se da cuenta de que en el texto relativo a ellas se alcanzó acuerdo. Hubo unanimidad, porque se subsumieron diversas indicaciones, llegándose a un texto común. Arribamos a un consenso,  cediendo cada cual una parte de lo que pensaba. 



Hago la puntualización, porque en votaciones anteriores no se logró un texto común.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, efectivamente, esta norma es parte esencial del proyecto. Y contó con la unanimidad la redacción consignada en el comparado.



Aparte de lo manifestado por el Senador señor Chahuán, a nosotros nos interesaba lógicamente que estuviera establecida en forma clara la necesidad de transmitir cultura y programas que, desde el punto de vista de los contenidos, fortalecieran el rol de la televisión como instrumento cultural y no solo de entretención o de oferta de programaciones que no enriquecen el crecimiento y el desarrollo de los televidentes.



En el caso de la programación infantil, en el texto se colocan una serie de restricciones, como es natural, para evitar que incluso los propios programas infantiles que se transmiten vayan en contra de los menores. 



Todos sabemos que mucha programación infantil es extraordinariamente violenta y que en varias ocasiones contiene mensajes subliminales, que resultan nocivos para la formación de los niños.



En la indicación que presentamos con las Senadoras Alvear y Rincón se establecía que “los operadores de carácter nacional deberán transmitir al menos una hora de programación infantil diaria. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una concesión...”. O sea, la obligación está para quienes poseen una concesión.



El Ministro tiene razón en que en otra parte del texto nosotros dispusimos que se va a acceder a una sola señal. La única excepción fue para Televisión Nacional, en el entendido de que algún día con esa segunda podríamos tener la suerte de contar con un transportador público, que todos queríamos, pero que en el momento en que se discutió el Ejecutivo no estuvo en condiciones de avalar.



Con la salvedad hecha, y en el espíritu en que fue presentada la indicación, en nuestra opinión, esta se encuentra incluida dentro de la propuesta. Y por eso no la renovamos. Entiendo que algunos colegas la patrocinaron en nombre nuestro, y lo agradecemos. 



Pero está salvada la situación, porque habrá concesionarios con una sola señal.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la letra e), que pasó a ser f).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata del texto propuesto por las Comisiones unidas.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra f) del número 8 del artículo 1º (28 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde pronunciarse acerca de la indicación renovada Nº 123, que no ha sido retirada. Para la Secretaría resulta imposible no ponerla en votación.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, nosotros no la podemos retirar, porque no fuimos quienes la renovamos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es.

El señor PIZARRO.- Es mejor retirarla. Yo no sé quién la renovó. ¿Está presente alguno de los colegas que lo hicieron?

El señor ESCALONA (Presidente).- Vamos a investigar su “paternidad”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La firman los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Quintana, Navarro, Rossi, Gómez, Horvath, Cantero, Muñoz y Tuma.

El señor GÓMEZ.- La retiramos.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿La Senadora señora Allende mantiene su firma?

La señora ALLENDE.- No.

El señor ESCALONA (Presidente).- Por lo tanto, en este momento queda sin efecto la indicación renovada.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha pedido votación separada respecto de la letra f), que pasó a ser g), sustituida por el texto que aparece en el comparado. Fue acordada por mayoría en las Comisiones unidas. Agrega una letra m), que contiene varios párrafos, el primero de los cuales fue aprobado por mayoría. Se trata de normas de quórum calificado.



Por consiguiente, habría que comenzar por votar el primer párrafo de la letra m), que dispone:



“Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público”.



El segundo párrafo se refiere a lo que se entenderá por campaña de interés público.



Las normas estarían relacionadas. Si a Sus Señorías les parece, se podrían votar ambas.

El señor GÓMEZ.- No.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, esta es una norma respecto de la cual hubo discusión y mucho intercambio de ideas y de puntos de vista en cuanto al gravamen que se impone a los canales en la libertad de expresión o al uso o abuso que pudiese hacer el Gobierno respecto de esta tribuna. 



Por lo tanto -reitero-, hubo mucho debate.



Como parte del acuerdo mayoritario logrado en las Comisiones unidas, se concordó en aprobarla de esta forma.



Por consiguiente, pido a la Sala aprobar la  norma como viene, en todos sus incisos.



Es cierto que además habría reserva de constitucionalidad por algún efecto de los gravámenes.



Pero el acuerdo -creo que resulta importante que lo vayamos respetando en todos sus puntos, para mantener la forma en que se estructuró el proyecto- consiste en aprobar la norma aun con oposición de algunos parlamentarios. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, también quiero hacer un llamado a votar a favor del texto en debate, pues respecto de las campañas de utilidad pública logramos establecer un procedimiento para que no se prestaran a abusos, generando la necesaria coordinación con la Secretaría General de Gobierno, la que, en definitiva, determinará cuáles campañas deberán transmitirse, previa aprobación, con elevado quórum, del Consejo Nacional de Televisión. 



Por tanto, a nuestro juicio, al no producirse tales abusos, la norma apunta en el sentido correcto. 



De otro lado, hago presente que la Senadora señora Von Baer hizo reserva de constitucionalidad al respecto; pero nosotros vamos a respetar el acuerdo con el objeto de dar armonía al proyecto de ley. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo quiero recordar -no por ser majadera- que cuando no estuve de acuerdo con el texto propuesto, el cual se discutió y votó, dije en las Comisiones unidas que en la Sala mantendría mi voto en contra. 



Por lo tanto, en algunas partes de la disposición, como dijo el Senador Pizarro en la reunión de Comités, llegamos a acuerdo, acercando nuestras posiciones, y las votamos a favor; pero en otras no fue posible el consenso y no todos nos pronunciamos por la aprobación. 



En consecuencia, reitero aquí mi posición contraria a esa fracción de la norma. Porque me genera serias dudas de constitucionalidad el hecho de que la Secretaría General de Gobierno imponga ciertas campañas de utilidad pública a los canales de televisión, aunque sea a través del Consejo. 



Creo que con ello se vulnera la libertad de editorial, y, por ende, la libertad de expresión, porque habrá concesionarios que serán obligados por el Gobierno de turno a transmitir ciertos contenidos en tales campañas. 



Por otra parte, la norma está discriminando entre medios de comunicación, porque a algunos de ellos, como la televisión, se les está imponiendo una obligación y a otros no se les aplica esa carga adicional. 



Además, las campañas de publicidad van a ser gratuitas. O sea, los concesionarios de televisión serán los que tendrán que cargar con ese gravamen adicional. En tal sentido, puede existir una desproporción en la repartición de las cargas públicas, vulnerando el artículo 19, número 20º, de la Constitución Política de la República. Por eso, se hizo reserva de constitucionalidad al respecto. 



En consecuencia, considero que, en vista de la libertad de expresión y, dado que se está estableciendo una discriminación en cuanto a otros medios de comunicación, teniendo en cuenta especialmente además que será el Gobierno de turno quien definirá los contenidos de una campaña de utilidad pública, yo habría preferido una norma distinta, que estableciese que, en caso de necesitarse una campaña de utilidad pública, los canales de televisión van a determinar los contenidos que se transmitirían. 



Creo profundamente en la libertad de expresión, la cual se debe dar dentro de ciertos marcos establecidos por ley, como el respeto hacia todas las opiniones, la tolerancia, etcétera. Pero siempre se debe permitir a los medios de comunicación esa posibilidad. Porque si empezamos a coartar esa libertad, los Gobiernos podrían manejar los contenidos por difundir, lo que no sería bueno para la democracia. 



Por lo tanto, como dije en las Comisiones unidas, votaré en contra de la norma.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como está inscrito un número significativo de Senadores, solicito abrir la votación y que cada cual fundamente su voto en los cinco minutos correspondientes. 



¿Si le parece a la Sala? 



Acordado.



En votación el primer párrafo de la letra m). 



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez para fundamentar el voto. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, esta disposición es bastante compleja. Sin embargo, como se dijo que se tratarán en conjunto diversas normas, quiero formular las siguientes observaciones.



Entiendo que se está votando el primer inciso de la letra m), respecto del cual estoy de acuerdo. 



Se establece: “Se entenderá por campaña de interés público a aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas.”.



Luego, en el inciso tercero, se dispone: “El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de 15 días corridos,” -ojo- “con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva...”.



Es decir, cuando el Gobierno quiera hacer una campaña contra el sida, por ejemplo, o alguna otra que establezca igualdad en términos sexuales, o cualquier cosa que genere un debate profundo en el país, quien va a definir si se puede o no utilizar el mecanismo determinado aquí será el Consejo. 



Entonces, contrariamente a lo señalado por la Senadora Von Baer, estimo que el Gobierno tiene todo el derecho a pedir a concesiones de medios de todos los chilenos y que se entregan a determinadas personas, difundir propaganda. No se debe dar la facultad al Consejo de determinar si se puede o no realizar. Eso es lisa y llanamente “censura”. Porque quienes decidirán sobre las campañas serán diez personas que se nombrarán. ¡Nada importa el resto de la sociedad! 



Pedí votación separada, porque el pronunciarnos sobre la norma en su conjunto provocará problemas. 



Después se estipula que las campañas deberán difundirse gratuitamente. Ahí se produce la confusión, porque se establece una limitación, respecto de la cual también deseo una respuesta. Son 105 minutos en cinco semanas. Es decir, se limita la posibilidad del Gobierno de turno, a través de su Secretaría General, de efectuar campañas de bien público. Porque de eso se trata. 



En el inciso final se dice que la limitación puede renovarse. 



Más adelante se dispone: “Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios” -los canales de cable- “de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”.



Entonces, por lo menos yo votaré a favor del inciso primero.



Pero pedí votación separada, porque respecto de lo que sigue tengo reparos. Y me parece sensato que un Gobierno responsable -porque aquí se dice que algunos pueden ser irresponsables; y al respecto escuché al Senador señor Rossi manifestar que uno de Derecha podría hacer propaganda en contra, pero así es la democracia- busque la formula de distribuir y definir qué campañas contra el sida son importantes. Porque los canales a los que se ha entregado una concesión del espectro público y que se encuentran en manos privadas hoy día ya impidieron en su momento la difusión de campañas contra el sida. 



Por lo tanto, me parece que el resto de la norma como  está redactado no debe aprobarse. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a propósito de este precepto, quería señalar que aquí hay un tema bien de fondo: si es posible o no en concesiones otorgadas a operadores de la señal (en este caso, de televisión digital) que en determinado momento el Estado, a través del Gobierno, establezca la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público.



Esa fue la primera parte de la discusión. 



Algunos dijeron acá: “No, porque eso va a significar un abuso, un aprovechamiento o un menoscabo a los concesionarios, que se verán obligados a transmitir campañas gratuitamente”.



Entonces, el primer criterio que se adoptó fue que sí es necesario y fundamental que exista la posibilidad de transmitir tales campañas y que es equilibrado exigir a los concesionarios, considerando que se les entrega un espectro de radiodifusión televisiva gratuito, que transmitan las campañas de utilidad o interés público que establezca el Gobierno de turno, con el acuerdo del Consejo Nacional de Televisión. 



Se dispone la participación del Consejo justamente para que no se abuse, como aquí se ha señalado, y para que los contenidos de esas campañas sean, en verdad, de interés público y no de difusión de obras o de actividades normales que el Gobierno efectúa.



Si el Gobierno quiere dar a conocer sus obras o sus políticas de salud o de vivienda, debe hacer lo que ya hace: contratar espacios publicitarios y pagar por ello con los recursos que la Ley de Presupuestos destina para tal efecto.



El proyecto establece un mecanismo distinto. 



Primero, contempla la obligatoriedad, como un mínimo de reciprocidad por parte de los operadores a los que se les entregan, de manera gratuita, señales del espectro radioeléctrico en concesión.



Segundo, se dispone que el Consejo determinará si el contenido de las campañas es efectivamente de interés público. Y se fija un alto quórum para su aprobación, a fin de que sean consensuadas e involucren a toda la ciudadanía.



Tercero, se define “campaña de interés público” y se indica qué carácter podrá tener: nacional o regional.



Lo relativo al nivel regional cobra sentido, por cuanto se entregarán muchas concesiones con ese alcance. En Regiones muchas veces es necesario hacer campañas de interés público, ¡y no tenemos por qué exigirle al Estado o al Gobierno que pague su transmisión!



Por ejemplo, en la Región de Coquimbo, que represento, prácticamente todas las comunas están declaradas “zona de catástrofe”, a raíz de la tremenda sequía que las afecta, y les estamos pidiendo a los organismos públicos y a todos los ciudadanos que hagan buen uso del recurso hídrico. Esto perfectamente puede constituir una campaña de interés público. El Gobierno de turno la diseñará y le dirá al Consejo: “Mire, vamos a promover el buen uso del agua en una zona donde hoy día no está garantizada ni siquiera para la bebida”.



Ese es el sentido de esta norma.



Además, como las campañas no pueden ser indefinidas, se fija un plazo para su término. En ese lapso los canales dejan de recibir ingresos al no poder ocupar esa franja publicitaria. Por lo demás, en los incisos siguientes de la norma se consigna que tales campañas deberán transmitirse en las franjas más importantes, a fin de que lleguen efectivamente a la población en la forma en que se aspira.



En nuestra opinión, la disposición que nos ocupa finalmente quedó bastante equilibrada. 



No se trata de cercenar la libertad de expresión, ni mucho menos. Es un asunto de interés público. 



Se contemplan los mecanismos correspondientes y se evita el abuso por el Gobierno de turno, a que hacía referencia una Senadora, con el equilibrio que refleja un Consejo pluralista, que claramente va a representar la diversidad del país.



Se establece también la reciprocidad por parte de los operadores. Y si el día de mañana se requiere dar continuidad a una campaña, se podrá cobrar al Estado por esa extensión, lo que constituye algo normal.



Los Gobiernos cuentan con recursos para campañas de difusión. Con ese fin, contratan los espacios en los canales correspondientes y pagan por ellos, como se hace para cualquier otro tipo de publicidad.



Por las razones expuestas, vamos a aprobar esta disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la norma en discusión se funda en algo que considero elemental, pero que, lamentablemente, no es parte de una conciencia colectiva. Es muy importante recordar que estas señales son patrimonio de todos los chilenos.



Algunos hacen caso omiso de ello. Aparentemente, aunque el espectro radioeléctrico pertenece al país, a la sociedad toda, actúan como si esas señales no hubieran sido entregadas en concesión -y es muy generosa, pues se otorga por un período prolongado, y con posibilidad de renovación-, a partir de la cual se harán negocios muy sustantivos, muy lucrativos.



¿Y qué se les pide a cambio? Ciertas contraprestaciones mínimas y básicas. Por ejemplo, velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, que implica respetar el pluralismo, la diversidad, la paz, la dignidad humana, y ayudar a construir una sociedad más afectuosa. Y, adicionalmente, se les solicita algo esencial: que estén disponibles, en situaciones extremas, para difundir campañas de utilidad pública. 



Me parece vergonzoso que actualmente no se esté en condiciones de pedirles a estos medios la transmisión de programas que son de absoluto interés público.



Al respecto, cabe recordar que Chile enfrentó un brote de cólera en la década de los noventa. Fue el único país de Latinoamérica que erradicó esa enfermedad. ¿Y cómo lo consiguió? Haciendo entender a la gente que existía un bien superior: la salud de todos los chilenos. Y en nombre de ese bien, se realizaron campañas de utilidad pública. Así se logró que toda la población construyera ciudadanía en la lucha contra ese flagelo y colaborara para terminar con él.



De ese modo nuestro país -repito- fue el único en Latinoamérica en erradicar el cólera.



De no existir esas campañas de interés público, habría sido imposible lograr tal objetivo.



En esta materia aquí advierto una visión de neoliberalismo extremo. Es una expropiación del derecho de todos. Se les entrega en bandeja una concesión a ciertos privados y sin ninguna contraprestación.



Yo creo que todas las cosas tienen un límite. Y en esto ese límite se excede.



Además, se ha establecido un conjunto de restricciones absolutamente equilibrado -incluso, yo diría que en exceso-, para regular la transmisión de una campaña de interés público: primero interviene el Ministerio Secretaría General de Gobierno; luego, el Consejo Nacional de Televisión, que deberá aprobarla con un quórum altísimo. 



¡Cómo no les vamos a pedir una contraprestación a quienes se les entrega un patrimonio de todos los chilenos, para difundir asuntos de interés nacional, los cuales la mayoría de las veces se vinculan a problemas de salud!



Aquellos que cuestionan tal planteamiento no tienen un criterio respecto a la necesidad de construir un país mejor, donde exista un bien común que esté por sobre los intereses económicos y el concepto de propiedad privada, la que en este caso no es tal, pues le pertenece a la sociedad chilena toda.



Por lo tanto, creo que esta discusión es un tanto desafortunada y refleja que todavía no avanzamos en tener cierto concepto de bien común; cierto concepto de políticas altruistas; una visión más consensual sobre lo que significa construir una sociedad más justa, más equitativa.



Insisto: estamos hablando de algo que pertenece a todos los chilenos y que se lo entregamos a privados, por lo cual les pedimos un conjunto de contraprestaciones mínimas, como la de trasmitir campañas en beneficio de la sociedad y, en particular, de la salud de la población. Para ello, fundamentalmente, se necesitan campañas de interés público.



Yo voté a favor esta norma en las Comisiones unidas, pese a no concordar con las restricciones y exigencias propuestas y con el quórum altísimo con que el Consejo Nacional de Televisión deberá aprobar estas campañas. Sin embargo, en pos de los acuerdos que hemos construido, estimo que debemos darle también nuestra aprobación en la Sala. Ello es indispensable para preservar los intereses superiores de la sociedad chilena y el bien público, el que -repito- debe estar por sobre pequeños intereses de rentistas a quienes se les entrega un patrimonio que pertenece a todos los chilenos.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.


El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo (boletín N° 8.772-05), con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como acaba de informar el señor Secretario General, el Ejecutivo ha dispuesto la urgencia de “discusión inmediata” para esta iniciativa, la cual vence el próximo lunes.



En consecuencia, solicito el acuerdo unánime de la Sala para incluirlo en la tabla de hoy y tratarlo a partir de las 19.

El señor LARRAÍN.- No.

El señor ESCALONA (Presidente).- No existe unanimidad.



Senador señor Hernán Larraín, ¿usted no da el acuerdo?

El señor LARRAÍN.- No. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo.



Eso me obligará a citar a sesión para el lunes.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Prosigue la discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, es extraño como actúa el Gobierno, porque quiere que despachemos rápidamente este proyecto, pero les pone urgencia a otros. Habría que pedirle que priorice las materias que le interesan y que ordene su agenda en el tema legislativo. En otro ámbito puede ser más difícil.



El asunto que nos ocupa es bien relevante. 



Luego de escuchar las intervenciones de varios parlamentarios, comenté a algunos colegas de la Alianza que los veo muy sobreideologizados.



Y, efectivamente, esta discusión, más que técnica, es de fondo, porque implica el uso de la libertad.



Este debate me recuerda el que sostuvimos sobre educación, cuando se abordó la libertad del sostenedor. ¿Recuerdan? El sostenedor, de alguna manera, podía elegir a las familias. No son estas las que escogen el colegio al que irán sus hijos. Entonces se dijo que aquellos podían discriminar y seleccionar a los alumnos utilizando platas del Estado, y todo en nombre de la libertad de enseñanza. En efecto, con recursos públicos, se empleó el concepto de libertad para hacer lo que ellos quisieran, muchas veces en contra del bien común.



Lo mismo pasa acá.



¿De qué libertad estamos hablando? ¿Se trata de la libertad de un privado, de un concesionario para no asumir una cuota de responsabilidad en la búsqueda del bien común, en la difusión de una campaña de utilidad pública para promover la salud, para prevenir una enfermedad?



Tal obligación es y debe ser parte de lo que uno entiende por correcto funcionamiento de un canal de televisión. Está en la esencia del proyecto. 



Si el espectro radioeléctrico fuera propiedad privada de un canal de televisión, cabría señalar: “Es suyo. Puede hacer lo que quiera; lo mismo que una persona con un televisor en su casa: lo puede romper, dar vuelta, cambiar de pieza”.



Pero aquí estamos hablando de un bien nacional de uso público; estamos hablando de una propiedad del Estado; estamos hablando de un espectro radioeléctrico que pertenece a todos los chilenos, el cual se entrega en concesión a un privado, por lo que debe ser regulado. Y eso es precisamente lo que estamos haciendo aquí.



En consecuencia, no me parece en absoluto contradictorio o que vaya en contra de la libertad o atente contra los derechos del privado dueño de la concesión de un bien nacional de uso público el que regulemos esta actividad, tal como se ha normado en tantos otros ámbitos. Además, en este caso se trata de fines altruistas.



Por lo mismo, me hace ruido lo que plantea el Senador Gómez. Uno espera que un Gobierno elegido democráticamente sepa muy bien qué es de utilidad pública y qué promueve el bien común. Si no, habrá mecanismos ex post -y no ex ante- para resolver la situación, como recurrir al Consejo Nacional de Televisión en caso de que el Ministerio Secretaría General de Gobierno no cumpla con el correcto funcionamiento al plantear una campaña que, en lugar de buscar el bien común, esté cargada de proselitismo, en fin.


Por eso entiendo cuando el Senador Gómez habla de censura. El Consejo Nacional de Televisión alguna vez cumplió el rol de censor en este país -ustedes lo saben muy bien-, y nos decía qué podíamos ver y qué no. Pues bien, en la práctica, ahora podría pasar lo mismo respecto de este tipo de materias, con lo cual le cortaría los brazos al Gobierno de turno para difundir campañas relevantes para la población, que buscan el bien común y que claramente son de utilidad pública.



Entonces, resulta muy importante entender bien el concepto de libertad. ¡Cuidado con usarlo mal, sobre todo cuando estamos hablando de bienes que pertenecen a todos los chilenos! Eso es esencial. El espectro radioeléctrico es de todos y se le entrega a un concesionario con ciertos requisitos. Pero también se puede revocar. Para eso, hay organismos reguladores.



¡Entonces, cortémosla con esto de que los canales de televisión creen que pueden hacer lo que quieran con sus señales y no atender una responsabilidad que tienen con el país, el mismo que les otorgó la concesión!



Y después dicen: “Es gratis”. ¡Esa es la otra! Y a mí me sorprende.



En cierta oportunidad participé en un foro en la Universidad de Chile, en el cual casi todos los expertos argumentaban que se debería cobrar un royalty por la concesión del espectro radioeléctrico. ¿Por qué? Por la misma razón por la que se exigió un royalty en el ámbito de la pesca. Algunos alegaron entonces que era muy poco. Eso dijeron en la Sala. ¡Y ahora, en cambio, esta otra concesión la entregamos gratis! “A usted se le otorga gratuitamente el espectro radioeléctrico para que haga negocios, para que influya en la sociedad”. 



Todos sabemos que la televisión se trata no solo de un tema económico, de ganar plata con auspiciadores, sino también de influir en la sociedad. De hecho, muchas veces los canales hacen que varíe la opinión pública o la inducen a cambiar.



Por lo tanto, ante la queja de que sea gratis la transmisión de estas campañas, valga recordar que es demasiado gratis la concesión. Aquello debe ser parte de las responsabilidades de los canales de televisión. 



Y 105 minutos en cinco semanas me parece extremadamente poco.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más para terminar.

El señor ROSSI.- Gracias, señor Presidente.



¡De qué estamos hablando! ¡Son 3 minutos al día para mensajes de utilidad pública, y cinco semanas al año!



Insisto: aquí se está dando gratis, se está regalando, se otorga sin cobrar nada la concesión de un bien que pertenece a todos los chilenos.



En consecuencia, voy a aprobar la norma que nos ocupa, con la salvedad de que, a mi juicio, el Consejo Nacional de Televisión no debiese tener la facultad que ahí se consagra. Soy partidario de otorgar atribución a otro organismo ante el cual apelar -independiente de las otras acciones que ejerza un particular o una institución- cuando se observe que el Gobierno no cumple con sus funciones.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- El Comité de Renovación Nacional me ha solicitado que pida nuevamente el asentimiento de la Sala para discutir, luego de despachar la disposición que estamos votando -advierto que ya son las 18:41-, el certificado de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que modifica el plazo para el reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel.


--Así se acuerda.
)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la misma línea de lo que han planteado los Senadores señores Gómez, Rossi y otros, hago presente que, francamente, me cuesta entender los discursos que señalan que lo propuesto atenta contra la libertad, cuando estamos hablando de la obligación de sumarse a campañas de utilidad pública.



Aquí se ha dicho con absoluta claridad que estamos entregando gratuitamente concesiones de algo que pertenece a todos los chilenos. Y creo que su uso, aparte de ser un muy buen negocio para los canales de televisión, implica asumir un compromiso con el país. 



Difícilmente un Gobierno, a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, hará campañas de utilidad pública que no lo son. Eso es muy obvio y evidente. Además, existen presupuestos sectoriales, como se ha dicho con claridad, que permiten a una Cartera de Estado mostrar sus logros, lo cual, por lo demás, se observa con frecuencia en la televisión.



Aquí estamos hablando de campaña de utilidad o interés público. Y entendemos el sentido de responsabilidad que ello involucra. Resulta evidente que, como ha ocurrido en el último tiempo, esta se va a ejercer en forma casi excepcional. Es decir, no estamos en presencia de estas campañas a cada rato.



Por lo tanto, no puedo entender esa aprensión y los discursos que señalan que se atenta contra la libertad. 



En verdad, aquí está claro que la concesión de las señales, que se entregan gratuitamente, constituye un muy buen negocio para los canales de televisión, y lo seguirá siendo en la medida en que ganen contratos de publicidad, sobre todo en las horas prime. En algunos casos, ello se logra gracias a programas de muy dudosa calidad, los cuales ciertamente les asegura un determinado público. Todo ello redunda en mayores cobros por avisos publicitarios.



En consecuencia, señor Presidente, no puedo estar de acuerdo con los discursos -incluso, se invocan derechos constitucionales- que sostienen que lo propuesto atenta contra la libertad. ¡No los entiendo!



Ahora bien, se trata de campañas establecidas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno. Estamos hablando de la responsabilidad de un Gobierno, el cual fue elegido democráticamente; o sea, que tiene legitimidad. Uno puede ser de Oposición y no formar parte de la actual Administración, pero es claro que esta cuenta con la legitimidad y el respaldo que le entregó la ciudadanía, en virtud de un programa, de ideas y de determinado liderazgo.



Entonces, francamente, me cuesta entender lo que algunos imaginan o el temor al fantasma que los persigue. Por suerte, lo hemos dejado bastante atrás. Es preferible ni recordar lo que ocurría en la época de la dictadura, cuando no había libertades de ningún tipo. Y todos sabemos cómo se utilizó la televisión en ese entonces. A mi juicio, ese fantasma ni siquiera merece ser recordado.



Hemos probado durante más de 20 años la democracia. Y nadie podría decir que ha habido abusos con las campañas de utilidad pública. Donde sí se ha observado abuso es en algunos canales abiertos de televisión, que, habiendo recibido la concesión gratuitamente, se han negado a transmitir campañas, como ha ocurrido con la prevención del Sida, lo que realmente ha sido lamentable, porque resultaba evidente que lo que se estaba buscando como bien mayor era informar, crear conciencia en la población, particularmente juvenil, acerca de cuáles son las mejores medidas para prevenir esa enfermedad. Y, francamente, debo lamentar que haya habido canales que se negaron a ello.



Señor Presidente, estoy de acuerdo con esta norma. 



Ahora bien, creo que el asunto no debiera pasar por el Consejo Nacional de Televisión. Me parece que la legitimidad de la Secretaría General de Gobierno -como dije- radica en el Gobierno elegido democráticamente. Pero si ello constituye un acuerdo para votar el precepto, estoy dispuesta a aceptarlo. No obstante, voy a pedir votación separada respecto del último inciso, porque no considero pertinente, bajo ninguna circunstancia, que se diga, en caso de tener que prorrogar la campaña, lo que es bastante raro porque estas siempre son acotadas en el tiempo y en el espacio, que los concesionarios de televisión podrán cobrarle al Estado por ello conforme a “tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente...”. 



Eso es inaceptable.



Señor Presidente, anuncio mi voto en contra de ese último inciso, porque no estoy dispuesta a que, respecto de canales que están haciendo un muy buen negocio y bastante lucrativo, más encima el Estado tenga que pagarles por verse en la necesidad de prolongar la exhibición de ciertas campañas, lo que además es muy raro y excepcional. 



Francamente, eso lo estimo innecesario.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, primero, creo que hay que partir sobre la base de algo que es de la esencia misma del sistema de concesiones y que, por lo demás, está reconocido en muchos fallos: que es posible imponer cargas. A quien tenga determinada concesión se le puede colocar equivalentemente una. Lo que no corresponde es poner una carga discriminatoria. Es decir, a unos sí y a otros no.



Por lo tanto, desde esa perspectiva, creo que la norma es perfectamente factible de ser tratada y aprobada sin que se infrinja disposición constitucional alguna, ni tampoco ningún tipo de libertades.



Este es un tema que, ciertamente, no es novedoso dentro de los propios Gobiernos, que normalmente han tenido esa facultad, incluso tratándose de cadenas nacionales, las que muchas veces, si son abusivas, reiterativas, por supuesto caen en una limitación del derecho de los concesionarios en relación con el derecho que se le otorga a un Gobierno.



Pero a mí me parece bien la norma de la letra m) en todos sus incisos, y discrepo de algunas observaciones que se han formulado acá.



Creo que es bueno que el Estado tenga la posibilidad de realizar campañas de bien público; que ellas deban ser transmitidas por estos medios de comunicación -los cuales cuentan con concesiones otorgadas por él-, y que se establezca un límite de tiempo para evitar los abusos. Ahora, uno podrá discrepar si resultan apropiadas o no cinco semanas, o tantos minutos; pero ponerles una limitación también es esencial. 



Además, considero pertinente que el asunto quede radicado en determinada autoridad del Estado -en este caso, la Secretaría General de Gobierno-; sin embargo, no juzgo adecuado que dicha entidad, porque la Administración de turno  puede ser en un sentido o en otro, tenga la facultad para imponer lo que ella quiera y calificar si es de utilidad pública o no una campaña. Por eso me parece bien que haya un contrapeso de otro órgano del Estado, como el Consejo Nacional de Televisión. 



Estimo positivo que dicho Consejo tenga que aprobar la campaña de bien público y que, además, se requiera un quórum alto -a lo mejor, en eso estoy contradiciendo a otros que piensan distinto-. ¿Por qué? Porque me parece que sus diez integrantes, desde el momento en que los nombramos aquí, en el Senado, tienen que ser personas responsables; con capacidad de discernimiento; que eviten, por cierto, el abuso; que cumplan con las normativas legales, etcétera.



Y, por lo tanto, la exigencia de un quórum elevado la considero también como algo objetivo para impedir que haya abuso en un sentido o en otro. 



Pienso que las campañas de bien público estructuradas así van a operar en forma más o menos legítima. Y, por lo demás, siempre, frente al posible abuso del Estado, de quien tenga la capacidad de ejercer estas campañas, estará por supuesto la posibilidad de fiscalización por parte de un órgano estatal, como la Cámara de Diputados, para determinar las responsabilidades que correspondan.



Por esas razones, me parece bien la norma. Se podría objetar, a lo mejor, lo relativo a las cinco semanas de duración de la campaña y sugerir que sean ocho. Pero creo que la Comisión estudió el punto y trató de establecer el mayor tiempo posible.



Por otro lado, entiendo el argumento de por qué después de las cinco semanas se va a cobrar. Lo peor de todo sería que no se estableciera disposición alguna en ese sentido y quedarnos, tal vez, nada más que con los tres minutos diarios, sin que se pueda continuar haciendo campaña. ¿Por qué? Porque ya se habrá ocupado totalmente ese tiempo.



Entonces, lo lógico es que sí haya una norma que permita extenderla. 



Ahora bien, podría determinarse que fuese el 100 por ciento o el 50 por ciento de la tarifa, lo cual habría que reglamentar. Pero es necesario establecer una disposición para prolongar la campaña, por lo menos, con una limitación en cuanto a su cobro y que sea, además, obligatorio el transmitirla, a fin de que el Estado, por cierto, pueda llevarla a cabo.



Y en lo referente a la publicidad, quiero recordarle al Senado que hace poco aprobamos una disposición legal mediante la cual limitamos la posibilidad al Gobierno de efectuar propaganda en relación con las obras o actos que él realice. Esa ley se halla vigente desde este año, y espero que opere de tal manera que no haya abuso tampoco en ese sentido por la Administración de turno.



Por tales razones, me parece bien lo que proponen las Comisiones unidas.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, la verdad es que no sé si mi intervención va a constituir un aporte a partir de lo que he escuchado decir a otros señores Senadores y señoras Senadoras...

El señor PIZARRO.- ¡Siempre es un aporte...!

El señor LAGOS.-... Pero no puedo reprimirme de comentar esta parte del proyecto de ley.



Entiendo la necesidad de llegar a un acuerdo, y lo valoro en general. Pero acá hay un aspecto que es preciso considerar, dado todo lo que hemos vivido en los últimos cuatro o cinco años en nuestro país: movilizaciones sociales; demandas; ciudadanos chilenos que están más despiertos, que son más exigentes con sus derechos, que le piden más a la autoridad, al Senador, al concejal, en un Estado donde hay cosas que tienen que modificarse. 



Hoy día tuvimos una sesión especial en el Senado sobre la situación que afecta a La Araucanía, y pienso que realmente fue un aporte, por el tono que tuvo y porque por primera vez se abre la posibilidad de ahondar acerca del tema en cuestión.



Entonces, lo que quiero decir es que, frente a todo eso, discutimos el rol de la televisión, la importancia que reviste. 



Estamos hablando, para que lo entiendan los chilenos comunes y corrientes, de si un Gobierno puede hacer campaña de utilidad pública y bajo qué condiciones. Y este proyecto qué establece. Que sí le es posible realizarla. En todo caso, deberá pedirle el visto bueno, la autorización, al Consejo Nacional de Televisión. 



Sin embargo, tengo una discrepancia con lo anterior. Yo no le temo a los Gobiernos de turno, pues existe un Estado de Derecho en Chile y vivimos en democracia, que podría ser mejor. Por eso, no les tengo miedo. Pero pedirle a un Consejo Nacional de Televisión... 



Pongámoslo en castellano mejor. 



¿Cuántos miembros va a tener ese organismo? Diez.

El señor ESPINA.- Once.

El señor LAGOS.- Estará integrado por diez personas, las cuales serán nombradas por el Presidente de la República, y este Senado deberá pronunciarse si los ratifica o no. ¿Y qué dice la experiencia respecto del actual sistema político chileno? Que se llama “pluralismo” cuando provienen de distintos partidos políticos; si se trata de un solo sector, “cuoteo”. O sea, dicho órgano va a estar cuoteado: serán cinco de un lado y cinco del otro.

El señor ESPINA.- Pero son once.

El señor LAGOS.- El tema es otro. No nos perdamos.



Señor Presidente, que no se me interrumpa.



Entonces, lo que quiero señalar es que el sistema es...

El señor PIZARRO.- Disperso.

El señor LAGOS.- ¡Sí, soy disperso, como dice el Senador Pizarro...!



Lo que ocurre es que lo que se plantea desnaturaliza todo. Porque un Gobierno es elegido en primera o segunda vuelta con el 52 o 53 por ciento, y tiene derecho a efectuar una campaña de utilidad pública; pero deberá contar con el visto bueno de siete miembros de un total de diez. ¡Bueno, perdónenme: eso significa un veto a la Administración de turno!



Por otro parte, el grado al que se llega acá para regular esta materia es bien notable. Yo no recuerdo un texto legal en el que hayamos establecido, a nivel de ley, aspectos tales como cuántos días puede durar una campaña o cuántos segundos. Aquí se habla de 60 segundos. Generalmente, esas materias siempre se dejan para el reglamento. En esta oportunidad eso no ocurre porque hay que salvaguardar algunos intereses. 



¡No entiendo por qué 60 segundos si el Gobierno quiere hacer la campaña en un minuto y medio! Pero así está escrito en la normativa que vamos a apoyar, que tiene acuerdo.



Y, por último, hay algo que han dicho todos: la verdad es que se pretende cobrar por la extensión de la campaña de utilidad pública. 



Esto lo vamos a poner en Twitter y va a generar revuelo.



Cuando las personas se enteren de que para hacer campaña de utilidad pública se requerirá el acuerdo de siete de los diez miembros que componen el Consejo y, además, de que los canales de televisión podrán cobrar por ella -eso sí, el justo precio-, todos concordarán en que es un exceso...

El señor PIZARRO.- Se cobra después de haber sobrepasado cierto tiempo, Senador.

El señor LAGOS.- Sí, claro. Después de transcurridos los 21 minutos semanales y superados los sesenta segundos por cada emisión. Es decir,  si un Gobierno requiere realizar una campaña de utilidad pública tendrá que contar con el visto bueno del Consejo Nacional de Televisión y, además, deberá pagar.



Yo -para ser bien franco- no entiendo por qué tiene que pagar. Mejor dicho, comprendo cuál es el razonamiento que está detrás de ello, pero no lo comparto. Porque a los canales de televisión se les dio una concesión gratuita y se les está pidiendo otorgar espacios para transmitir campañas de utilidad pública.



¿Cuántas campañas de utilidad pública ha habido en Chile en los últimos diez años?

El señor PIZARRO.- No existe la posibilidad de hacerlas, señor Senador.

El señor LAGOS.- ¿Cuántas ha habido? ¡Ninguna!



Entonces, señor Presidente, lo que esconden aquellos que me interrumpen es que vamos a seguir viviendo en un país en el que, cuando intentemos hacer una campaña publicitaria para fomentar el uso del preservativo y evitar el contagio del Sida, ciertos canales de televisión        -algunos privados- se van a negar. ¿Y eso ocurrirá gracias a qué? A una minoría del Congreso Nacional que, en virtud del binominal, empata y puede nombrar a la mitad de los miembros del Consejo Nacional de Televisión, con lo cual, entonces, vamos a quedar bloqueados.



¿Y saben por qué lo digo? Porque como no se dijo en veinte años la gente no sabe...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor LAGOS.- Deme treinta segundos más, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Tendrían que ser sesenta de acuerdo con su argumentación, Su Señoría...!

El señor ROSSI.- ¡Que pague el sobretiempo, señor Presidente...!

La señora VON BAER.- ¡Qué pare, señor Presidente...!

El señor LAGOS.- Concluyo enseguida, señor Presidente.



Se ha hecho un esfuerzo tremendo en el tema de la televisión digital, y en estas cosas es donde nos caemos, porque, al final, la responsabilidad es de todos nosotros. 



Y quiero decirlo: con el actual sistema binominal, con la forma establecida para nombrar a los consejeros, seguimos con un modelo “la mitad tuya, la mitad mía”. Entonces, si para obtener un permiso requiero siete votos pero solo cuento con cinco, tengo que ir a “pololear” a dos de enfrente, y si estos están bien alineados, no me lo van a otorgar. 



Y si deseo hacer una campaña de utilidad pública, tendré que pagar si me excedo de los sesenta segundos diarios que me dieron para transmitir un spot.



Por las razones expuestas, voy a rechazar esa parte de la norma.

Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Hago notar que este es el primer aplauso después de tres sesiones consecutivas analizando esta iniciativa...!



¡Muchas gracias a las tribunas por ese estímulo...! ¡Pero háganlo una sola vez...!



Quedan cuatro oradores inscritos.



Debo informar a la Sala que el Ejecutivo retiró la urgencia al proyecto, razón por la cual concluiremos esta votación y pasaremos a la siguiente iniciativa que la Sala acordó despachar.



Tiene la palabra el Senador señor  Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero señalar que estoy muy de acuerdo con esta norma. Me parece que es muy equilibrada. Tan así es que escuché dos líneas argumentales: hay quienes votan que no, porque sostienen que se está dando un poder enorme al Gobierno de turno, y hay otros que la critican, porque no se le otorga a la Administración de turno el poder suficiente.



Esta es una disposición que tiene todo el sentido común.



Ella establece que los canales de televisión que reciban una concesión gratuita del Estado, durante una hora y media al año -¡al año!- deben realizar campañas publicitarias para “proteger a la población y difundir el respeto y promoción  de los derechos de las personas”.



Y, a continuación, señala: “Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de 60 segundos por cada emisión, y hasta completar 21 minutos a la semana.” 



Es decir, ¡cómo el Estado no va a poder, durante una hora y media al año, realizar una campaña publicitaria para promover la defensa de derechos de las personas!



Pero, además, tiene un filtro, que es razonable que exista, porque los Gobiernos pueden abusar. 



Por ejemplo, el Gobierno de Chávez abusa de las normas e impone campañas publicitarias que han significado duros ataques, a través de disfrazar sus mensajes mediante ellas...

El señor TUMA.- ¡Venezuela no viene al caso! 
El señor ESPINA.- Sí, mi querido amigo. Todavía se puede hablar mal de Chávez en Chile.



Entonces, cuando se establece que siete de los once miembros del Consejo Nacional de Televisión -que es un quórum de 65 por ciento, o sea, casi los dos tercios- deben coincidir en el contenido de una campaña, me parece que queda muy bien cubierto el derecho a que un Gobierno pueda hacer publicidad. 



Y se lo comenté al Senador Orpis: ¿cómo un Gobierno no va a poder destinar una hora y media gratuita al año para explicar el daño que hacen las drogas? ¿Cómo no va a poder hacerlo? 

El señor GÓMEZ.- ¡Es muy poco tiempo!

El señor ESPINA.- Y puede hacerlo por más tiempo, pero en ese caso debe cancelar lo que corresponde a gastos de publicidad.

El señor LAGOS.- ¡Con siete miembros hay que pedir permiso!

El señor ESPINA.- Entonces, señor Presidente, estimo que la disposición en comento está bien diseñada.



Además de ello, la norma tiene una virtud: es fruto de un acuerdo político. En efecto, frente a dos visiones opuestas -unos quieren que exista la mayor cantidad de horas posibles, ojalá todas gratuitas, y otros piensan que con ello se afecta la autonomía e independencia de cada canal-, el Parlamento está haciendo lo correcto: buscar un acuerdo. 



Y, por supuesto, esos acuerdos nunca van a dejar ciento por ciento satisfechos a unos y a otros, pero constituye un avance extraordinariamente relevante, porque brinda la posibilidad de que se haga una campaña publicitaria en una primera etapa gratuita y luego pagada. 



Debo recordarles que actualmente en Chile toda -¡toda!- la publicidad es pagada. Sin embargo, ahora estamos diciendo “Hágala gratuita por 105 minutos”.



Y -reitero- se establece un filtro, lo cual me parece muy adecuado, porque los controles de los Poderes del Estado son muy útiles. Es posible que mañana -no se sabe- un Gobierno quiera abusar de estas normas, y todos aquellos que hemos estado en la Oposición y en el Gobierno sabemos que nada más sano para la democracia es que el poder siempre tenga sistemas de control, porque la tentación del abuso existe tanto en Administraciones de Derecha como de Izquierda.



Por lo tanto, los sistemas de control son buenos para la democracia. 



En consecuencia, yo respaldo al Gobierno y a los parlamentarios que han expuesto a favor de esta disposición. Considero que es un buen acuerdo, que avanza en la dirección correcta y que, sin duda, contribuye a fortalecer la difusión de los derechos de las personas sobre la base de controles adecuados que impidan un mal uso de este instrumento.



Por esa razón, voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- No voy a hablar, señor Presidente

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias, Su Señoría. ¡Una gran contribución!



Senador Coloma, ¿usted va a seguir el ejemplo del Honorable señor Pizarro?

El señor COLOMA.- ¡Al Senador Pizarro, generalmente, no lo sigo, señor Presidente...!

El señor PIZARRO.- ¡Menos mal...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Entonces, puede hacer uso de la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero dar a conocer mi punto de vista con relación a un tema que resulta muy interesante. 



Pienso que no existen las verdades absolutas -oigo con interés los planteamientos de los distintos parlamentarios- y, por eso, quiero dejar sentada mi posición sobre el particular.



Mi visión tiene dos aspectos.



El primero es de carácter conceptual. Yo soy más partidario de las libertades que de las lógicas del Estado. Valoro más una sociedad que apunta a generar institucionalidad, donde la gente y los medios puedan desempeñarse con libertad, obviamente, al amparo de la ley, de la moral, de las buenas costumbres y cumpliendo sus obligaciones para con el Estado que, entre otras, es pagar impuestos. 



Porque todo el mundo habla de la gratuidad, pero las empresas que gozan de algún tipo de concesiones pagan impuestos, no constituyen excepciones respecto a otro tipo de organismos, y desarrollan una actividad lícita y legítima.



En consecuencia, no por el hecho de que se trate de una concesión los canales de televisión van a usufructuar de un grado de exigibilidad distinta del de otras actividades.



En esa lógica, de acuerdo con la forma como se resuelven este tipo de materias uno va entendiendo la clase de sociedad en la que quiere vivir. Personalmente, no me gustan las verdades oficiales, aunque tengan un filtro -que me parece inteligente como se ha planteado aquí-, ni tampoco me agradan los temas obligatorios que surgen a partir de la decisión de un Gobierno, cualquiera que este sea.



Creo mucho más en la expresión inteligente, libre, variada de lo que un pluralismo de veras ofrece. La norma en debate va en una dirección contraria a este, representa una excepción al pluralismo, donde se habla de la verdad de un Gobierno. 



No creo en ese tipo de sociedad. Yo creo mucho más en una sociedad que respeta las libertades. Y si hay la necesidad de realizar campañas sociales, existen los mecanismos a través de la Ley de Presupuestos para hacerlas de manera legal, eficiente y útil. 



No me parece que como sociedad -y tiendo a pensar que Chile se ha desarrollado en este aspecto- debamos retrotraernos a una legislación que sí existía: la de las cadenas obligatorias u oficiales, ahora planteadas de modo diferente.



Por eso, admitiendo la validez de pensar distinto, yo entiendo la posición de aquellos que no están en contra de esta norma, porque creo que, al final, esto dice relación con visiones legítimas de la sociedad. Algunos prefieren más Estado, otros preferimos más libertad. Y ambos puntos de vista son perfectamente lícitos. Pero el correlato de lo que pienso es rechazar esta disposición.



Además, señor Presidente, hay un argumento práctico que me inquieta.



Como el proceso de análisis ha sido largo, uno puede ver de qué manera se ha verificado la discusión en otros países.



En tal sentido, quiero decirles que este es hoy el tema que más se discute en Ecuador, Argentina y Venezuela, a partir del ejercicio práctico de normas equivalentes -no idénticas- a las que se están aplicando en el Chile actual.



El gran tema de la elección venezolana fue precisamente que, mientras el candidato de la Oposición, Capriles, hacía su manifestación, el Gobierno de Chávez, al amparo de una disposición vigente -probablemente sin los contrapesos de acá-, decidió efectuar una cadena nacional obligatoria para transmitir la graduación de los policías, considerando que era muy importante que la gente entendiera lo que es la institucionalidad antidelincuencial: ¡tan importante como para tapar la campaña del líder opositor...!



En el Congreso argentino se está planteando una iniciativa de parlamentarios para terminar precisamente con aquello. ¿A partir de qué? De que en los últimos dos años la Presidenta de ese país ha impulsado cada 22 días, en promedio, con su presencia, una campaña de tal naturaleza (hablando ella, por cierto), lo que, a juicio de los congresistas trasandinos, genera una ideologización de las políticas públicas inaceptable.



Y lo mismo ocurre en Ecuador, donde el reclamo es que el poder oficial se enquista dentro de esa fórmula, que está diseñada -yo sé- para otras cosas, a fin de, en la práctica, hacer una forma de proselitismo que resulta intolerable para la libertad.



Esta es una materia interesante, señor Presidente. Asumo que hay, legítimamente, posiciones diferentes. Aquí no están los buenos y los malos. Porque es un tipo de discusión que no se da en esa lógica. Pero sí se da en la lógica de quienes apreciamos más las libertades que al Estado.



Por eso, voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo voto a favor de esta norma. Y lo hago precisamente porque creo en la libertad, pero también pienso que el Estado tiene algo que decir en temas relevantes para la sociedad.



Hace algo más de un año el Honorable señor Orpis presentó un proyecto de ley que ha recibido el apoyo de muchos de nosotros acá, en el Senado, el cual apunta a que las educaciones pública y privada entreguen horas semanales para el combate de un flagelo terrible que existe en nuestro país: la droga.



El colega Jaime Orpis se ha caracterizado por el combate contra la droga desde su Fundación.



Entonces, si les pedimos a las educaciones pública y privada -y reitero que he apoyado la iniciativa en comento- que asuman la lucha contra la droga y aceptamos que el Estado reciba esta carga adicional en algo tan relevante y que es de utilidad pública, debemos ser coherentes y requerirle también a nuestra televisión, la cual recibe las concesiones sin que se le solicite nada a cambio, que colabore de manera mínima en dicha cruzada.



Yo lo digo con fuerza: ¡me siento muy orgullosa de que sea nuestro Gobierno, el Gobierno del Presidente Piñera -a través del Ministro señor Errázuriz, del Subsecretario señor Atton, del Ministro señor Larroulet, quienes nos acompañan esta tarde-, el que apoye el acuerdo en torno a esta norma!



¿Por qué razón? Porque cuando hablamos de utilidad pública nos estamos refiriendo a un bien superior que hemos de impulsar también desde el Estado, sea quien sea el que se halle en el Gobierno.



Por eso, tal como dijo muy bien el Senador Espina, esta disposición tiene condicionantes. Y una de ellas, muy relevante, es la de que una gran mayoría de los miembros del Consejo -siete de un total de once- debe autorizar o visar las campañas públicas que el Gobierno de turno quiera emprender.



¡Cómo no sería maravilloso tener gratuitamente en nuestra televisión toda la campaña de tolerancia cero contra el consumo de alcohol!



¡Cómo no sería maravilloso tener de igual forma en nuestra televisión campañas de utilidad pública en torno a la no violencia contra las mujeres, contra los niños, contra los adultos mayores!



Y, así, podríamos enumerar infinitos casos vinculados con la utilidad pública.



Entonces, a nuestros privados: libertad de emprender, y démosles todas las facilidades. Pero también pidámosles a quienes están en el rubro de la televisión un aporte retributivo y recíproco para con nuestra sociedad.



Por último, quiero hacerme cargo de lo que dijo la Senadora señora Allende en el sentido de que los 105 minutos de televisión anuales (no es más que eso) que les vamos a pedir a las emisoras se extiendan, y siempre en forma gratuita, en función de campañas de utilidad pública.



Llamo a ser cuidadosos a ese respecto. Yo no comparto lo que planteó Su Señoría. Porque hay muchas emisoras locales. Y quiero nombrar solo dos: VTV2 Valle Televisión, del Aconcagua, y CLL Televisión, de Catemu y Llaillay.



Repito: existen numerosas estaciones televisivas en cada una de las Regiones que representamos en el Senado; y son emisoras pequeñas, locales, con una realidad regional distinta.



Entonces, la carga adicional de 105 minutos que vamos a imponer para campañas de utilidad pública está estupendamente bien. La aplaudimos, la apoyamos y nos sentimos orgullosos de ella. Pero, por supuesto, debe tener un límite, para no reventar en la práctica a las televisoras locales y de medios regionales, que son mucho más pequeñas y sobreviven asimismo gracias a la publicidad.



Con todas las consideraciones precedentes, voto muy contenta a favor de esta disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la verdad es que estoy confundido con esta norma. Y lo digo porque me imagino que hoy el Ministerio de Salud, cuando quiere realizar una campaña para incentivar la vacunación contra la meningitis, por ejemplo, no lo hace a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno: creo que va directamente a una productora y financia la campaña con sus propios recursos.



Supongo que lo mismo hace el Ministerio de Vivienda respecto a los subsidios habitacionales; que otro tanto hace el Ministerio de Educación con relación al beneficio de becas para la enseñanza superior, y que, así, cada Ministerio decide en función de su propia misión, de su propia tarea institucional, la campaña de bien público que desea llevar adelante.



Por lo tanto, la objeción que me merece esta norma es la de que de aquí en adelante las campañas deberán coordinarse a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.



Esta norma me llama más la atención todavía cuando señala que “El Ministerio Secretaría General de Gobierno” -o sea, ya no el Ministerio respectivo- “determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo”.



En el hecho, le estamos entregando al Ministerio Secretaría General de Gobierno una tremenda tarea, una enorme responsabilidad. Y lo que más me preocupa es que, según entiendo la norma, estaríamos dejando al margen de aquello a los Ministros sectoriales, que son normalmente los que llevan adelante este tipo de campañas.



Señor Presidente, me gustaría que aclaráramos el punto, para saber exactamente a qué nos vamos a atener.



Aquí se está hablando también de que las campañas no van a poder durar -si mal no recuerdo- más de cinco semanas al año, ni más de 60 segundos por cada emisión, y hasta completar 21 minutos a la semana. 



Los Ministerios, aparte de estas campañas publicitarias que van a ser gratuitas -entiendo que lo serán, por lo menos, en una primera etapa que no implica la extensión del período-, ¿van a poder igualmente hacer otras? ¿Las van a tener que pagar, tal como ocurre hoy en día, o solo deberán circunscribirse a las del período gratuito que se les exige a las concesionarias?



A mi juicio, es importante aclarar esas dudas que me surgen para resolver la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, reconozco que no ha sido una votación fácil para mí. De hecho he cruzado prácticamente las tres opciones en el curso del debate, pero al final he tomado una decisión.



La verdad es que el Senador Coloma tiene razón en cuanto a los riesgos que se corren con el concepto de sociedad. Yo comparto plenamente aquel que Su Señoría planteó, pero, en forma paralela, señor Presidente, hay determinadas situaciones en el país que requieren generar conciencia, modificar actitudes, cambiar cultura. Y tal como señaló la Honorable señora Lily Pérez, echo mucho de menos, con relación a la prevención del consumo de drogas -tema en el que he luchado por muchos años y en el que no ha habido acuerdo- que exista un mensaje potente, coherente, unívoco, para intentar disminuir ese flagelo. Y me encantaría que existiera una campaña de bien público orientada en tal sentido. 



Bajo el segundo concepto, sería contradictorio que votara en contra de la norma. Pero también me hace fuerza el tema de la libertad, porque al final se corre el riesgo de que el Gobierno de turno imponga ciertas visiones respecto de toda la sociedad, las cuales son propias de un gobierno determinado, en un momento preciso.



Lo que finalmente me hace fuerza, señor Presidente, para aprobar la norma es el filtro, el contrapeso que se establece. Eso es lo que marca la diferencia.



La única complicación que veo -debo señalarlo- es que a diferencia de otros nombramientos, aquí simplemente se requiere contar con la mayoría de los miembros en ejercicio y, por tanto, se trata de mayorías muy pequeñas. Y eso, a la larga, puede imponer cierta tendencia en el consejo, la cual terminará prevaleciendo en su propia composición y en la  sociedad.



Habría sido muy importante que se escogiera mediante mayorías más altas a quienes formarán parte de dicho consejo. En mi concepto, eso hubiese sido un filtro más efectivo, pues se requerirían más acuerdos y  dicho órgano resultaría más equilibrado.



Reconociendo todos los riesgos, señor Presidente, voy a votar a favor de la norma.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero de la letra m) del artículo 12, contenido en el número 8 (23 votos a favor, 8 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela y Uriarte.



Se abstuvo el señor García.
El señor ESCALONA (Presidente).-  Queda, en consecuencia, aprobado el inciso.



Señor Ministro, lo quiero estimular manifestándole que hemos aprobado tres incisos en el transcurso de esta sesión.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Muy bien, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, el Ejecutivo retiró la urgencia al proyecto que nos ocupa en este momento. Por tanto, correspondería que nos ocupáramos en el relativo al impuesto específico a los combustibles, cuya urgencia de “discusión inmediata” expira el próximo lunes.

MODIFICACIÓN DE PLAZO DE REINTEGRO PARCIAL DE IMPUESTO ESPECÍFICO AL DIÉSEL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel a las empresas de transportes de carga y modifica otros aspectos de este mecanismo, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8772-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.


Certificado de Comisión:


Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 96ª, en 16 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general por mayoría en la Comisión de Hacienda (votaron a favor los Honorables señores García, Novoa y Pizarro y se abstuvieron los Senadores señores Frei y Lagos), resultando, en consecuencia, aprobada la idea de legislar.



El texto de la iniciativa, Sus Señorías, está transcrito en las páginas 5 y 6 del certificado que emitió la Comisión de Hacienda.

El señor ESCALONA (Presidente).-  Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí.

El señor GARCÍA.- Está bien.

El señor ESCALONA (Presidente).-  Acordado.



Les recuerdo a los señores Senadores que de todas maneras se necesita cumplir el quórum exigido para aprobar en particular la iniciativa.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el
Senador señor Tuma para fundamentar su voto.



Sus Señorías disponen de hasta cinco minutos para intervenir.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto en comento vuelve a someter esta materia a la consideración del Congreso, dado que los Gobiernos han sido incapaces de definir una política pública permanente que permita resolver en forma definitiva lo relativo a este impuesto que se generó en un momento determinado de la historia de Chile, en el que quizás pudo haber sido diseñado convenientemente como modo de recaudación tributaria. 



Sin embargo, a medida que fue cambiando la realidad del país y especialmente el precio internacional del combustible, esta recaudación se convirtió, en verdad, en un suplicio, en un castigo, en una sanción para todos los consumidores, muy especialmente para los transportistas y quienes usan sus vehículos para trabajar.



En definitiva, el hecho de que estemos debatiendo ahora este proyecto de ley es porque ya hace algún tiempo establecimos una iniciativa que daba la posibilidad de descontar o recuperar dicho impuesto específico. Al efecto, habíamos dispuesto una concesión gradual, dependiendo del volumen de las ventas. Y eso lo hicimos en forma transitoria, pero ahora tenemos que volver a aprobar un proyecto -nuevamente con carácter transitorio- ante la incapacidad de dar una solución definitiva al tema.



Nosotros planteamos que es importante el impuesto específico para el ingreso fiscal como modo de recaudación. Pero también señalamos que hay otras formas para que el Estado obtenga los mismos ingresos de una manera más democrática, más justa, al momento de recaudar tal volumen de recursos.



El sistema del impuesto específico se diseñó, básicamente, para que dichos recursos permitieran construir y mejorar las carreteras y caminos en Chile.



Hoy día han pasado tantos años desde su implementación que los caminos y carreteras de Chile se costean de un modo distinto. Nuestro país actualmente cuenta con respaldo y financiamiento para hacerlo de forma independiente, con los recursos propios del Estado, sin necesidad de recurrir a los usuarios de tales carreteras. 



No obstante, lo más grave, señor Presidente, es que quienes consumen petróleo a los precios que tenemos no son solamente los usuarios de las carreteras, sino también la industria minera, que no paga este impuesto; la industria naviera, que tampoco lo paga y la industria en general, que lo recupera. 



En definitiva, los únicos que lo pagan son los consumidores y las personas que usan las carreteras debido a su actividad económica.



Conviene tener presente que el sistema de recaudación se podría democratizar bastante más. Hoy día, para poner el ejemplo solo del impuesto específico de las bencinas, cabe considerar que este concepto representa 255 pesos por litro, sin importar el nivel del precio. Como el 80 por ciento de los consumidores de combustible no pagan el tributo, la distribución de este último importaría pasar a cancelar 50 pesos, un quinto del monto actual. Naturalmente, tal medida sería un alivio, porque todos cubrirían un poquito, y se mantendrían los ingresos estatales.



Mas ni por esta vía ni por alguna otra se ha aplicado una política pública en la que el Estado haya tomado una decisión para resolver definitivamente el problema, y otra vez nos vemos impelidos a aprobar una normativa que alivia transitoriamente la carga, pero que no hace justicia respecto de los tributos a consumidores y usuarios, en especial a aquellos cuya actividad económica dice relación con el transporte.



Voy a aprobar el proyecto, señor Presidente, porque peor es nada. Sin embargo, creo que el Estado y el Gobierno deberían asumir una conducta diferente, para hacerlo más democrático y justo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Saludo a los dirigentes de los transportistas que nos acompañan en las tribunas, especialmente al señor Juan Araya, quien viene a aumentar el volumen del respaldo a la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la disposición actual, con relación a las empresas de transporte de carga, señala que todos tienen derecho, a partir del 1° de julio de 2006, a un reintegro del impuesto específico al petróleo diésel, de carácter único, del 25 por ciento. Esta es la regla general, y de no aprobarse el proyecto del Ejecutivo, se volvería a ese porcentaje.



Lo cierto es que la propuesta del Gobierno, tal como ocurrió el año pasado, es mucho más conveniente en los cuatro tramos que se contemplan. En efecto, ellos serían los siguientes:



1) De 80 por ciento para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2 mil 400 unidades de fomento.



2) De 70 por ciento para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2 mil 400 unidades de fomento y no excedan de 6 mil.



3) De 52,5 por ciento para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6 mil unidades de fomento y no excedan de 20 mil.



Aquí se observa una mejoría respecto de la ley aprobada el año pasado, que ya expiró, la cual hacía referencia a las ventas entre 6 mil y 15 mil unidades de fomento.



4) De 31 por ciento para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 20 mil unidades de fomento.



Por lo tanto, uno tiene que pensar en qué situación quedarían mejor los transportistas. Probablemente, no nos hallamos ante el ideal. Coincido con que no hemos tenido tiempo para discutir normas de una vigencia más permanente y que no signifiquen al final, sobre la base de los distintos tramos, que las ofertas que se plantean con motivo de una presentación a propuestas públicas o privadas sean distintas en función del porcentaje de reintegro. Tarifas y costos son tan estrechos, que es posible que alguien quede fuera por encontrarse en un rango de un monto menor. Lamentablemente, no ha sido posible tratar la cuestión en forma más detenida. Repito que estamos sin ley y que es necesario aprobar de manera urgente las nuevas disposiciones, pues, de no ser así, se volvería al reintegro de carácter general del 25 por ciento. Y, como lo he señalado, ninguno de los tramos sería ahora igual o inferior a ese porcentaje: todos lo superarían.



Por eso, señor Presidente, votaré a favor.



Comprendo la queja de algunos gremios, pero creo que se tiene que hacer lo que, en definitiva, también los favorece, y no hay duda de que la situación en que los dejará la iniciativa, una vez aprobada, será mucho mejor que volver a lo establecido en la ley N° 19.764.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me abstuve en la votación del proyecto en la Comisión de Hacienda y expresé mis razones para ello.



En dicho órgano técnico hemos tratado el asunto en los últimos cinco años. Desgraciadamente, siempre lo hacemos en el último momento antes del receso de febrero. En una reunión a las 15, que debe levantarse con rapidez, prácticamente no se alcanza a discutir nada: se vota a favor o en contra, o “por lo menos malo”, como han dicho algunos, o por lo mismo, como lo expresó el Honorable señor García.



Reitero que la situación data de cinco años, cuando se subió el reintegro -estamos haciendo referencia a ese aspecto, no al impuesto específico a los combustibles, que no hemos abordado-, el cual se fijó, en definitiva, en 80 por ciento por el altísimo precio de los combustibles, ya que el petróleo llegó a 150 dólares. En 2009 se estableció la tabla aplicable. Y cada fin de año se escucha a los gremios y después anunciamos que en el siguiente vamos a analizar las alternativas.



A la Comisión asistieron varios Senadores de Gobierno, como los Honorables señores Hernán Larraín, Carlos Larraín, Chahuán y Coloma, quienes consignaron que el 20 de diciembre de 2011 se firmó un acuerdo para realizar una serie de estudios y modificaciones. Pero, como siempre, llegamos al último día y a la última hora, y es preciso votar sin otras posibilidades. La situación, entonces, se sigue dilatando.



Lo mismo ha pasado en lo relativo al impuesto específico. Desde el día en que partió el famoso “SIPCO” le dijimos al señor Ministro que ello no iba a funcionar. Después vino una segunda ley, y al comienzo del año pasado se presentó un nuevo proyecto, que lleva durmiendo en la Comisión de Hacienda prácticamente durante un año.



O sea, en la breve discusión en dicho órgano técnico, efectuada rápidamente, como decía, de 15:15 a 15:30 -entremedio fue necesario volver a la Sala para dar quórum-, no se alcanzó a tratar la materia realmente a fondo.



Han sido los parlamentarios de Gobierno, quienes firmaron el acuerdo el año pasado, los que han advertido acerca de la falta de debate, de conversación y de análisis en profundidad.



Lo concerniente al reintegro y al impuesto específico no ha sido estudiado a fondo por el Congreso y seguimos con un asunto que no va a quedar resuelto. En el proyecto original se determinaba un plazo de cuatro años para el porcentaje respectivo, disminuido a tres años en la Cámara de Diputados y a dos años en el Senado; pero lo más probable es que, al igual que en los últimos cinco años, llegaremos a enero, en el año correspondiente, con una nueva iniciativa, y espero que en algún momento encontremos el tiempo suficiente para abocarnos al reintegro y sus objetivos, así como también al impuesto específico.



Ojalá no nos sigamos ocupando en proyectos de “discusión inmediata” en las dos semanas previas al receso, ya que no se alcanza a hacer nada, sencillamente, y solo cabe votar sí o no, o abstenerse, porque no hay otra solución.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, al Senador señor Frei le hemos escuchado expresar varias cosas que ya se han repetido en el Hemiciclo.



Me parece muy bien que esté presente el señor Ministro de Hacienda, para que podamos comentar estas materias.



Efectivamente, se ha enviado de nuevo un proyecto sobre el reintegro parcial a las empresas de transporte del impuesto específico al petróleo diésel, y, como dijo nuestro Honorable colega, lo único que podemos hacer es votar a favor. De lo contrario, la situación será peor -lo destacó también el Senador señor García- que aquella que se presentaría si no se despachara la iniciativa.



Ahora, cabría haber perfeccionado bastante el texto, pero no ha habido tiempo para debatir, como se señaló. Podríamos haber escuchado más a los afectados por el impuesto, a los transportistas. Se pedía mejorar, no solo la situación del tercer tramo, para que se contemplaran ingresos anuales entre 6 mil y 20 mil unidades de fomento, sino también del primero y del segundo, relativos, respectivamente, a ingresos anuales iguales o inferiores a 2 mil 400 unidades de fomento y a aquellos superiores a esa cantidad y que no excedan de 6 mil. Sin embargo, eso tampoco fue posible.



Indiscutiblemente, la devolución del 80, del 70, del 52,5 y del 31 por ciento, según el tramo, constituye un beneficio, mas no es la cuestión de fondo. Tenemos que discutir, de una vez por todas, el impuesto específico a los combustibles, del cual se ha reclamado en todos los Gobiernos y desde hace mucho tiempo.



Se han pedido su eliminación, su limitación o su disminución transitoria, medida esta última aplicada durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet y que representó casi un 40 por ciento.



Hemos hecho referencia a que, a lo mejor, habría que estudiar un tributo plano, que pague toda empresa o persona consumidoras de petróleo o de bencina y que se aplique parejamente, con lo cual podríamos fijar una tasa mucho menor y tal vez de más bajo efecto.



Sí puedo manifestar -lo hemos hecho reiteradamente- que el único ganador en relación con el alza de los precios del petróleo y de las bencinas ha sido el Ministerio de Hacienda.



¡No diré que el señor Ministro, porque la recaudación no va a sus arcas, sino a las de esa Cartera...!



De acuerdo con el rendimiento -lo hice presente el año recién pasado- del impuesto a los combustibles, comparado un año con otro, habiéndose aplicado el SIPCO por primera vez luego de aprobarse el proyecto de ley respectivo por el Congreso en enero de 2011, el Fisco obtuvo una mayor recaudación del orden, según recuerdo, de casi 200 millones de dólares. Ello, deducido lo que se traspasó por la aplicación del mecanismo, que me parece que bordeó 60 o 70 millones de dólares.



Mas no se trata solo de eso: el IVA también proporciona una mayor recaudación.



Me habría gustado que la totalidad del mayor rendimiento del impuesto hubiera ido por lo menos a aminorar las alzas de precio experimentadas por las bencinas y el petróleo. Hoy día, las de 93 o de 95 octanos bordean 800 pesos el litro y el dólar vale menos que hace dos años o es similar en algunos casos: 470 pesos.



Me pregunto qué pasaría si el día de mañana tuviéramos que hacer un esfuerzo por mejorar el valor de esa divisa, para el efecto de las exportaciones, como lo pide el sector productor agrícola, y se llegase a 500 o 520 pesos, con el precio internacional del petróleo en los niveles en que hoy día se encuentra. ¿A cuánto ascendería el valor de la bencina en el próximo tiempo?



¿Está realmente funcionando el SIPCO? Desde luego, me pueden oponer que sí lo está haciendo, porque, si no, la situación sería mucho peor.



A lo mejor es así.



Incluso fue preciso corregir su aplicación mediante la disminución del plazo por el cual debía hacerse el cálculo, para poder determinar si había o no modificación en los precios.



Pero se registra con los combustibles algo realmente increíble, que llamaría “imagen del serrucho”: un día, el valor baja; al otro, sube.



Fue bien curioso lo que ocurrió cuando aprobamos el proyecto de ley sobre la materia en septiembre del año pasado. Claro, faltaban 30 o 40 días para las elecciones municipales y todos podríamos ser mal pensados al preguntarnos el porqué. Se nos apuró para despachar una enmienda del SIPCO -lo hicimos en muy pocos días-, porque el jueves de esa semana iban a subir las bencinas en 24 pesos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para finalizar su intervención.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias, señor Presidente.



Si se aplicaba la reforma propuesta -y tuvimos que acogerla- bajaría el precio. En efecto, así fue, no en 24 pesos, sino en 18. Mas pronto volvió a elevarse.



Hace poco tiempo hubo declaraciones muy optimistas también de parte del Gobierno en el sentido de que el SIPCO estaba funcionando, porque se había registrado una baja de veintitantos pesos. ¡Pero en las últimas tres semanas ha subido en más de 40! Entonces, el sistema no está operando.



Tenemos que considerar, derecha y seriamente, un impuesto a los combustibles que sea equitativo, que mantenga el rendimiento -nadie pretende dejar uno menor-, pero sin una inestabilidad permanente en el precio. Por eso, llamo al señor Ministro a estudiar la materia.



Voy a votar a favor del proyecto. Sería peor pronunciarse en contra, porque no sacaríamos nada y perjudicaríamos a los transportistas. A mi juicio, que estamos aprobando no es lo mejor. Espero, sin embargo, que el señor Ministro de Hacienda, en el período que le resta, nos traiga una buena iniciativa.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Quisiera saludar, a petición de la Senadora señora Alvear, a los apoderados de los colegios Áreas Verdes, República Dominicana, Cataluña y Villas Unidas, de La Florida, y expresarles el deseo de Su Señoría de que tengan éxito en su demanda en orden a que esos establecimientos públicos no sean cerrados.



¡Gracias por acompañarnos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN (don Hernán).- Señor Presidente, tal cual se recordó, el señor Ministro de Transportes llegó el año recién pasado a un compromiso con dirigentes gremiales -un grupo de Senadores participamos en calidad de testigos, por así decirlo- para asegurar que dentro de un plazo razonable se establecieran, a través de una mesa de trabajo, ciertas modificaciones al impuesto específico que grava a la actividad de los transportistas.



En lo fundamental, se consideró la idea de incorporar en el proyecto de ley una estructura de descuentos distinta, con un acuerdo global que definiera de otro modo los tramos.



Seguidamente, se incluyó lo relativo a la factibilidad de que los tramos de recuperación de impuesto selectivo sean en función del petróleo consumido y no de la facturación de las empresas.



Y, finalmente, se hizo referencia a una fórmula que permitiera revisiones periódicas más espaciadas que la revisión semanal actual del precio de los combustibles, con el propósito de asegurar una mayor estabilidad en el tiempo y evitar cambios constantes.



Con respecto a este último punto, el señor Ministro de Hacienda nos ha informado que ello no es posible, porque habría que revisar los contratos de ENAP, que se hallan establecidos por la vía de contratos semanales.



Se discutió sobre la conveniencia o no de tener en cuenta el petróleo consumido y no la facturación de las empresas, pero no se pudo llegar a acuerdo.



En relación con el primer aspecto -al final, el más relevante-, el Gobierno planteó la modificación del tercer tramo, esto es, el del 52,5 por ciento para los contribuyentes cuyos ingresos anuales superen 6 mil unidades de fomento y no excedan de 15 mil, como dispone la norma actual. Ahora se llegará a 20 mil unidades de fomento.



A quienes participamos en la discusión, los Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Coloma y el que habla, a los que se han sumado los Honorables colegas Orpis, Horvath, Sabag, Prokurica y Carlos Larraín -no quiero dejar a ninguno fuera-, la enmienda no nos parece razonable ni suficiente. Quisiéramos pedirle al Ejecutivo un esfuerzo adicional, sobre todo centrado en el sector de “clase media”, por así llamarlo, en el mundo del transporte.



Porque los pequeños transportistas se hallan protegidos de alguna manera con el reintegro del 80 y del 70 por ciento, pues están dentro de un ámbito adecuado; pero en el caso de aquellos que se ubican en el 52,5 por ciento, que es adonde apuntó correctamente el Ejecutivo con la ampliación del tramo, dicho porcentaje se considera insuficiente. Solo mil transportistas se verían beneficiados por este cambio del monto para impetrar el beneficio: desde 6 mil a 15 mil unidades de fomento por 6 mil a 20 mil unidades de fomento. 



Hemos conversado con los dirigentes del sector y queremos plantear que, en lugar de aumentar el tramo a 20 mil UF, se incremente hasta 40 mil, con lo cual quedaría cubierto un número muy significativo de sectores medios, no de los grandes, los que incluso podrían bajar su porcentaje a 25 por ciento. 



El presidente de uno de los gremios del transporte mencionó hoy día, en la reunión de la Comisión de Hacienda, que ellos eran partidarios de dejar dos tramos: uno en 80 por ciento y otro en 25 por ciento, bajándose ellos, que son los grandes -por así decirlo- a este último.



Bueno, como esa petición no fue aceptaba, porque implica -imagino- mucho mayor gasto o mucho menor ingreso, sí queremos pedir que las personas del segmento donde se ubican los medianos queden en el 52,5 por ciento, pero hasta las 40 mil UF. Eso significa -en pesos, para entenderlo mejor- que partiendo de 135 millones de facturación anual, en lugar de llegar a 450 millones, se llegue a 900 millones. Estas no son cifras muy significativas. Estamos hablando de facturación anual.



Y eso nos da un nivel de ingreso promedio importante. 



Es efectivo que en el país hay un grado de actividad muy amplio. Y, en tal sentido, los transportistas no presentan falta de trabajo. Pero los márgenes económicos con que están funcionando son muy bajos. 



Por ese motivo,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Se le concederá un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Muchas gracias.



Por ese motivo -decía-, muchos de los Senadores aquí presentes, interesados en cumplir nuestros compromisos con los transportistas, los cuales fueron asumidos también por el propio Gobierno en la persona del Ministro de Transportes, queremos pedirle al Ejecutivo que haga un esfuerzo adicional, para poder así votar con entusiasmo a favor de este proyecto.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, la materia que nos ocupa ha sido motivo de bastante conversación y discusión entre los Senadores, a quienes aludía don Hernán Larraín recién. Pero también la hemos debatido con el Ejecutivo, siempre pensando en la posibilidad de mejorar un poco el contenido de la propuesta, de tal modo de abarcar a más gente. 



Cuando aquí se habla de las “grandes” empresas de transporte, en el fondo se está hablando, con mayor propiedad, de pymes. No estamos hablando de CODELCO, ni de ENAP, de grandes industrias de la minería o de la electricidad. Hoy día Chile gasta 15 mil millones de dólares en combustibles importados, de los cuales 6 mil o 7 mil van a dar a la generación de electricidad.



En definitiva, ellos no pagan este impuesto. ¡Y en buena hora! De otro modo, quizás el precio del kilowatt se dispararía aún otro poco, puesto que no se pueden construir plantas hidroeléctricas si nos atenemos a ciertas ideologías imperantes.



Pero nosotros, en el caso de que se trata, estamos bogando por la posibilidad de que más gente se beneficie de su propio trabajo. 



El Fisco recauda del orden de 2 mil 200 millones de dólares al año en impuesto a los combustibles. ¡2 mil 200 millones de dólares al año!

El señor FREI (don Eduardo).- Más el IVA.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Más -me acota el ex Presidente Frei- el aumento gradual del IVA, que ocurre cada vez que sube la base de cálculo.



Por lo tanto, aquí, en el fondo, no se está pidiendo que el Gobierno dé un subsidio, sino solicitando, con la mayor humildad posible -y por todos los canales lógicos, antes de llegar a la tribuna del Senado; en la Comisión de Hacienda, por ejemplo-, que por favor el Fisco esté dispuesto a dejar de percibir un poco de dinero. Nada más que eso. 



Estamos hablando de cantidades pequeñas. Los propietarios de camiones o quienes los operan no están pidiendo la luna, sino una contribución pequeña, que significa un reconocimiento a la tremenda actividad que generan. En el fondo ellos no están, como quien dice, tendiendo la mano.



Al fin y al cabo, hasta el 2008 existía un 80 por ciento de reintegro plano. ¡80 por ciento!



Después del año 2009 se segmentó según facturación. De paso, se hace notar que la facturación incluye muchas veces servicios que no tienen nada que ver con la adquisición de combustibles y que son, por explicaciones razonables que hemos dado, no separables del negocio propiamente de transporte. 



El año 2010 se les pidió a ellos hacer un esfuerzo especial por el terremoto. Y lo hicieron. 



El 2011 se alteró el modo de cálculo, se abandonó la unidad tributaria mensual por la unidad de fomento. 



En definitiva, solo estamos pidiendo una pequeña mayor generosidad del Gobierno. 



Quienes estamos en estas bancadas -si no todos, casi la totalidad- no estamos a favor de un aumento de los impuestos. Creemos que los gravámenes son una manera de privar a las personas de sus propios recursos. Preferiríamos que pudieran conservar lo que generan con su trabajo. Es comprensible: hay presiones para el gasto fiscal. Algunas completamente descomedidas. Y otras, aun, más frívolas. Pero, ¡por favor!, que no se haga a costa de la clase media chilena, de gente que hace una contribución efectiva a la vida nacional.



Por lo tanto, me sumo al grupo de parlamentarios que nos vamos a ver obligados a votar que no en este proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, lo primero que quiero resaltar es lo relacionado con el plazo -una cuestión formal frente al tema de fondo que hay que dilucidar-, pues, en ese sentido, el Gobierno se superó a sí mismo. 



Busqué las intervenciones que se realizaron el año pasado a propósito de un proyecto similar. En esa oportunidad se señaló que la iniciativa venía a reemplazar una ley aprobada en julio de 2010 y que vencía el 30 de noviembre de 2011. Y el Gobierno ingresó el texto legal al Congreso el 30 de noviembre de 2011, con urgencia de “discusión inmediata”. Ahora, la normativa venció el 31 de diciembre de 2012, y el proyecto fue enviado el 8 de enero de 2013. O sea, se superó, desde el punto de vista del retraso, en una semana. 



Ironías de lado, el punto de fondo es otro.



Como dijo el ex Presidente Frei, con “discusión inmediata” qué vamos a discutir. O decimos que sí o decimos que no; no hay otra alternativa.



Quiero recordar, además, leyendo las intervenciones de muchos de nosotros, que el Senador Andrés Zaldívar anticipó lo que iba a ocurrir, junto con otros -no me voy a incluir, para no hacerme propaganda- respecto a que no iba a pasar nada con el proyecto. Y que el acuerdo suscrito entre el Gobierno y varios Senadores -estos últimos como garantes o testigos de una parte del gremio de los transportistas- iba a ser letra muerta. Eso generó ácidos intercambios de opinión acá: irónicos; algunos nos trataron de “ciudadanos de poca fe”; otros de que nos queríamos “atrincherar en la política chica”, y de no tener la mirada grande de los acuerdos como el que suscribieron algunos colegas.



Nosotros manifestamos, básicamente, que no había voluntad. Pero no por un capricho, sino porque, a renglón seguido de que dicha declaración se firmara en Valparaíso el 20 de diciembre de 2011, el Ministro de Hacienda, en esta misma Sala y en la Comisión, dijo que no iba a haber un nuevo proyecto de ley. Y en consecuencia, todo lo que estaba contemplado acá -mesa de trabajo, estudios- no tenía sentido. 



Aquel fue nuestro argumento.



¿Cuál es el tema de fondo? El tema de fondo es si se quiere o no un sistema de reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para los transportistas. Esa es la primera definición que debemos zanjar. Yo entiendo que el consenso es que sí. Porque para eso se ha enviado la presente iniciativa.



Entonces, la segunda discusión es: ¿cómo debe ser ese reintegro? Hoy día contamos con una ley que hace seis años que no funciona y que dispone un reintegro de 25 por ciento parejo para todos. Dicha normativa ya no sirve en la actualidad, porque se modificó el 2008, se volvió a modificar el 2009 o el 2010, y así estamos todos los años.



Por lo tanto, no existe la decisión de abordar el asunto en su globalidad. En la Comisión de Hacienda se le plantearon diversas propuestas al Ejecutivo, tal como bien manifestó el Senador Carlos Larraín. Y yo no veo espacio para analizarlas. Claro, la iniciativa llegó tarde, ya venció el plazo. Ahora vamos a tener que legislar con efecto retroactivo. 



La pregunta, entonces, es: ¿se quiere reintegro? Si se quiere, ¿cómo debería ser?



 Y lo menos que están pidiendo algunos representantes -yo no voy a tomar partido por las distintas visiones que hay dentro del gremio; no me corresponde, por lo demás- es que, si se trata de un impuesto a los combustibles, el reintegro sea en función del consumo de estos y no de otros elementos. Eso sí me hace sentido. Porque por lo menos los transportistas de mi Región no solo le meten diésel al camión, sino que además se preocupan de una serie de temas logísticos: bodegaje, cuidado, etcétera. En consecuencia, no me parece justo. Y estamos pidiendo al Gobierno que se abra a modificar esto.



Y a los que creyeron, tal vez de buena fe, que el problema se iba a resolver el año pasado con el acuerdo suscrito, se les dijo que no. Porque el que toma la decisión en el Ejecutivo en esta materia no es el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones -con todo respeto hacia él, pues me cae muy bien-, sino el titular de Hacienda y, principalmente, el Presidente de la República.



Y por razones que no he logrado entender, pero que deben ser buenas, no hay posibilidad de discutir un sistema de reintegro que no sea el que existe hoy día, que parchamos todos los años en función de lo que está ocurriendo. Antes no teníamos tramos; después aparecieron tres; ahora hay cuatro; subimos los techos; pasamos de la UTM a la UF. Pero no vamos al tema de fondo. Y ese es el punto central: hacerse cargo de que hay un impuesto a los combustibles en Chile y que a un sector se le dice “Le voy a devolver un poco de recursos”, mientras que a otro importante no se le cobra un peso por el consumo de combustible.



¿Se trata de una decisión que toma la sociedad en su conjunto? Sí. ¿A través de quiénes? De sus representantes. ¿Y quiénes son? El Gobierno y los parlamentarios de turno. O sea, esta situación la deberíamos resolver nosotros, pero es el Ejecutivo el que tiene la iniciativa en estas materias, señor Presidente.



En consecuencia, si esto no se soluciona de manera satisfactoria, no queda más que rechazar.



Y yo apoyaré el establecimiento de un sistema de reintegro en función del consumo de combustible. Porque están pagando un impuesto a los combustibles y no al bodegaje, a la logística, etcétera.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el 19 y el 20 de diciembre de 2011, hace poco más de un año, en medio de una paralización de los transportistas de nuestro país, logramos finalmente sentarnos a una mesa con un grupo de dirigentes que representaban a las federaciones del norte y del sur y con el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para los efectos de firmar una declaración. Ella decía relación con la posibilidad de constituir una mesa de trabajo que durante enero de 2012 se abocara a los siguientes aspectos (leo textual):



“1. La estructura de descuentos incorporada en el proyecto de ley. El objetivo es revisar la factibilidad de un nuevo acuerdo global definiendo de una manera distinta los montos considerados en el proyecto de ley.



“2. La factibilidad de que los tramos de recuperación de impuesto selectivo sea en función del petróleo consumido y no de la facturación de las empresas.



“3. Una fórmula que permita revisiones periódicas más espaciadas que la revisión semanal actual del precio de los combustibles, para asegurar una mayor estabilidad en el tiempo del precio de ellos, de modo que las empresas de transportes no se vean afectadas por fluctuaciones semanales de sus costos, los que por su permanente variación son difíciles de traspasar mediante fórmulas de indexación a los generadores de carga”.



En virtud de ello, comenzamos a crear instancias de diálogo con el Ministerio de Transportes. Solicitamos audiencias durante varios meses, hasta que en septiembre logramos sentarnos con la Subsecretaria de Transportes para abocarnos a esta materia.

El señor LAGOS.- No en enero.

El señor CHAHUÁN.- Hubo una ácida discusión el día que debatimos este asunto en la Sala del Senado. Y algunos parlamentarios de enfrente sostuvieron que finalmente no íbamos a conseguir nada, entre ellos el Senador Lagos. Nosotros nos esforzamos y creímos que con la palabra empeñada se lograría mejorar el proyecto. Estábamos convencidos, porque teníamos el compromiso y la firma de un Ministro de Estado: el de Transportes. Y además contábamos con el compromiso de otros Secretarios de Estado con los cuales hablamos telefónicamente.



Sobre la base de aquello, el Presidente de Renovación Nacional, Senador Carlos Larraín, el colega Prokurica y quien habla iniciamos conversaciones con el Ministerio de Hacienda, para contar con una ley que en definitiva acogiera algunos de tales aspectos, que nos parecen absolutamente necesarios y oportunos.



¡Si acá estamos hablando de la posibilidad del reintegro del impuesto específico a los combustibles! ¿Y por qué se va a establecer un criterio respecto a la facturación de las empresas? Estamos premiando que esas compañías puedan establecer logística, y finalmente reciben una devolución del impuesto específico que no corresponde.



Creo que hay que fijar criterios para los efectos de definir dónde hay que focalizar en definitiva el reintegro.



Y también nos parece relevante lo que se ha planteado: instaurar un modelo según el cual la cotización del combustible, que se efectúa semanalmente, pueda espaciarse en el tiempo -15 días-, para indexar aquello en el precio final del transporte. ¿Y quiénes son ahora los afectados? Los transportistas de clase media. Por eso hemos alzado nuestra voz.



En tal sentido, nosotros le pedimos claramente al Ejecutivo que realizara un esfuerzo adicional.



¿Qué hizo el Gobierno?



En vez de tres tramos, constituyó cuatro. Y además estableció un aumento de los niveles de facturación en uno de esos tramos, de 15 mil a 20 mil unidades de fomento.



Eso no satisface en nada.



Por el contrario, hoy día, estando en la Comisión, el propio gremio planteó la posibilidad de bajar el tramo que recibe un reintegro de 31 por ciento a 25 por ciento, y establecer un solo tramo para el resto, lo que consideramos justo, razonable. Y me parece bien, además, que aquellos con un reintegro mayor estén dispuestos a sacrificar su propio reintegro en beneficio del resto. Porque, si no, hay una competencia desleal, pues el que hoy tiene posibilidades...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Decía que el que tiene posibilidades de agregar logística finalmente ahorra impuestos, porque le llega un reintegro por este ítem, en circunstancias de que el reintegro es por impuesto específico. Entonces, nadie entiende nada.



Tal como señalaba el ex Presidente Frei, en los últimos cinco años ha ocurrido lo mismo. Por eso, pido que el próximo esto no se repita.



Y espero que todavía haya espacio para que el Gobierno reconsidere su posición. Porque le hemos hecho una solicitud, lealmente. Y además, con otros Senadores hemos firmado y hemos sido garantes de una voluntad política del Gobierno. Se trata de los colegas Hernán Larraín, Coloma, García-Huidobro y quien habla. 



Quiero decir -y con esto termino- que a partir de hoy día vamos a pensarlo dos veces antes de suscribir una carta respaldando el compromiso político de un Ministro de nuestro Gobierno.

El señor ESCALONA (Presidente).- Encontrándonos en votación, un Ministro tiene derecho a hacer uso de la palabra para rectificar situaciones de hecho planteadas en las intervenciones de los Senadores. 



Es lo que ha solicitado el Ministro de Transportes, a quien le doy la palabra.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, quiero hacer una pequeña corrección respecto del acuerdo que yo firmé con algunos parlamentarios. Es una precisión que considero muy relevante.



Ese acuerdo se suscribió porque cuando se iba a discutir el proyecto de ley el año pasado este planteaba una vigencia de tres años. Así venía. Y en ese contexto -una iniciativa proyectada a tres años- me parecía muy sensato sentarse a hacer cambios. Pero en la Sala se modificó la duración y se acortó la vigencia a un año. Y por lo tanto todo el sentido del acuerdo, que era revisar la materia, dado que la ley duraría tres años, se desvaneció con la reducción de la vigencia a doce meses.



En consecuencia, el acuerdo tenía mucho sentido en el contexto original en que se firmó, pero lo perdió al aprobarse el proyecto en los términos en que lo fue.



Muchas gracias.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, puede hacer uso de la palabra para rectificar situaciones de hecho, no para efectuar intervenciones de carácter general. 



Estamos en votación. El Reglamento es sumamente claro.



Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me gustaría precisar un punto adicional acerca de la interpretación que se está dando respecto del cumplimiento del acuerdo. 



En primer lugar, me referiré a los temas de hecho, reconocidos por los gremios, en las mesas de trabajo, donde se abordaron los tres puntos contenidos en dicho instrumento, firmado por el Ministro Errázuriz. 



En segundo término, pese a haber avanzado en el punto uno, se omite decir que en el tramo que va de 15 mil a 20 mil UF, con un porcentaje de 52,5 por ciento de recuperación, se incorpora a cerca de mil empresas al reintegro, que estaba en el 31 por ciento. Por lo tanto, esto constituye un beneficio.



En cuanto a la fórmula para revisiones periódicas más espaciadas, hay algo que se produce de hecho: los contratos de ENAP son establecidos semanalmente, razón por la cual para obtener revisiones más prolongadas en los precios tendríamos que modificar los contratos de esa empresa con los distribuidores, lo que es complicado. Esta situación la hicimos ver como corresponde. 



Hay un segundo punto que es importante: si nosotros espaciamos para dos semanas la revisión del precio, efectivamente vamos a tener mayor estabilidad en la primera de ellas; pero en la segunda se va a generar un salto mayor todavía. Entonces vamos a tener menor y mayor volatilidad en un período de 14 días. Por lo tanto, la mayor estabilidad que se está persiguiendo no se va a conseguir.



En lo relativo al tercer punto, relacionado con el problema de la facturación, quiero decir que es incorrecto lo planteado por el Senador señor Chahuán: que hay gente que va a recibir reintegro por logística. Eso no es verdad, pues no hay personas que vayan a obtener reintegro por ese concepto, porque el se obtiene cuando el impuesto específico es pagado. 



Lo que ocurre es que una empresa que además de transporte de carga realiza actividades de logística, puede ser empujada a un tramo más elevado por venta y, por lo tanto, tener un reintegro menor. Pero tal circunstancia se soluciona en el proyecto en el párrafo que dice: “Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente que realicen actividades de transporte de carga.”. 



La actividad de transporte de carga es distinta de la logística y de la de bodegaje, que son operaciones que también realizan los transportistas. 



Reitero que lo planteado tiene una solución en la iniciativa. Porque la empresa puede perfectamente dividir su quehacer de manera de tener como objetivo el transporte de carga, y también crear otra empresa que, con los mismos dueños y sin perjudicar a la primera, lleve adelante actividades de logística y de bodegaje, y de esa forma reducir la facturación y tener acceso solo por el transporte de carga a un tramo de reintegro mayor. 



En consecuencia, quiero plantear únicamente como referencia que lo firmado por el Ministro Errázuriz se cumplió. Estudiamos cada uno de los puntos del acuerdo. Se avanzó en donde se pudo y en lo que fue factible de lograr, porque la solución propuesta dejaba en peores condiciones la estabilidad de los precios, con períodos más largos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, como han planteado los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, especialmente los Honorables señores Hernán Larraín y Chahuán, algunos de nosotros fuimos garantes del acuerdo con el fin de paralizar la huelga de camioneros que hubo el año antepasado, en que nos comprometimos a la firma de una declaración en que se incorporaban a las federaciones de mi Región y a las de la Primera, la Quinta y la Séptima y también a los camioneros que laboran desde Los Ángeles a Castro. 



Los camioneros estuvieron disponibles a firmar dicho protocolo. Pero para nosotros la solución dada por el Ejecutivo es insuficiente, porque se trata de personas de clase media y de trabajo, a quienes les afectan de manera muy fuerte las alzas de los combustibles. Cuando estos suben de precio también lo hacen los neumáticos, los aceites y otros insumos, que son fundamentalmente derivados del petróleo. 



Aquí se habla de facturación anual, pero si la llevamos a mensual, cambia absolutamente el escenario. Por ejemplo, quienes pueden hoy en día descontar hasta 80 por ciento del impuesto específico son aquellos que no facturan más allá de 4 millones y medio de pesos mensuales. Pero al respecto cabría preguntar cuánto vale un flete de Arica a Puerto Montt y cuántos viajes hace un camionero en el mes. Es decir, se trata de los más pequeños de los pequeños. 



En el segundo tramo, quienes recuperan 70 por ciento del impuesto son aquellos que tienen una facturación inferior a 11 millones 400 mil pesos mensuales. 



Si nos trasladamos al tramo de las 20 mil UF, que es donde se amplía el rango, vemos que se trata de facturaciones de 38 millones de pesos mensuales. ¡Y no me van a decir que esa facturación la hace una gran empresa! No, es de los pequeños y medianos transportistas, cuyos costos de operación son altísimos.



Por esas consideraciones, lamento que no se haya ampliado mayormente el tramo. A mi juicio, la propuesta hecha por los camioneros en la Comisión de rebajar a 25 por ciento el número de quienes son los más favorecidos en cuanto a ingresos brutos y a otras cantidades -son de clase media y modestos camioneros- y quedar en el rango de 80 por ciento, estimo que era absolutamente razonable. 



Me impacta el hecho de que camioneros de la Sexta Región, a quienes represento, me hayan planteado que están en contra de la propuesta. Entiendo la situación por la que ellos atraviesan y espero mejores negociaciones para el futuro, porque después de un año algo se avanzó, aunque muy poco. 



¿Saben los señores Senadores en cuánto se está subsidiando al transporte público en Regiones debido a la situación del Transantiago? ¿Cuánto se les está dando a los camioneros? ¡Nada! Lo que se está haciendo aquí es que puedan descontar un porcentaje del impuesto específico que ellos pagan, en circunstancias de que la UDI siempre ha estado en contra de ese tributo que no solo se aplica a los camioneros, sino también a la clase media y a quienes tienen un vehículo. 



Vamos a seguir luchando para que ese impuesto en definitiva desaparezca. Ello es fundamental a fin de no seguir aprovechándonos de quienes integran la clase media y permanecen cautivos de un sistema en el cual resulta fácil obtener recursos de ese sector por la vía tributaria. 



Pregunto al señor Ministro de Hacienda ¿qué ocurre con esto? Que se incentiva a eludir el pago de impuestos, porque de alguna manera se tratará de subfacturar para estar en los tramos más bajos. Y esto no significa ir por el camino correcto. 



Por eso, solicito formalmente al Gobierno hacer un esfuerzo mayor para ayudar a la clase media y a los pequeños camioneros del país. 



Es necesario apoyar a ese sector, con el objeto de que rebajen lo que pagan diariamente. En consecuencia, votaré negativamente, por no estar conforme con la solución dada al problema por el Ejecutivo en este proyecto. 



De igual modo, pido al señor Ministro de Hacienda hacer un esfuerzo en el mismo sentido, máxime cuando nosotros no vamos a estar de nuevo disponibles a suscribir otro protocolo para terminar con un paro de los camioneros en el país. 



Sin duda, nuestra palabra también es muy importante. Por eso, cuando uno firma un compromiso, espera reciprocidad de la contraparte, actitud que es totalmente distinta a la asumida en esta oportunidad por el Ejecutivo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, cada año nos toca tratar este tipo de proyectos, que afectan a los transportistas. 



El de ellos es un gremio que merece todo nuestro respeto y consideración, dado el gran aporte que hacen al desarrollo del país.



En el último tiempo, hemos visto cómo muchas de sus fuentes de trabajo han resultado quemadas en cierto territorio de nuestra patria, pero ellos, estoicamente, siguen manteniendo sus actividades.



Es evidente que aspiraban a mucho más que este acuerdo a que ya se llegó con el Ejecutivo y con el grupo de parlamentarios que participó también buscando un entendimiento.



Uno siempre anhela obtener más. Y el Ministro de Hacienda es quien debe colocar el tope a las peticiones que permanentemente recibe: de los gremios, de los trabajadores, de los ministerios, de los contribuyentes. Todos quieren pagar menos y obtener mayores beneficios. Sin embargo, gracias justamente a la fortaleza de los Ministros de Hacienda, desde el año 1990 hemos tenido un equilibrio económico espectacular. Y en el mundo somos acreedores y se nos respeta, porque se han manejado con seriedad y responsabilidad las finanzas públicas del país.



Por eso, siempre respeto mucho el liderazgo que tiene en esta materia la persona que maneja la caja pública.



La iniciativa beneficia con 80 por ciento de reintegro de lo pagado por impuesto específico al petróleo diésel a casi 15 mil transportistas pequeños cuyas ventas lleguen a 54.738 millones de pesos al año; y con porcentajes menores a 4 mil transportistas con ventas de hasta 136 millones de pesos al año; a otros 3 mil con ventas de hasta 456 millones de pesos anuales, y sobre esa cantidad, con 31 por ciento a más o menos 1.000 empresas transportistas. 



Todo eso tendrá un costo fiscal de 21.102 millones de pesos al año, que sin duda no es una gran cantidad.



Como sabemos, el impuesto específico se estableció para mantener las carreteras y pavimentar los caminos del país. Quienes no usan las carreteras no pagan ese tributo. 



El mayor consumo de petróleo diésel se registra en las compañías mineras, en las plantas termoeléctricas y en la agricultura. Pero en ninguna de esas actividades se paga el impuesto específico, lo que es lógico de acuerdo con el espíritu con que este se creó. 



Los transportistas sí lo pagan -aunque después de su creación,  las carreteras se concesionaron en Chile- cada vez que transitan por una carretera, para la mantención de estas.



Por eso, a muchos les resulta injusto pagar este doble gravamen. Pero entiendo que a los gremios de transportistas -algunos de sus dirigentes, que están en las tribunas, me han pedido que aprobemos el proyecto en debate- no los satisface plenamente. Pero es lo que se ha podido conseguir hasta el momento.



Respetaré el acuerdo de los gremios con los parlamentarios y el Ejecutivo y voy a votar favorablemente el proyecto, para que ojalá se apruebe hoy día aquí y se transforme pronto en ley, sin cumplir otro trámite, pues, según sean las circunstancias, esto podría quedar pendiente hasta el mes de marzo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por la aprobación general del proyecto, 12 votos a favor; 9 en contra; 3 abstenciones, y un pareo.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Von Baer y los señores Escalona, Espina, García, Kuschel, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos) y Orpis.



Se abstuvieron los señores Frei (don Eduardo), Prokurica y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily). 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como las abstenciones influyen en el resultado, de conformidad con el artículo 178 del Reglamento, correspondería repetir la votación.



Sin embargo, dado que esta sesión fue convocada hasta las 20, su hora de término está vencida.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, la repetición de la votación queda pendiente hasta el próximo martes.



Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole antecedentes sobre IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMA DE REVITALIZACIÓN DE EDUCACIÓN PÚBLICA.



Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole informar ESTADO DE AVANCE Y TOMA DE RAZÓN DE PROYECTO PARA CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL DE PUERTO NATALES (Región de Magallanes).

)----------(



--Se levantó la sesión a las 20:19.







Manuel Ocaña Vergara,






            Jefe de la Redacción
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SESIÓN 92ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia; de Transportes y Telecomunicaciones, y de Energía, señor Cristián Larroulet, señora Patricia Pérez y señores Pedro Pablo Errázuriz y Jorge Bunster, respectivamente. Asisten, también, los Subsecretarios de Agricultura y de Telecomunicaciones, señores Álvaro Cruzat y Jorge Atton, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 74ª y 75ª, especiales, de 23 de noviembre de 2012, y 90ª, especial, y 91ª, ordinaria, ambas de 2 de enero de 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Diez de S. E. el Presidente de la República: 


Con los dos primeros, da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01).


- Pasa a la Comisión de Agricultura, y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso. 


Con el siguiente, retira la urgencia a la tramitación de la solicitud de acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Manuel Muñoz Pardo (Boletín    Nº S 1.535-05).


- Se tiene presente el retiro de la urgencia.


Con el cuarto, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


2.- El que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín Nº 8.696-04).


Con el quinto, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de la tramitación de las siguientes iniciativas: 


1.- Proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).


2.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


3.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


4.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


5.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín        Nº 7.761-24).


6.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


7.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


8.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


9.- Proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


10.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


11.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


12.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


13.- Proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín   N° 8.566-08).


14.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


15.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


16.- Proyecto de ley que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (Boletín          Nº 8.492-13).


17.- Proyecto de ley que establece el pago de un beneficio a favor de los trabajadores portuarios eventuales que indica (Boletín N° 8.682-13).


18.- Proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín Nº 8.139-14).


19.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


20.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


21.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


Uno de los mensajes en referencia, hace presente la calificación de urgencia, en el antedicho carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


El último de los mensajes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, a la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que aprobó el proyecto de ley que establece el pago de un beneficio a favor de los trabajadores portuarios eventuales que indica (Boletín N° 8.682-13) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con los dos siguientes, comunica que ha aprobado la totalidad de las enmiendas propuestas por el Senado, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).


2.- Proyecto de ley que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305 (Boletín N° 8.686-04).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de tres requerimientos en materia de inconstitucionalidad de las disposiciones del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín       N° 8.091-21), y de las correspondientes resoluciones recaídas en su tramitación: 


a)
El presentado por un grupo de Honorables señores Senadores, respecto de los artículos 1°, numeral 19), y segundo transitorio.


b)
El formulado por un grupo de Honorables señores Senadores, en lo que se refiere al artículo 1°, en sus numerales 20), 3), letra c), y 48).


c)
El promovido por un grupo de Honorables señores Diputados, en lo que toca a los numerales 20); 3), letra c), y 48) del artículo 1°. 


Envía, además, copia de una resolución dictada en la causa sobre requerimiento presentado por un grupo de Honorables señores Diputados, respecto de la inconstitucionalidad del artículo 3° del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.   


Remite copia de resoluciones recaídas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 16 B de la ley    Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Remite informe del señor Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, que responde consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre operación actual de equipos de medición sismográfica en la Región de Magallanes y Antártica Chilena y su conexión con la red nacional.


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Remite oficio secreto en relación con consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, atingente a aspectos del cronograma de la I Cumbre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños, que tendrá lugar en Santiago los días 27 y 28 de enero próximos.  

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Rossi y Walker, don Patricio, sobre factibilidad de una iniciativa de ley que modifique el decreto ley           N° 3.500, de 1980, para establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta a las pensiones que señala su artículo 85 (Boletín             N° S 1.502-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Informa sobre el estado del Concurso de Anteproyectos de Arquitectura “Habilitación Nuevo Edificio de la Biblioteca del Congreso Nacional”; materia consultada por los Honorables señores Presidentes de las Corporaciones Legislativas y por la ex Directora de la Biblioteca del Congreso Nacional. 


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.

Del señor Ministro de Agricultura


Remite, en respuesta a solicitud enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, antecedentes técnicos que respaldan la modificación del Plan de Manejo del Parque Nacional Torres del Paine que autoriza la navegación en el Lago Nordenskjöld.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Contesta solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a adquisición de una embarcación nueva o reacondicionada y de un catamarán que presten servicios en la Ruta Sur Austral Quellón - Melinka - Puerto Chacabuco.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud, Región de Aysén


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas de fiscalización adoptadas ante el vertimiento de chatarra, desperdicios y basura en la comuna de Aysén, a la vera de la Ruta 240 Aysén-Coyhaique.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota (Boletín Nº 6.967-06).


- Queda para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que se inicia un proyecto de ley que incorpora un artículo 2.330 bis al Código Civil para reconocer la doctrina del Buen Samaritano como causal de exención de la responsabilidad extracontractual (Boletín N° 8.763-07).


De las Honorables Senadoras señoras Rincón, Pérez San Martín, Allende y Alvear, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que introduce adecuaciones en la Ley Fundamental en materia de lenguaje de género (Boletín N° 8.766-07).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Muñoz Aburto y Quintana, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato especial de trabajadores brigadistas combatientes de incendios forestales (Boletín            N° 8.768-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona y Pizarro, con la que proponen un proyecto de ley para adoptar condiciones más favorables al ejercicio del derecho al trabajo y la libertad personal de los empleados públicos, especialmente los que prestan servicios a contrata o a honorarios.


- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, signado con el número 3 de la Tabla, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín             Nº 8.155-01).


2.- Rendir homenaje al sacerdote Baldo Santi Lucherini al inicio de la sesión ordinaria del día martes 15 de enero próximo.


3.- Citar a sesión especial para el día miércoles 16 de enero próximo, de 12:00 a 14:00 horas, con el propósito de conocer la situación real que afecta a la Región de la Araucanía.


4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obras (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agiliza las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín N° 8.139-14), hasta las 12:00 horas del lunes 21 de enero, que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


5.- Autorizar a la Comisión de Economía a discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que modifica la ley      N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07). Asimismo, el indicado proyecto será conocido en su segundo informe sólo por esta Comisión.


6.- Remitir el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, respecto de los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas ubicados en las Regiones de Aysén y Magallanes (Boletín Nº 6.103-06) a la Comisión de Economía para su tratamiento.

_________


Posteriormente, el señor Presidente solicita a la Sala y al público en las tribunas guardar un minuto de silencio en memoria del matrimonio constituido por el señor Werner Luchsinger y la señora Vivian MacKay, asesinados en un atentado incendiario en la Región de La Araucanía.


La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


Acto seguido, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona y Pizarro, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, para adoptar condiciones más favorables al ejercicio del derecho al trabajo y la libertad personal de los empleados públicos, especialmente los que prestan servicios a contrata o a honorarios, la cual fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el señor Presidente saluda a la señora Alejandra Smith, concejal de Concepción, y a cinco concejales procedentes de la comuna de Niquén, invitados por el Honorable Senador señor Sabag, que nos acompañan en las tribunas.
_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento y de Agricultura, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Agricultura, señor Álvaro Cruzat. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, que tiene el Boletín N° 8.155-01.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 de junio de 2012 y cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Agricultura, unidas, las cuales dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Indica que las Comisiones unidas hacen presente que durante el análisis en particular de la iniciativa se consideraron, previa autorización de la Sala, otras indicaciones que presentó el Ejecutivo a los dos artículos que conforman este proyecto.


Destaca que, asimismo, realizaron diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales aprobaron por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.


Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Agricultura, unidas, en su segundo informe, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO 1°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 476 del Código Penal:


a) Sustitúyese, en el número 3°, la conjunción disyuntiva “o” por una coma (,), e intercálase entre la palabra “plantíos” y el punto aparte (.) la frase: “o formaciones xerofíticas de aquéllas definidas en la ley Nº 20.283.”. 


b) Agrégase el siguiente número 4º, nuevo.


“4°. Al que provoque un incendio que afectare gravemente las condiciones de vida animal o vegetal de un Área Silvestre Protegida.”.”. 

Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización:


a).- Sustitúyese su artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- El empleo del fuego, en contravención a las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos y siempre que de ello no se haya seguido incendio, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de once a cincuenta unidades tributarias mensuales.


El que rozare a fuego infringiendo las disposiciones legales y reglamentarias y a consecuencia de ello destruyere bosques, mieses, pastos, montes, cierros, plantíos o formaciones xerofíticas de aquéllas definidas en la ley Nº 20.283, ganado, construcciones u otros bienes pertenecientes a terceros o afectare gravemente el patrimonio forestal del país, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.


b).- Agréganse los siguientes artículos 22 bis y 22 ter, nuevos:


“Artículo 22 bis.- Se prohíbe encender fuego o la utilización de fuentes de calor en las Áreas Silvestres Protegidas en todos aquellos lugares no autorizados y señalizados por la autoridad a cuyo cargo se encuentre la administración de las mismas.


El incumplimiento de la prohibición referida en el inciso precedente hará incurrir a quien utilizare el fuego o cualquier fuente de calor en la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de once a cincuenta unidades tributarias mensuales. 


Artículo 22 ter.- El que por mera imprudencia o negligencia en el uso del fuego u otras fuentes de calor en zonas rurales o en terrenos urbanos o semiurbanos destinados al uso público, provocare incendio que cause daño en los bienes a que alude el inciso segundo del artículo 22, sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


Si el incendio se produjera en un Área Silvestre Protegida o se propagare a alguna de ellas, el responsable del uso del fuego u otras fuentes de calor en las zonas y terrenos a que alude el inciso anterior, sufrirá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes propuestas por las Comisiones unidas, las que son aprobadas por 26 votos a favor y una abstención.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Seguidamente, se considera la proposición de las Comisiones unidas, relativa al número 4°, contenido en la letra b) del artículo 1° del proyecto. 


Al respecto, a instancia de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), la Sala, unánimemente, acuerda acoger el número 4° propuesto, modificándolo de manera de aclarar que se aplica al que “fuera de los casos señalados en los números anteriores” provoque el incendio de que se trata.

- - -


Luego, se pone en votación, en lo pertinente, la modificación contenida en la letra a) del artículo 2° del proyecto, que es aprobada con la misma unanimidad precedente.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 476 del Código Penal:


a) Sustitúyese, en el número 3°, la conjunción disyuntiva “o” por una coma (,), e intercálase, a continuación de la palabra “plantíos”, la frase: “o formaciones xerofíticas de aquéllas definidas en la ley Nº 20.283”. 


b) Agrégase el siguiente número 4º, nuevo.


“4° Al que fuera de los casos señalados en los números anteriores provoque un incendio que afectare gravemente las condiciones de vida animal o vegetal de un Área Silvestre Protegida.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Bosques, cuyo texto se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, del año 1931:


a) Sustitúyese su artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- El empleo del fuego, en contravención a las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos, y siempre que de ello no se haya seguido incendio, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de once a cincuenta unidades tributarias mensuales.


El que rozare a fuego infringiendo las disposiciones legales y reglamentarias y a consecuencia de ello destruyere bosques, mieses, pastos, montes, cierros, plantíos o formaciones xerofíticas de aquéllas definidas en la ley Nº 20.283, ganado, construcciones u otros bienes pertenecientes a terceros o afectare gravemente el patrimonio forestal del país será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.


b) Agréganse los siguientes artículos 22 bis y 22 ter:


“Artículo 22 bis.- Se prohíbe encender fuego o la utilización de fuentes de calor en las Áreas Silvestres Protegidas en todos aquellos lugares no autorizados y señalizados por la autoridad a cuyo cargo se encuentre la administración de las mismas.


El incumplimiento de la prohibición referida en el inciso precedente hará incurrir a quien utilizare el fuego o cualquier fuente de calor en la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de once a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Artículo 22 ter.- El que por mera imprudencia o negligencia en el uso del fuego u otras fuentes de calor en zonas rurales o en terrenos urbanos o semiurbanos destinados al uso público, provocare incendio que cause daño en los bienes a que alude el inciso segundo del artículo 22, sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


Si el incendio se produjera en un Área Silvestre Protegida o se propagare a alguna de ellas, el responsable del uso del fuego u otras fuentes de calor en las zonas y terrenos a que alude el inciso anterior, sufrirá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales.”.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.563-07 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que el objetivo de la iniciativa es ajustar las normas sobre modernización de la institución y mejoramiento funcionario a la nueva política penitenciaria implementada por el Gobierno para lo cual se introducen modificaciones al Estatuto del Personal perteneciente a las plantas Primera y Segunda de Gendarmería de Chile y al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2011, del Ministerio de Justicia, que fija las normas para la promoción de cargos en las mencionadas plantas.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio).


Finalmente, hace presente que este proyecto de ley contiene una disposición que tiene el carácter de norma orgánica constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Sabag, Horvath, Tuma y Letelier, señora Alvear y señor García-Huidobro. Interviene, también, la señora Ministra de Justicia.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 34 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del número 2) del artículo 1° del proyecto. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro y señora Rincón.

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra la señora Ministra de Justicia.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 14 de enero de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Destaca que las Comisiones unidas efectuaron una serie de enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobaron por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente, momento en que se irán señalando en el orden del articulado del proyecto.


Informa que, por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en los mismos términos despachados por las Comisiones unidas.


Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de las Comisiones o existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los números 2, 3, 4, 7, 8 letras b), c) y f), 11, 12, 13, 17, 23, 24, 25 y 30 -todos del artículo 1°-; las recaídas en el artículo 2° y en los artículos transitorios segundo, tercero y cuarto, inciden en normas de quórum calificado.


Agrega que con el mismo quórum debe aprobarse en particular el número 22, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe y que también es una norma de quórum calificado.


Por otra parte, expresa que los números 6 y 19 del artículo 1°,    -aunque no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe- son normas orgánicas constitucionales.


Finalmente, señala que hay un sinnúmero de enmiendas que fueron aprobadas en votación dividida o por mayoría de votos, que se señalarán oportunamente.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, en su segundo informe, proponen efectuar diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, que se transcriben literalmente a continuación:

ARTÍCULO ÚNICO


Pasó a ser artículo 1º.

NÚMERO 1

ARTÍCULO 1º

Letra a)


Sustituir el inciso primero de la letra a), por el siguiente:


“Artículo 1º.- El Consejo Nacional de Televisión, en adelante “el Consejo”, es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19° de la Constitución Política de la Republica, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan, u operen a futuro, en el territorio nacional. Estará dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.

Letra b)


Agregar, en el inciso segundo propuesto, a continuación de “1975”, sustituyendo el punto (.), por una coma (,) la frase “y en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y en el Título VI de la presente ley.”.

Letra c)


Sustituir la letra c), por la siguiente:


“c) Reemplázase, el actual inciso segundo, por el siguiente


“Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.

Letra d)


Sustituir en el inciso tercero de la letra d), que pasó a ser inciso cuarto, las palabras “la familia” por “las familias”.


Agregar como inciso quinto, el siguiente:


“Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra estos mismos.”.


Reemplazar, en el inciso cuarto de la letra d), que pasó a ser sexto la oración: “se promuevan los derechos a que hace referencia el inciso anterior” por “se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores”.


Agregar, como inciso séptimo, el siguiente:


“De igual manera el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes Nos 17.336, 19.889 y 20.243.”.


En el inciso quinto de la letra d), que pasó a ser inciso octavo, suprimir las frases “a través de” y “a propender a”.

NÚMERO 2

ARTÍCULO 2º


2. En el artículo 2°:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese el literal a) del inciso primero, por el siguiente:


“a) Un consejero de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo y adecuado funcionamiento del Consejo, que se desempeñará como Presidente del mismo.”.”.


Contemplar como letra b), nueva, la siguiente:


“b) Sustitúyese el literal b) del inciso primero, por el siguiente:


“b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género.”.”.

Letra b)


Pasó a ser letra c), sin enmiendas.


Consultar como letra d), nueva, la siguiente:


“d) Sustitúyese en el inciso cuarto, la última oración, que dice “En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.”, por la siguiente: “En toda nueva proposición el Presidente deberá cautelar el pluralismo y la paridad de género en su integración.”. 


Consultar como letra e), nueva, la siguiente:


“e) Intercálese, en el inciso quinto, entre la palabra “proposición,” y “dentro”, la frase “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres,”. 

Letra c)


Pasó a ser letra f), reemplazada por la siguiente:


“f) Reemplázase, el inciso octavo, por el siguiente:


“Los Consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como: ser una persona que cuente con una reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de Establecimientos de Educción Media o Superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.”.

NÚMERO 3

ARTÍCULO 3º


Reemplazarlo, por el siguiente:


“3. Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Consejo tendrá un Secretario General, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio. Este profesional será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo, y tendrá las demás facultades y atribuciones que el Consejo le designe, siempre que no sean de carácter administrativo.


Asimismo, el Consejo tendrá un Secretario Ejecutivo, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio, y que tendrá las facultades y atribuciones a que hace referencia el artículo 14 ter de esta ley.”.”.

NÚMERO 4

ARTÍCULO 5º

Letra a)


Reemplazarla, por la siguiente:


“a) Sustitúyese el número 1 del inciso primero por el siguiente:


“1.- Voto conforme de siete de sus miembros en ejercicio para: designar y remover al Vicepresidente del Consejo; designar y remover al Secretario Ejecutivo del mismo; designar y remover al Secretario General del Consejo; declarar la caducidad de una concesión o decretar una suspensión de transmisiones; recabar de la Corte Suprema la declaración de existencia de alguna de las causales c), d) y e) contempladas en el artículo 10 de esta ley.”.”.

Letra b)


Reemplazarla, por la siguiente:


“b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “El Consejo no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes” por “El Consejo determinará el número de sesiones ordinarias mensuales que requiera, no pudiendo ser inferior a dos”.”.

NÚMERO 5

ARTÍCULO 8º


Reemplazar el número 5, por el siguiente:


“5. En el artículo 8º:


a) Sustitúyese el número 3 del inciso primero, por el siguiente:


“3.- Las personas que, a cualquier título, desempeñen funciones remuneradas en la Administración del Estado o en empresas en que el Estado tenga participación en su propiedad, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.”.”.


“b) Agréganse, los siguientes incisos finales:


“Durante su mandato y hasta seis meses después del cese de sus funciones, los consejeros estarán inhabilitados para ejercer un empleo en cualquier concesionaria de servicios de radiodifusión televisiva que pudiese verse beneficiada directamente por las resoluciones del Consejo.


Los miembros del Consejo y su planta directiva no podrán tener intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones o al negocio de la comunicación por cable, radio o que use del espectro electromagnético; o que de algún otro modo estén relacionados con éstas a través de acciones, bonos u otro. No obstante, si al momento de su nombramiento un miembro posee intereses en una de estas empresas o entidades, cuenta con un plazo de treinta días para regularizar su situación ante la ley.”.

NÚMERO 7

ARTÍCULO 11


Reemplazar el número 7, por el siguiente:


“7. Sustitúyense, en el artículo 11, las expresiones “tres” y “nueve” por “seis” y “veinticuatro”, respectivamente.


Trasladar los incisos finales que se agregan al artículo 11, como incisos tercero y segundo del artículo 8º, con enmiendas.

NÚMERO 8

ARTÍCULO 12

Letra a)


Reemplazarla, por la siguiente:


“a) Sustitúyense el primer y segundo párrafos de su letra b), por los siguientes:


“b) Promover, financiar o subsidiar la producción, los costos de transmisión o la difusión de programas de alto nivel cultural, de interés nacional, regional, local o comunitario; de contenido educativo; que propendan a la difusión de los valores cívicos y democráticos; o, que promuevan la diversidad en los contenidos televisivos y reflejen la conformación plural de la sociedad, así calificados por el mismo Consejo, sin perjuicio que para el financiamiento o subsidio de la programación cultural, deberá ser escuchado, en forma previa, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Anualmente, la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios, de acuerdo con lo establecido en la letra a) del artículo 32 de esta ley.


Estos recursos deberán ser asignados por el Consejo, previo concurso público en el que podrán participar concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y productores independientes. En el caso de asignaciones a productores independientes, antes de la entrega de los recursos, el productor beneficiado deberá, dentro de los 60 días siguientes a la resolución del concurso, acreditar que la transmisión del respectivo programa en las condiciones de horario y niveles de audiencia preceptuados en las bases está garantizada por una concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o permisionario de servicios limitados de televisión en los casos y formas previstos en dichas bases. Vencido dicho plazo sin que se acredite esta circunstancia, la asignación beneficiará al programa que haya obtenido el segundo lugar en el concurso público respectivo. Para estos efectos, el Consejo, al resolver el concurso, deberá dejar establecido el orden de preferencia.


El Consejo Nacional de Televisión deberá establecer un sistema escalonado de beneficios, de manera de favorecer especialmente la difusión de la programación de concesionarios regionales, locales, y locales de carácter comunitario.


El Consejo Nacional de Televisión deberá siempre velar por el cumplimiento de la ley Nº 20.422 y su reglamento. En el caso que se emitan programas de acuerdo con el párrafo primero de esta letra b) los concesionarios y permisionarios deberán siempre incluir el correspondiente subtitulado oculto para ser visualizado especialmente por personas con discapacidad auditiva.


Las bases del concurso deberán contemplar las garantías que aseguren el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el adjudicatario definitivo.”.”.

Letra b)


Reemplazarla, por la siguiente:


“b) Sustitúyese la letra c), por la siguiente:


“c) Realizar, fomentar y encargar estudios en todos los ámbitos relativos a sus funciones y atribuciones. Especialmente, el Consejo deberá considerar estudios sobre la programación transmitida, tanto a nivel nacional como regional, en ámbitos vinculados a la cultura, educación, medioambiente y demás materias de interés general y sus efectos sobre la formación de los niños, jóvenes y adultos. Asimismo, el Consejo podrá solicitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones estudios relativos a la cobertura en una o más zonas de servicio. Los estudios que se encarguen serán públicos y deberán ser objeto de licitación pública o concurso público, según corresponda. Los estudios que se encarguen a terceros deberán ser objeto de licitación pública.”.

Letra c), nueva


Consultar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase en la letra d), el siguiente párrafo nuevo:


“Cuando dicha información se refiera a materias societarias y financieras las entidades concesionarias de servicios de televisión, cualquiera sea su estatuto jurídico, deberán proporcionar al Consejo las mismas informaciones, que una sociedad anónima abierta debe proporcionar a la Superintendencia de Valores y Seguros, debiendo el Consejo observar las mismas obligaciones y limitaciones en relación a la difusión pública de las informaciones recibidas.”.”.

Letra c)


Pasó a ser letra d), sustituida por la siguiente:


“d) Sustitúyese la letra j), por la siguiente:


“j) Establecer su reglamento interno de funcionamiento.


En este reglamento el Consejo deberá contemplar la organización y funcionamiento de comités asesores en materia de televisión, en los cuales podrá dar participación a representantes de los Ministerios de Educación, de Transportes y Telecomunicaciones y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes; de los concesionarios u operadores de televisión; de organizaciones de padres de familia; de organizaciones de educadores y de organizaciones de salud y entidades dedicadas a la actividad cultural en todas o cualesquiera de sus manifestaciones. Igualmente, el Consejo podrá llamar a integrar los comités aquí señalados a aquellas personas o entidades que considere conveniente, por los aportes que puedan proporcionar al desarrollo y correcto funcionamiento de la televisión como medio de comunicación social. Ningún miembro del Consejo podrá formar parte de comités asesores de televisión.


Los comités asesores tendrán por objeto evacuar los informes que el Consejo Nacional de Televisión les solicite sobre las materias que les indique o aquellas que considere convenientes para el mejor cumplimiento de los objetivos de esta ley. Con todo, dichos informes no podrán referirse a materias relacionadas con el ejercicio de las facultades sancionadoras del Consejo ni al otorgamiento o término de concesiones excepto en el caso de que se trate de concesiones de carácter comunitario, en que el Consejo deberá formar comités asesores que escucharán, mediante audiencias públicas, a las organizaciones sociales que así lo requieran para la elaboración del correspondiente informe.”.”.

Letra d)


Pasó a ser letra e), sin enmiendas.

Letra e)


Pasó a ser letra f), sustituida por la siguiente:


“f) Reemplázase la letra l) por la siguiente:


“l) Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio, se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica.


El Consejo dictará las normas generales para sancionar la transmisión de programas que contengan violencia excesiva, truculencia, pornografía o participación de niños o adolescentes en actos reñidos con la moral o las buenas costumbres. Asimismo, el Consejo deberá dictar las normas generales destinadas a impedir que los menores se vean expuestos a programación y publicidad que pueda dañar seriamente su salud y su desarrollo físico y mental.


Se considerará como circunstancia agravante el hecho que la infracción se cometa en horas de transmisión a las que normalmente tenga acceso la población infantil.


Tales normas podrán incluir la designación de horarios sólo dentro de los cuales se podrá exhibir programación no apta para menores de edad la que estará, en todo caso, precedida de una advertencia visual y acústica o identificada mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración.


El incumplimiento de lo dispuesto en los incisos precedentes será sancionado de acuerdo a lo establecido en el número 2 del artículo 33 de esta ley.


Las normas que dicte el Consejo y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial y regirán desde la fecha de su publicación.”.

Letra f)


Pasó a ser letra g), sustituida por la siguiente:


“g) Agrégase la siguiente letra m):


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público. 


Se entenderá por campaña de interés público a aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley Nº 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de 15 días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de 60 segundos por cada emisión, y hasta completar 21 minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional.


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”.

NÚMERO 9

ARTÍCULO 13


Reemplazarlo por el siguiente:


“9. Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13°.- El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de 18 años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación que sea catalogada por el Consejo como inapropiada para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios, c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente. 


Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarios de servicios limitados de televisión, serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite. 


Se prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


A los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, se les prohíbe el uso de sistemas de medición de audiencia en línea.


Se entenderá por sistema de medición de audiencia en línea, todo aquel sistema que entregue información de audiencia antes de seis horas de haberse terminado la emisión del programa sujeto a medición. La contravención a esta norma impondrá las sanciones contempladas en el artículo 33 de esta ley.


El Consejo no tendrá atribuciones para intervenir en los otros servicios de telecomunicaciones que sea factible prestar a través de las redes de los concesionarios, sin perjuicio de las atribuciones que le competen para velar por el correcto funcionamiento de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.”.

NÚMERO 10

ARTÍCULO 13 BIS


Eliminarlo.


Consultar como Nº 11, nuevo, el siguiente:

NÚMERO 11, NUEVO

ARTÍCULO 14


“11. Sustitúyese el artículo 14, por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier señal de televisión de libre recepción y de permisionarios de servicios limitados de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo, cualquiera sea la plataforma tecnológica por la que ésta se transmita.”.”.

NÚMERO 11


Pasó a ser Nº 12.

ARTÍCULO 14 bis


Reemplazar este numeral, que contiene el artículo 14 bis y sus letras, por el siguiente:


“12. Sustitúyese, el artículo 14 bis por el siguiente:


“Artículo 14 bis.- El Presidente del Consejo Nacional de Televisión dirigirá la Institución y, como tal, tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Presidir las sesiones del Consejo.


b) Ordenar las citaciones a sesiones ordinarias o extraordinarias del Consejo y conformar la tabla de asuntos a tratar, con la colaboración del Secretario General y oyendo al Secretario Ejecutivo.


c) Hacer cumplir los acuerdos del Consejo en la forma señalada en el Reglamento, como asimismo, las sanciones que aquél determine aplicar.


d) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten.


e) Delegar en todo o en parte sus funciones administrativas en el Secretario Ejecutivo.


f) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo con las instrucciones que le imparta el Consejo.


g) Planificar, dirigir, organizar, coordinar y supervigilar el funcionamiento administrativo del Servicio, pudiendo delegar, en todo o en parte, estas funciones en el Secretario Ejecutivo.


h) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo Nacional de Televisión, pudiendo delegar en todo o en casos específicos esta función en el Secretario Ejecutivo.


i) Efectuar el nombramiento y la remoción de los funcionarios que se desempeñen en los cargos de planta y a contrata del Consejo, en conformidad a las disposiciones legales que sean aplicables a su personal, y pronunciarse respecto de las causales de expiración de funciones que puedan afectar a ese personal, de acuerdo con esas mismas disposiciones.”.”.


Consultar como Nº 13, nuevo, el siguiente:

NÚMERO 13, NUEVO

ARTÍCULO 14 TER


“13. Agrégase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:


“Artículo 14 ter.- El Secretario Ejecutivo asistirá a las sesiones del Consejo con derecho a voz.


Le corresponderá especialmente:


a) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo a la delegación de funciones y atribuciones que le hubiese otorgado el Presidente del Consejo.


b) Las demás facultades y atribuciones que el Presidente le delegue para la mejor dirección de la Institución.


c) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten, de acuerdo a la delegación de funciones que al efecto hubiese realizado el Presidente.”.”.

NÚMERO 12


Pasó a ser Nº 14.

ARTÍCULO 15


Reemplazarlo por el siguiente:


14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17, sólo se otorgarán a personas jurídicas, cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años, y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán, cinco años.


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50.


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión; o representar o actuar en nombre de la concesionaria; ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión.


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación conlleva la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que es su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido sancionado por infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad de la misma. Se considerará que ha cometido infracciones reiteradas, aquella concesionaria que en diez años o más, durante la vigencia de la concesión original o de su respectiva renovación, le hubieren sido aplicadas un número de sanciones de amonestación, multa o suspensión de transmisiones que excediere en más de un 50% al promedio anual de dichas sanciones aplicadas a la totalidad de las concesionarias en los años respectivos. Dentro el mes de enero de cada año, el Consejo publicará una estadística con el promedio de las sanciones a las concesionarias del país, cuya resolución haya quedado afirme en el año inmediatamente anterior, haciéndose mención de aquellas concesionarias que excedan el promedio de sanciones en el porcentaje señalado.


Asimismo, dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme con el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme con los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva, se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros, que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso, deberán cumplir con todos los requisitos legales y los que el Consejo establezca para asegurar su correcto funcionamiento. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


El procedimiento establecido en el inciso precedente, se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que:


a) Se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


b) Se trate de concesionarios de servicios intermedios de infraestructura que únicamente provean medios de transmisión a otros concesionarios. La capacidad de transmisión de estas nuevas concesiones constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de 10 años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al artículo 33, Nº 4, de esta ley.


Asimismo, tampoco podrá otorgarse la concesión al solicitante que hubiese sido condenado de manera reiterada  por sentencia de término que se encuentre ejecutoriada en virtud de la ley 20.243 durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación y mantenga pendiente el cumplimiento de las sentencias.”.

NÚMERO 13


Pasó a ser Nº 15.

ARTÍCULO 15 TER

ARTÍCULO 15 QUÁTER


Sustituirlo por el siguiente:


“15. Agréganse los siguientes artículos 15 ter y 15 quáter:


“Artículo 15 ter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características:


a) Nacionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia, en más del 50% de las regiones del país.


b) Regionales: aquellos que sean titulares de concesiones que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en una o más regiones, pero en no más del 50 % de las regiones del país. En caso de presencia en sólo una región, dichas concesiones deberán comprender un alcance efectivo igual o superior al 25% de la población o una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región.


c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que consideradas en su conjunto contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población o con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidistas ni las entidades religiosas regidas por la ley 19.638.


Las concesiones locales de carácter comunitario serán indelegables y se prohíbe su transferencia, venta o cualquier forma de cesión directa o indirecta.


Para efectos de la conformación de un concesionario de servicio de radiodifusión televisiva, se considerará como tal al titular de las concesiones respectivas o a los que se encuentren comprendidos en un mismo grupo empresarial, conforme lo define el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Un concesionario será considerado de cobertura nacional o regional si es que en la primera solicitud de concesión que efectúe, declara que ella conformará, dentro de un plazo que no excederá de los cinco años, un proyecto nacional o regional, según sea el caso, aunque las condiciones de presencia, cobertura o alcance efectivo que se establecen en este artículo no se satisfagan con la primera concesión solicitada. En caso que un concesionario no cumpla con las coberturas declaradas en su primera solicitud dentro del plazo antes señalado, perderá su carácter de nacional o regional, según sea el caso, ante lo cual deberá adecuar su concesión a alguna de las categorías señaladas en este artículo.”.


Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos 4 canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión, no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso, será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.

NÚMERO 14


Pasó a ser Nº 16.

ARTÍCULO 16


Reemplázase el Nº 14, que pasó a ser 16, por el siguiente:


“16.- Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente  en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la Ley General de Telecomunicaciones y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”.”.


Consultar como N°s 17 y 18, nuevos, los siguientes:

NÚMERO 17, NUEVO

ARTÍCULO 17


17. Agrégase el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- La radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


Para estos efectos, se entenderá como medios de terceros aquella infraestructura, instalaciones y redes destinadas a satisfacer las necesidades de transmisión de los concesionarios de radiodifusión televisiva digital, que no sean de propiedad de estos últimos ni del grupo empresarial del cual formen parte, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


El titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital, que ejerza su derecho a transmitir utilizando medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en virtud de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una a varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


Será requisito esencial para aquellos concesionarios de carácter nacional, el que transmitan su señal principal con una calidad de alta definición, la que deberá cumplir con los estándares definidos por el Plan de Radiodifusión Televisiva y su normativa complementaria.


En todo caso, los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.


Los eventos deportivos de interés nacional, entendiendo por tales aquellos de carácter oficial, que por su relevancia se celebren con periodicidad y en los que intervengan selecciones nacionales del país, en el evento de ser transmitidos, deberá ello hacerse por televisión de libre recepción.


Asimismo, aquellas señales aptas para ser recibidas por equipos o dispositivos móviles, técnicamente denominada “one seg”, deberán ser siempre de libre recepción.


Los concesionarios de radiodifusión televisiva digital que cuenten con medios radioeléctricos propios para transmitir sus señales televisivas, deberán cumplir con las reglas especiales que se señalan en los siguientes literales:


a) Los concesionarios que cuenten con los medios radioeléctricos necesarios para la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital, deberán ofrecer el remanente no utilizado de su capacidad de transmisión, mediante ofertas públicas y no discriminatorias, a cualquier concesionario de radiodifusión televisiva de libre recepción.


b) Para estos efectos se debe adjuntar un proyecto técnico a la solicitud de concesión, que deberá contener un estudio especial que dé cuenta de cómo se garantizará el uso efectivo del espectro radioeléctrico asignado por la concesión. Para cumplir con esta obligación, el concesionario se sujetará a la obligación de la letra a) de este artículo, en relación con el excedente de capacidad de transmisión que se destine a ser otorgada a concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá los parámetros fundamentales de eficiencia espectral para estos servicios.”.

NÚMERO 18, NUEVO

ARTÍCULO 18


18. Intercálanse en el artículo 18, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser inciso cuarto.


“Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento, sólo podrán otorgarse si se acredita previamente que en su país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones en similares condiciones a las que estarían sujetos los solicitantes, de obtener la concesión. La infracción a lo dispuesto significará la caducidad de la concesión.


No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.

NÚMERO 15


Pasó a ser Nº 19, sin enmiendas.

NÚMERO 16


Pasó a ser Nº 20.

ARTÍCULO 22


Reemplazarlo por el siguiente:


“20. Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán someter al Consejo Nacional de Televisión, una solicitud que contendrá  los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros. 


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita, 


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta ley;


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que de cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley 20.123. 


f) Declaración Jurada del solicitante donde se estipule que no ha sido condenado en virtud de las leyes N° 17.336, N° 19.889 y N° 20.243, y que no ha sido condenado en virtud de ellas durante los últimos 3 años calendario inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud, ni mantiene pendiente el cumplimiento de dichas sentencias.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.

NÚMERO 17


Pasó a ser Nº 21.

ARTÍCULO 23


Reemplazar la letra a), por la siguiente: 


“a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 23.- En caso de tratarse de concesionarios con medios propios, el Consejo remitirá a la Subsecretaría de Telecomunicaciones copia de la solicitud o solicitudes que se hayan presentado y del proyecto técnico acompañado en cada caso, a objeto de que este organismo emita un informe respecto de cada solicitud, considerando el cumplimiento de los requisitos formales y técnicos de carácter legal y reglamentario. En caso de existir dos o más solicitudes, deberá establecer, en forma separada y fundamentada, si alguna de ellas garantiza las mejores condiciones técnicas de transmisión, o, de ser el caso, si más de una solicitud, conforme con los rangos establecidos en las bases del concurso, garantizan de manera equivalente tales condiciones, en cuyo caso el concurso se resolverá por sorteo público, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. El o los informes tendrán el valor de prueba pericial. La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá informar en el plazo de 30 días contado desde la fecha de recepción del oficio por el cual se le solicita informe. El concurso sólo podrá declarase desierto, si es que ninguna de las postulaciones cumple sus requisitos formales y técnicos.”.

NÚMERO 18


Pasó a ser Nº 22, sin enmiendas.

NÚMERO 19


Pasó a ser Nº 23.

ARTÍCULO 27

Letra b)


Reemplazar la letra b), por la siguiente:


b) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“Si la reclamación es de oposición a la asignación, el Presidente del Consejo dará traslado de ella al asignatario, por el plazo de 10 días hábiles. Simultáneamente, solicitará de la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe acerca de los hechos y opiniones de carácter técnico en que se funda el reclamo. La Subsecretaría deberá evacuar el informe dentro de los 30 días siguientes a la recepción del oficio en que se le haya solicitado, el que tendrá valor de prueba pericial.


Vencido el plazo para el traslado, con o sin la respuesta del asignatario, el Presidente del Consejo, de haber hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación a prueba, la que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil. Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Presidente del Consejo citará a sesión especial para que éste se pronuncie sobre la reclamación. Igual procedimiento se aplicará si la reclamación no se hubiese recibido a prueba. El Consejo deberá resolver dentro de los 15 días hábiles siguientes de vencido el término probatorio.”.”.

Letra d)


Reemplazar la letra d), por la siguiente:


d) Elimínase en su inciso séptimo, la expresión “Presidente del” y la frase “en Santiago”.

NÚMERO 20


Pasó a ser Nº 24.

ARTÍCULO 30


24. En el artículo 30:


Reemplázase la letra a), por la siguiente:


“a) Sustutúyese su inciso primero, por el siguiente:


Artículo 30°.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Esta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado, a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos, o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.”.


Reemplázase en la letra b), el inciso segundo propuesto, por el siguiente:


b) Intercálase un inciso segundo, del siguiente tenor, pasando el actual a ser tercero:


“Para los efectos del inciso precedente, el Consejo podrá requerir en lo que corresponda la información a que se refiere el inciso segundo del artículo 22.”.

NÚMERO 21


Elimínase.

ARTÍCULO 31 A


Pasó a ser artículo 17, con enmiendas. 

NÚMERO 22


Pasó a ser Nº 25.

ARTÍCULO 33


25. En el artículo 33:


Reemplazar la letra a), por la siguiente:


“a) Sustitúyese el Nº 2, por el siguiente:


“2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.”.


Consultar la siguiente letra c), nueva:


“c) Reemplázase, en la letra b) del Nº 4, la referencia “incisos primero y segundo” por “incisos primero y final” y en el Nº 3 de la letra d), suprímese la expresión “inciso final del”.


Reemplazar la letra d) por la siguiente:


“e) Sustitúyese su inciso final, por el siguiente:


“Las permisionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley, la letra l) de su artículo 12, en el artículo 14 y en el inciso segundo del artículo 15 quáter.”.


Consultar como Nº 26, nuevo, el siguiente:

NÚMERO 26, NUEVO

ARTÍCULO 40 BIS


26. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 40 bis, la frase “en el inciso final del artículo 1º y en los incisos segundo y tercero del artículo 12” por “en el artículo 1º y en la letra l) del artículo 12”.

NÚMERO 23


Pasó a ser Nº 27.

ARTÍCULO 43


Reemplazar el Nº 23, que pasó a ser Nº 27, por el siguiente:


“27.-En el artículo 43: 


a) Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:


Artículo 43°.- Los concesionarios de servicios de televisión que utilicen medios radioeléctricos propios tendrán derecho a las servidumbres que sean necesarias para operar y mantener sus estaciones.”.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, sustituyendo el punto (.) por una coma (,) la siguiente frase: “General de Telecomunicaciones, que fue modificada por la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas.”.


Consultar, como Nº 28, nuevo, el siguiente:


28. Reemplázase el artículo 46, por el siguiente:


“Artículo 46.- La responsabilidad de los concesionarios de servicios de televisión por las transmisiones que por intermedio de ellos se efectúen, es indelegable. Toda disposición contractual en contrario se tendrá por no escrita. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de contratos de transmisión de contenidos pertenecientes a concesionarios con medios de terceros, se entenderá que la responsabilidad por la transmisión corresponderá al concesionario que los emite y no al titular de la concesión que las transporta.”.


Intercalar como Nº 29, nuevo, el siguiente:

“NÚMERO 29, NUEVO

ARTÍCULO 47


“29. En el artículo 47:


a) Agréguese el siguiente número 1, nuevo, pasando sus N°s 1, 2 y 3, a ser 2, 3 y 4, respectivamente. 


“1.- Intercálese, en el artículo 2º, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:


“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.”.


b) Incorpórese, como Nº 5, nuevo, el siguiente:


“5. En el artículo 28 D:


a) Agréguense los siguientes párrafos segundo y tercero en la letra c):


“Podrán subsidiarse las inversiones en sistemas de transmisión e infraestructura para promover el aumento de cobertura de radiodifusión televisiva digital de libre recepción y servicios de acceso a Internet, de preferencia en forma simultánea en lugares rurales, insulares o aislados.


Dichos subsidios deberán emplearse preferentemente a financiar las inversiones de concesionarios que deben ofrecer capacidad de transmisión a otros concesionarios, que provean servicios de acceso a Internet y servicios de radiodifusión televisiva digital de libre recepción, en particular, concesionarios con medios de terceros de carácter regional, local y local comunitario.”


b) Agréguese el siguiente inciso final:


“Todo subsidio o financiamiento previsto en el presente artículo deberá considerar, además, la convergencia tecnológica de los medios respecto de los cuales se asignan.”.

NÚMERO 24


Pasó a ser Nº 30.

ARTÍCULO 50


Reemplazarlo por el siguiente:


“30. Agrégase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá asignar las frecuencias necesarias para la transición de las concesiones de radiodifusión televisiva analógicas a la tecnología digital. Asimismo, deberá reservar frecuencias necesarias para las futuras concesiones de radiodifusión televisiva.


El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales a aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo califique como culturales o educativas por resolución. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de 7 de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero en este último caso, no podrá hacerlo a menos de un 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de 7 de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento, deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destinará para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.”.”.

ARTÍCULO 2º, NUEVO


Consultar, como artículo 2º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 2º.- Intercálase en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO


Reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo Primero.- Los concesionarios que fuesen titulares de concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de la entrada en vigencia de esta ley, podrán mantener dichas concesiones en la referida banda, quedando en tal caso habilitados para transmitir una sola señal en tecnología analógica, en los términos y condiciones establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo.”.

ARTÍCULO SEGUNDO


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo Segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, podrán solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley con excepción de lo señalado en el artículo tercero transitorio. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, y que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en más del 50% de las regiones del país al momento de entrada en vigencia de la presente ley, o que las obtengan en virtud de concursos llamados con anterioridad al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de tres años, a contar de tal fecha, para lograr una cobertura digital de al menos un 85% de las concesiones que detenten. 


Las concesionarias a que se refiere el inciso anterior deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de su zona de servicio en el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Por su parte, las concesionarias de carácter regional, local y local de carácter comunitario, deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de las concesiones que detenten en el plazo de cinco años desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Durante este período de cinco años o tres años, según corresponda, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del nuevo medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. 


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, los operadores que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar las coberturas señaladas en zonas geográficamente aisladas de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción. Para estos efectos, la Subsecretaría de Telecomunicaciones fijará en el Plan de Radiodifusión Televisiva la normativa técnica correspondiente. En caso de implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, los receptores deberán estar habilitados para recibir el 100% de las señales de las concesionarias que tengan cobertura nacional y que opten por usar esta solución complementaria.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme con el artículo 33° N°4 de la ley Nº 18.838, y se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la presente ley.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el inciso quinto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en el decreto que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.”.

ARTÍCULO TERCERO


 Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo Tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada y se otorgará de manera directa por el Consejo previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante decreto supremo, a solicitud del interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso quinto del artículo 15 de la ley Nº 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contado desde la publicación del Plan de Radiodifusión Televisiva para  efectos de optar a la nueva concesión en las condiciones señaladas en el inciso anterior.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente, existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.”.

ARTÍCULO CUARTO


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo Cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario.”.

ARTÍCULO SEXTO


Suprimirlo.


Consultar, como artículo sexto, nuevo, el siguiente:


“Artículo Sexto.- Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso quinto del artículo 15° de la ley N° 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el artículo 15 de la presente ley.


El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de 30 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas  y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.


Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicarán íntegramente lo dispuesto en el inciso octavo del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

ARTÍCULO SÉPTIMO


Suprimirlo.

ARTÍCULO OCTAVO


Suprimirlo.

- - -


Por su parte la Comisión de Hacienda -como ya se dijo- propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.

- - -


En primer término, el señor Presidente pone en votación las modificaciones relativas a las letras a), b) y c) del número 1 del artículo 1° del proyecto, las que son aprobadas por 26 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto a favor los Honorables Senadores señora Rincón y señores Letelier, Gómez y Navarro.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el texto contenido en la letra d) -respecto al inciso tercero que pasaría a ser cuarto- del número 1 del artículo 1° del proyecto aprobado en general, asunto para el cual se ha pedido votación separada, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Novoa, Chahuán, Rossi, Letelier y Girardi, señora Alvear y señores Pizarro, Larraín Fernández, Zaldívar, Navarro, Cantero, Larraín Peña y Coloma.


Cerrado el debate y puesto en votación en particular el referido texto, es aprobado por 33 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


A continuación, se pone en votación la modificación relativa a la letra d) propuesta por las Comisiones unidas -respecto del aludido inciso-, y se produce el siguiente resultado: 17 votos a favor y 14 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar la modificación propuesta, por lo que corresponde darla por rechazada.


Seguidamente, el señor Presidente la da por rechazada.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín Fernández efectúa una precisión acerca del alcance de dicho rechazo.

- - -


Sobre temas reglamentarios, intervienen los Honorables Senadores señores Gómez y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que otorgue a don Vicente Bianchi Alarcón un Premio de Honor por su trayectoria musical, que le confiera los mismos galardones y pensiones asignados a los Premios Nacionales por el artículo

3° de la ley N° 19.169


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.538-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que pocas figuras artísticas nacionales han tenido la trayectoria que puede exhibir como compositor, director e intérprete el maestro Vicente Bianchi Alarcón, quien, por más de setenta años, ha sido protagonista de los más importantes eventos musicales realizados en el país y cuya obra es conocida en el exterior como expresión de la chilenidad. Ha escrito composiciones populares y selectas y la conocida Misa a la Chilena, con que se identifica al país en celebraciones litúrgicas, es de su autoría. Ha estimulado la música coral, siendo fundador del Coro Santa Marta, que por muchos años animó musicalmente el Te-Deum Ecuménico que se celebra en Santiago en conmemoración de las Fiestas Patrias. Ha sido autor de la banda sonora de algunas de las producciones inaugurales de la cinematografía chilena. En suma, el señor Vicente Bianchi es un valor del cual Chile se siente orgulloso;

2. Que uno de los aspectos más relevantes de su biografía artística lo constituye haber puesto su conocimiento del teclado y el pentagrama a la divulgación de la obra de Pablo Neruda, la más alta voz de la poesía surgida en Chile. Con la música que aportó el maestro Bianchi, los versos de Neruda se metieron en el corazón popular y, de paso, destacaron la significación de O’Higgins, los hermanos Carrera y Manuel Rodríguez en la historia chilena, cuya generosa entrega dio lugar a una patria libre;

3. Que siendo los artistas identificados con la sensibilidad popular los que vertebran a las sociedades, éstas les reconocen en vida sus méritos, otorgándoles distinciones y tratos condignos de la entrega que han hecho de sus dones;

4. Que el señor Vicente Bianchi ha recibido diversas distinciones, especialmente de organizaciones sociales, municipales y del propio Estado pero, hasta ahora, le ha sido negado el Premio Nacional de Artes Musicales que sobradamente merece y por el cual han instado reiterativamente numerosas personalidades. El señor Bianchi cumple los requisitos establecidos en la ley N° 19.169, que establece normas sobre otorgamientos de Premios Nacionales, respecto de las Artes Musicales, en cuanto se trata de una persona que se ha distinguido por sus logros en dicha área artística y, concretamente, en cada uno de los ámbitos que establecía el decreto supremo N° 3.160, de 1979 como significativos para alcanzar la distinción mencionada, cuando ella se denominaba Premio Nacional de Arte;

5. Que se ha impuesto la tradición oral, que carece de atestado legal o reglamentario, de hacer recaer el premio de que se trata en autores o intérpretes de lo que se denomina música selecta, docta o culta, con la sola excepción producida en el año 1994 respecto de la folklorista señora Margot Loyola. Se trata, por cierto, de músicos respetables que han cumplido una meritoria tarea pedagógica, especialmente en el Conservatorio Nacional de Música de la Universidad de Chile, sin embargo, ellos representan sólo un segmento del arte musical chileno, y

6. Que el señor Vicente Bianchi cuenta en la actualidad con 92 años de edad y es evidente que existe una deuda que merece satisfacerse en vida.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que otorgue al señor Vicente Bianchi Alarcón un Premio de Honor por su trayectoria musical, que le confiera los mismos galardones y pensiones asignados a los Premios Nacionales de conformidad a las normas de la ley N° 19.169.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Cantero, Gómez, Horvath Muñoz Aburto, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que reconozca como contrato colectivo vinculante al “Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y la Mesa del Sector Público CUT Chile y organizaciones sindicales del Sector Público 2012”; asimismo, se acate íntegramente el señalado Protocolo y se reintegre a

los trabajadores públicos desvinculados


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.544-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que todos los años el tema del reajuste de remuneraciones del sector público -que se fija mediante una ley que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y que aprueba el Congreso Nacional- es fuente de discusión, debate y conflicto entre el Estado y los trabajadores de dicho sector; 

2. Que el año 2012, inicialmente, tal conflicto no se produjo pues, con fecha 27 de noviembre, se suscribió un “Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y la Mesa del Sector Público CUT Chile y Organizaciones Sindicales del Sector Público 2012”, al que concurrieron catorce gremios de trabajadores de dicho ámbito, el señor Ministro de Hacienda y la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social;

3. Que este Protocolo de Acuerdo contempló un reajuste pactado de 5%, bonos, aguinaldos, cláusulas que garantizan la estabilidad laboral de los funcionarios a contrata y el funcionamiento de Mesas de Trabajo permanentes sobre distintos temas de interés para los trabajadores;

4. Que los parlamentarios de ambas Cámaras votaron a favor del reajuste del 5% para los funcionarios públicos, dado que los propios trabajadores avalaron el mencionado Protocolo de Acuerdo, en una negociación soberana de sus intereses, la que fue respetada plenamente;

5. Que el punto 2 del mencionado Protocolo de Acuerdo dispone que: “Las eventuales no renovaciones de las contratas deberán entenderse en forma restrictiva y limitada a los casos debidamente fundados y acreditables sobre la base de que concurran criterios objetivos que impidan arbitrariedades en el ejercicio de las facultades correspondientes. Para ello, las decisiones de los Jefes de Servicio deberán estar alineadas con criterios básicos aplicables a todos los servicios públicos. En este sentido, los criterios que se recomendarán para la renovación deberán basarse en una evaluación de desempeño del funcionario, o en la continuidad de los planes o programas para los cuales presta servicio, o de acuerdo a los procesos de modernización de los servicios públicos.”;

6. Que, no obstante, se han producido despidos masivos de funcionarios a contrata, cuyo número asciende a poco más de 500 trabajadores públicos, a sólo días de la suscripción del mencionado Protocolo de Acuerdo. Esto último fue implementado en el oficio circular N° 44, de 28 de noviembre de 2012, a los Jefes de Servicio en donde se instruye su cumplimiento, en donde se establecen las reconsideraciones;

7. Que los referidos despidos masivos se han cometido en flagrante infracción de este Protocolo de Acuerdo, pues las desvinculaciones se han producido respecto de trabajadores en Lista 1 de calificación de desempeño, que prestan servicios en planes y programas continuos o esenciales, y que no pertenecen a servicios en proceso de modernización;

8. Que, políticamente, la infracción del señalado Protocolo de Acuerdo recuerda el compromiso presidencial, formal y por escrito, en orden a no despedir funcionarios públicos durante su gobierno, sin fundamento atendible;

9. Que, asimismo, la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación (ANDIME) y la Asociación Nacional de Funcionarios de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (ANFUCO) han emprendido huelgas nacionales y regionales en legítima defensa de sus derechos, sumado a la posibilidad de nuevas paralizaciones y acciones gremiales;

10. Que, a mayor abundamiento, el artículo 7 del Convenio 151 de la OIT, sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública, suscrito por Chile, aprobado por ambas Cámaras del Congreso Nacional y ratificado el 17 de julio del año 2000, dispone: “Deberán adoptarse, de ser necesario, medidas adecuadas a las condiciones nacionales para estimular y fomentar el pleno desarrollo y utilización de procedimientos de negociación entre las autoridades públicas competentes y las organizaciones de empleados públicos acerca de las condiciones de empleo, o de cualesquiera otros métodos que permitan a los representantes de los empleados públicos participar en la determinación de dichas condiciones.”;

11. Que la norma citada es autoejecutable y, por ende, el Protocolo de Acuerdo es una “negociación colectiva” de los trabajadores y funcionarlos públicos, de carácter vinculante para el Gobierno y los Jefes de Servicios;

12. Que, además, en virtud de los principios de buena fe, del acto propio, de la autonomía de la voluntad, de la regulación legal de los derechos laborales y de no regresividad de los derechos económicos, sociales y culturales, el acuerdo en referencia es vinculante y obliga a todos los órganos de la Administración del Estado, no siendo lícito que éste sea desechado por los Jefes de Servicios sin incurrir en responsabilidad administrativa;

13. Que las normas laborales y los acuerdos en estas materias tienen por finalidad mantener la paz social, siendo de justicia respetar la negociación colectiva mencionada y evitar que el conflicto y las paralizaciones se incrementen, y

14. Más grave aún es la situación en el Ministerio de Educación donde, sin fundamento alguno, funcionarios de origen aymara en Iquique y Arica han sido despedidos en una clara vulneración además del Convenio 169 de la OIT, sobre no discriminación a las etnias originarias. En esta misma repartición fue despedida una funcionaria al término de su fuero maternal, bajo la excusa de no cumplir con el perfil para el cargo, en una abierta discriminación en razón de la maternidad, entregando la señal de que el estado de embarazo genera el riesgo de despido. 


El Senado acuerda:


1. Reconocer la naturaleza jurídica de contrato colectivo vinculante para las partes (Gobierno y trabajadores del sector público) al mencionado “Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y la Mesa del Sector Público CUT Chile y Organizaciones Sindicales del Sector Público 2012”, al amparo de los principios de autonomía de la voluntad, de buena fe, del acto propio, de no regresividad de los derechos sociales, de regulación legal y del artículo 7 del Convenio 151 de la OIT, una de las normas autoejecutables de dicho Convenio.


2. Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a los señores Ministros de Hacienda, de Desarrollo Social y de Educación y a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, a fin de que se dispongan las medidas necesarias para que:


a)
Se acate plena e íntegramente lo pactado en el “Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y la Mesa del Sector Público CUT Chile y Organizaciones Sindicales del Sector Público 2012”, por todos los Jefes de Servicios de la Administración del Estado.


b)
Se reintegre a todos los trabajadores públicos desvinculados de sus servicios, pese a encontrarse en Lista 1 de calificación de desempeño, en planes y programas continuos, o en servicios que no están en proceso de modernización.


c)
Se reitere que todos los servicios públicos, en las desvinculaciones de su personal, deben aplicar criterios no arbitrarios, fundados y objetivos, con 30 días de anticipación a la fecha del despido respectivo, de conformidad al Protocolo de Acuerdo antes referido y, asimismo, deben llevarlas a efecto mediante comunicaciones personales, por escrito y debidamente fundadas, al tenor de lo dispuesto en los artículos 4°, 5° y 41 de la ley N° 19.880.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Chahuán, Coloma, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Prokurica, Rossi y Walker, don Ignacio, con el fin de pedirle a S. E. el Presidente de la República su intercesión ante el Gobierno de la República de Cuba para que autorice el viaje de la señora Rosa María Payá a Chile, donde cursará un diplomado

universitario


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº 1.545-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 28 votos  a favor y 2 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que los habitantes de Cuba requieren un permiso especial para salir al extranjero, el que es otorgado discrecionalmente por sus autoridades;

2. Que, al amparo de tales disposiciones, las autoridades pertinentes han denegado frecuentemente dicho permiso a diversas personas, entre ellas, a la señora Rosa María Payá, líder del Movimiento Cristiano Liberación, lo cual le impide concurrir a cursar un diplomado en Teoría Política y Gestión Pública, en la Universidad Miguel de Cervantes, en Santiago de Chile, a contar del 10 de enero de 2013, y para el cual obtuvo una beca a través de la Fundación Konrad Adenauer;

3. Que recientemente se ha dictado una nueva Ley de Migraciones en ese país -que comenzará a regir el 14 de enero de 2013-, en virtud de la cual se flexibilizarían las autorizaciones de salida al extranjero para sus habitantes, otorgándoseles un pasaporte corriente para dicho efecto;

4. Que, no obstante ello, los permisos para ausentarse del país pueden ser denegados por razones de carácter político, las que son calificadas como tales por las propias autoridades de ese país, lo que indudablemente constituye una vulneración a los derechos humanos que no resulta aceptable para la comunidad internacional, y

5. Que, de acuerdo a lo anterior, resulta atinente solicitar al Gobierno de Cuba tenga a bien reconsiderar la medida que afecta a la señora Rosa María Payá, a fin de permitir su salida del país para asistir al mencionado evento académico en Santiago de Chile.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República su intercesión ante el Gobierno de la República de Cuba para que autorice el viaje de la señora Rosa María Payá a Chile a fin de cursar un diplomado universitario.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S. E. el Presidente de la República una reforma integral, a nivel constitucional y legal, con el objeto de delimitar el alcance de los contratos especiales de operación para las sustancias minerales no

concesibles

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.519-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 11 votos a favor y 10 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Frei, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el artículo 19, N° 24, de la Constitución Política de la República establece las bases fundamentales del régimen de la propiedad minera en Chile;

2. Que el ordenamiento jurídico contempla la situación de minerales que no pueden ser objeto de explotación por la vía de una concesión minera, no obstante lo cual dichas sustancias no concesibles pueden llegar a ser aprovechadas por los particulares mediante regímenes mineros especiales;

3. Que la mencionada norma de la Carta Fundamental dispone que la exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo;

4. Que el artículo 5° del decreto ley N° 2.886, de 1979, establece que, por exigirlo el interés nacional, el litio queda reservado al Estado, con las solas excepciones que al efecto indica, referidas a las pertenencias mineras constituidas o en trámite, a dicha época, bajo el amparo del Código de Minería, y

5. Que habría una incompatibilidad entre los contratos especiales de operación para la exploración, explotación y beneficio de los yacimientos de litio, cuyos requisitos y condiciones fueron establecidos mediante el decreto supremo N°16/2012, del Ministerio de Minería, y el verdadero sentido y alcance otorgado por la Constitución Política de la República a este tipo de convenciones.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República una reforma integral, a nivel constitucional y legal, con el objeto de delimitar el alcance de los contratos especiales de operación para las sustancias minerales no concesibles.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Allende y Rincón y señores Horvath, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Sabag y Zaldívar, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que declare zona geográfica aislada a las provincias de la Antártica Chilena, Tierra del Fuego y Última Esperanza y autorice la instalación de una zona franca en

aquéllas, en especial, para la venta de combustibles


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.520-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el artículo séptimo del proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país contiene una ley que, en su artículo 1°, autoriza el establecimiento de una zona franca en las regiones geográficamente aisladas del país que, a la fecha de publicación de dicha ley, no gocen de los beneficios establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 341, del Ministerio de Hacienda, de 1977, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001;

2. Que la misma disposición define las zonas geográficamente aisladas como aquellas que no cuenten con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional. Asimismo, prescribe que la declaración de zona geográficamente aislada será efectuada por decreto del Ministerio de Hacienda, expedido previo informe del Ministerio de Obras Públicas;

3. Que dicho proyecto de ley que persigue establecer zonas francas en regiones geográficamente aisladas nace del reclamo de la Región de Aysén para contar con una zona franca que permita a sus habitantes el acceso a bienes de consumo, la mayoría de primera necesidad, a un precio que se equipare al que tienen dichos bienes en el resto del país;

4. Que tal reclamo es respaldado por diversos informes y estudios que han establecido que en dicha región, al igual que en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, el costo de vida es un 30% más elevado debido a los factores de aislamiento y lejanía;

5. Que en directa relación con el alto precio de los bienes básicos de consumo está el tema del costo de los combustibles en las regiones extremas de Aysén y Magallanes, materia que fue uno de los principales reclamos del denominado Movimiento Social de Aysén;

6. Que respecto al precio de los combustibles, cabe señalar que, por largo tiempo, en localidades como Puerto Williams, Porvenir o Caleta Tortel el costo del litro de bencina ha bordeado los mil pesos, cuestión que claramente afecta en forma sensible las posibilidades de desarrollo de dichas zonas;

7. Que, por tales motivos, el Gobierno ha propuesto que, a través de la creación de estas zonas francas en regiones geográficamente aisladas, pueda rebajarse en ellas el costo de los combustibles puesto que las ventas de tales combustibles en dichas regiones, si son declaradas como zonas francas, estarían exentas de las tasas arancelarias y del impuesto al valor agregado, y

8. Que, en consecuencia, se propone que, de acuerdo al mecanismo contemplado en el referido proyecto de ley sobre creación de zonas francas, se autorice el establecimiento de una zona franca en las regiones geográficamente aisladas de las provincias de Última Esperanza, Tierra del Fuego y la Antártica Chilena.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que declare zona geográfica aislada a las provincias de la Antártica Chilena, Tierra del Fuego y Última Esperanza, y autorice la instalación de una zona franca en aquéllas, en especial, para la venta de combustibles.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Horvath, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma, con el que piden a S. E. el Presidente de la República la inclusión de una glosa especial en la Partida Presupuestaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, para el año 2013, que dé solución a los deudores habitacionales que no han sido alcanzados

satisfactoriamente por los mecanismos establecidos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.521-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Escalona, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Prokurica, Tuma y Uriarte.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que miles de chilenos tienen deuda hipotecaria;

2. Que, a partir del año 2010, la Agrupación Nacional de Deudores Habitacionales (ANDHA CHILE) constituyó una mesa de trabajo junto a la ex Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Magdalena Matte, para analizar este tema;

3. Que, como resultado de este trabajo conjunto, fue dictado el decreto supremo N° 12, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, del año 2011;

4. Que, en los hechos, al efecto se incluyeron los beneficiarios de los decretos supremos Nos 235, 44 y 62, de la misma Secretaría de Estado, en una postulación regular para un beneficio de subvención de un 50 y 60% por parte del Estado;

5. Que en este grupo se incorporó a deudores del segundo quintil, entregándose una subvención a los dividendos de 20 y 25%;

6. Que con el referido decreto supremo N° 12 se logró hacer una revisión caso a caso, incluyéndose a los deudores contemplados en el decreto supremo N° 40 y los del leasing habitacional, que cumplieran los siguientes requisitos:

a) Tener Ficha de Protección Social al 30 de noviembre de 2010.

b) No tener un ingreso superior a 500 mil pesos.

c) No ser dueño de otra propiedad.

d) Tener puntaje de Ficha de Protección Social menor a 11.734 puntos.

e) Que el valor de la vivienda sujeta a beneficio no supere las 650 unidades de fomento;

7. Que en el mismo decreto supremo N° 12 se agregó una postulación especial, para aquellos deudores que fueran extremadamente vulnerables, enfermos catastróficos, con los mismos requisitos antes mencionados de los decretos  N°s 235, 44, 62, 40 y del leasing habitacional, para una subvención total de la deuda;

8. Que el mencionado decreto supremo N° 12 señala en sus Considerandos:

“1.- Que se ha estimado conveniente dar una solución a aquellos deudores habitacionales que se encuentren en situación de vulnerabilidad comprendidos entre los deciles 1 al 4 de la Ficha de Protección Social, que mantengan obligaciones pecuniarias pendientes con instituciones financieras, provenientes de créditos hipotecarios o de mutuos hipotecarios endosables obtenidos para enterar el precio de la vivienda adquirida o construida con aplicación del subsidio habitacional correspondiente a programas habitacionales implementados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con excepción de los regulados por los decretos supremos Nº 120, de 1995, Nº 40, de 2004,      Nº 174, de 2005, y Nº 4, de 2009, y de los deudores a que se refiere el D.S.    Nº 111, de 2007, todos de Vivienda y Urbanismo.

2.- La voluntad de entregar una ayuda especial a personas que han obtenido una vivienda que ha sido adquirida o construida con aplicación del subsidio habitacional correspondiente a programas habitacionales implementados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y que se encuentren en situación de gran vulnerabilidad.

3.- La necesidad de proteger a los beneficiarios de subsidios habitacionales que hayan aplicado dicho beneficio a la adquisición de una vivienda cuyo valor de tasación al momento de esa aplicación no supere las 650 unidades de fomento, otorgándoles un seguro de desempleo durante un periodo para hacer pago de sus dividendos hipotecarios o aportes derivados de contratos de arrendamiento de vivienda con compromiso de compraventa, según corresponda.”;

9. Que, sin embargo, el decreto supremo N° 12 no ha cumplido con las expectativas y el objetivo planteado en la mesa de trabajo para resolver el problema de todos los deudores, no considerando dentro de sus beneficiarios a personas en situación de extrema vulnerabilidad, con dramáticos problemas sociales y que requieren de una solución urgente;

10. Que este problema ha subsistido durante largo tiempo y muchas personas, incluso, debido a la bancarización de su deuda, han pagado ya más de una vez su casa, y

11. Que es necesario proporcionar una solución en esta materia dentro del más breve plazo posible.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la inclusión de una glosa especial en la Partida Presupuestaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el año 2013, que dé solución a los deudores habitacionales que no han sido alcanzados satisfactoriamente por los mecanismos establecidos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Sabag y Uriarte, para solicitar al Ministro de Salud la derogación de la norma que obliga a los médicos especialistas, que se inscriban como tales en el Arancel del Fondo Nacional de Salud, a contar con una antigüedad de

once años en el ejercicio de su profesión


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.522-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Prokurica, Tuma y Uriarte.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el decreto supremo Nº 57, del Ministerio de Salud, de 2008, contiene el reglamento de certificación de las especialidades y subespecialidades de los prestadores individuales de salud y de las entidades que la otorgan;

2. Que el artículo segundo transitorio de dicho texto reglamentario establece que, durante el plazo de siete años contado desde la publicación en el Diario Oficial del mencionado decreto, se reconocerán como certificadas las especialidades o subespecialidades referidas en el reglamento respecto de aquellos profesionales que, a la fecha de dicha publicación, se encuentren en algunas de las situaciones que al efecto describe. Agrega la norma que, para acogerse a esta disposición, tales profesionales deben solicitar a la Superintendencia su incorporación en el registro de especialidades y subespecialidades, presentando los originales o copias autorizadas que demuestren dichas situaciones, o autorizándole a solicitar esa información a las referidas instituciones. La Superintendencia, por su parte, debe dejar expresa constancia en el mencionado registro del origen de este reconocimiento de certificación;

3. Que, por su parte, la Resolución Exenta Nº 277, del Ministerio de Salud, de fecha 6 de mayo de 2011, que establece normas técnico administrativas para la aplicación del arancel del Régimen de Prestaciones de Salud del Libro II del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Salud, del año 2006, en la modalidad de Libre Elección, en su numeral 7.1.2, denominado “Especialidad Médica”, dispone que podrán inscribir las prestaciones establecidas en el Arancel para una determinada especialidad, los médicos que cumplan las condiciones y requisitos que considera en su artículo segundo transitorio el citado decreto supremo N° 57, del Ministerio de Salud, de 2008;

4. Que, no obstante la expresa remisión que dicha disposición hace a la norma transitoria del decreto supremo N° 57, es del caso consignar que el número 7.1.5 de la misma resolución dispone que la Consulta Médica de Especialidades es la atención profesional otorgada a un paciente por un médico que, disponiendo de una especialidad según lo establecido en el punto 7.1.2, se encuentre inscrito como especialista en el Fondo Nacional de Salud y disponga de una antigüedad de, a lo menos, once años de ejercicio de la profesión, o por una entidad que cuente con especialistas acreditados ante el Fondo, cumpliendo con los once años de ejercicio profesional exigidos. Tratándose de médicos que hayan obtenido el título profesional en el extranjero, el requisito de antigüedad de once años se exige desde la fecha de titulación acreditada ante FONASA;

5. Que, de la lectura de ambos cuerpos normativos, es posible advertir que el Reglamento de Certificación de las especialidades y subespecialidades de los prestadores individuales de salud y de las entidades que la otorgan reconoce como certificadas las especialidades o subespecialidades médicas por un plazo de siete años contado desde su publicación, sin embargo, la resolución citada, además de exigir la inscripción como especialista en el Fondo Nacional de Salud, impone un plazo de once años de ejercicio de la profesión para que la atención que un médico brinde a los pacientes sea considerada como atención profesional de especialista o subespecialista;

6. Que tal exigencia, contenida en un acto administrativo de menor jerarquía que el texto reglamentario, impone una mayor carga a los profesionales médicos que prestan este tipo de atenciones a los pacientes, por cuanto si se les ha reconocido como certificada su especialidad o subespecialidad en el plazo que dicho reglamento contempla, no se justifica que, además, se les exija un plazo adicional de ejercicio de la profesión, que la citada resolución fija en once años, y

7. Que, en tal virtud, esta exigencia adicional debería ser derogada, permitiéndose que los médicos especialistas y subespecialistas puedan inscribir las prestaciones establecidas en el Arancel con el solo cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo segundo transitorio del referido decreto supremo Nº 57, sin que se les impongan otras condiciones, como la ya descrita.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Salud a fin de dictar una resolución que derogue la exigencia contenida en el numeral 7.1.5 de la Resolución Exenta Nº 277, de 2011, en cuanto impone el requisito de contar con once años de ejercicio profesional a los médicos especialistas que se inscriban como tales para brindar prestaciones de salud en el Arancel del Fondo Nacional de Salud, manteniéndose para dichos efectos solamente los requisitos establecidos en el artículo segundo transitorio del decreto supremo Nº 57, del Ministerio de Salud, de 2008.”.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Allende ha requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la Senadora indicada, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 93ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Chahuán.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet, Pablo Longueira y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 72ª, especial, de 22 de noviembre; 73ª, 74ª y 75ª, especiales, de 23 de noviembre; 85ª y 86ª, empalmadas, especial y ordinaria, respectivamente, ambas de 12 de diciembre; 87ª, ordinaria, de 18 de diciembre; 88ª y 89ª, especial y ordinaria, respectivamente, ambas de 19 de diciembre, todas del año 2012; 90ª, especial, y 91ª, ordinaria, ambas de 2 de enero de 2013, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó el proyecto de ley que modifica la Ley del Deporte (Boletín N° 8.316-29).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, informa que dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, sobre la forma y el modo de resolver la discrepancia suscitada en la tramitación del proyecto de ley que crea Circunscripción Senatorial de la Región de Arica y Parinacota (Boletín           N° 7.260-06).


- Queda para Tabla, previo informe de la Comisión de Hacienda en virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Con el último, comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley destinado a evitar la contaminación por algas de las cuencas hidrográficas (Boletín N° 7.192-12).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Adjunta oficio del señor Secretario Regional Ministerial de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena que responde consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre cumplimiento de promesas a vecinos afectados por el aluvión que el 11 de marzo de 2012 afectó a la ciudad de Punta Arenas.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín Nº 8.696-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la carretera eléctrica (Boletín N° 8.566-08) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Lagos y Walker, don Ignacio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que asegura la continuidad de prestación del servicio educativo en el caso de instituciones de educación superior expuestas a la cancelación de su personalidad jurídica y pérdida del reconocimiento oficial (Boletín N° 8.775-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Peña y Ruiz-Esquide, con el que piden a S. E. el Presidente de la República la implementación de un sistema de pensiones que beneficie a los docentes de establecimientos municipalizados (Boletín N° S 1.547-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitudes de archivo


De la Comisión de Salud, con la que propone a la Corporación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 bis del Reglamento, el archivo de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (Boletín N° 7.456-11), en razón de que disposiciones similares fueron incorporadas en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Gómez, respecto de determinación de farmacias de turno (Boletín          N° 7.661-11), por tratarse de una materia considerada en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines     N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el transcurso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente oficio:


De S. E. el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis (Boletín Nº S 1.548-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Por su parte, la Honorable Senadora señora Allende solicita, en nombre de la Comisión de Minería y Energía, obtener el acuerdo de la Sala para que se fije un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


La Sala acuerda fijar dicho plazo hasta las 12 horas del día 16 de enero de 2013, debiendo presentarse en la Secretaría de la mencionada Comisión.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier señala que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, están discutiendo en particular el proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03); es por ello, que solicita obtener el asentimiento de la Sala a fin de que dichas Comisiones unidas consideren, al momento del debate, el proyecto de ley que regula la declaración de insolvencia calificada para el deudor persona natural que no es comerciante (Boletín N° 8.198-07). 

Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor García solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín N° 7.761-24).


La Sala acuerda fijar dicho plazo hasta las 12 horas del día 11 de enero de 2013, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


En primer término, el Honorable Senador señor Letelier interviene en relación con el quórum requerido para aprobar las normas pendientes del número 1 del artículo 1° del proyecto y solicita un pronunciamiento de la Sala al respecto.


Sobre este punto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Larraín Fernández, Novoa, Chahuán, Larraín Peña, Zaldívar y Girardi.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Novoa hace reserva de constitucionalidad para el caso que se estime que las normas son de quórum simple.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación si los incisos pendientes del número 1 del artículo 1° del proyecto son de quórum simple, posición que se aprueba por 18 votos a favor y 16 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Gómez, Zaldívar, Letelier, Lagos y Pizarro.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Larraín Peña y Coloma.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Coloma hace expresa reserva de constitucionalidad sobre este punto.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación relativa a la letra d) -respecto del inciso quinto de que se trata- del número 1 del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 22 votos a favor, 12 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro, Rossi, Pizarro, Gómez y Girardi y señora Alvear.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señor Novoa, señora Von Baer y señores García, Coloma y Larraín Peña.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.

- - -


En sus respectivas alocuciones, los Honorables Senadores señores García y Larraín Peña hacen expresa reserva de constitucionalidad sobre este punto.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, debidamente autorizado, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -

Luego, se somete a consideración de la Sala la modificación relativa a la letra d) -respecto del inciso cuarto de que se trata, que pasaría a ser sexto- del número 1 del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la modificación relativa a la letra d) -respecto de la incorporación del inciso séptimo, nuevo, de que se trata- del número 1 del artículo 1° del proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Pizarro.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Continuando la discusión de la norma señalada, intervienen los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Von Baer y señores García, Navarro, Letelier y Espina.


Cerrado el debate y puesto en votación dicho precepto, es aprobado por 23 votos a favor y dos pareos.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende y Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Lagos y señora Allende.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Zaldívar.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Gómez (en el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata), Kuschel y Horvath (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), Cantero (en el tiempo del Comité Independientes) y Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido Socialista y Partido por la Democracia), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Demócrata Cristiano.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA E L ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL A LOS SEÑORES JUAN EMILIO CHEYRE ESPINOSA, JOSÉ MIGUEL BULNES CONCHA, GONZALO MOLINA ARIZTÍA, ALFREDO ROBERTO JOIGNANT RONDÓN Y PATRICIO FRANCISCO SANTAMARÍA MUTIS

(S 1548-05)

HONORABLE SENADO:


Mediante oficio N° 027, de 8 de enero en curso, del que se dio cuenta en la Sala el pasado día 9 de enero, S.E. el Presidente de la República propone a las personas mencionadas en el epígrafe para que integren el Consejo Directivo del Servicio Electoral. Este nuevo organismo colegiado fue creado en virtud de la ley N° 20.568, que regula la inscripción automática, modifica el Servicio Electoral y moderniza el sistema de inscripciones electorales. (El artículo 61 de este texto legal declara que el órgano superior del Servicio será el Consejo Directivo, reemplazando de este modo a su actual autoridad máxima, que es el Director del Servicio Electoral). 


Agrega el referido oficio que el Consejo se integra con cinco miembros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de los Senadores en ejercicio. Consigna, además, que la proposición del Presidente de la República se formula en un solo acto y que el Senado se debe pronunciar sobre el conjunto de la propuesta. 


En un siguiente acápite, el oficio señala que los consejeros durarán ocho años en sus cargos, pudiendo ser designados para otro período por una sola vez; y que con el propósito de facilitar la renovación parcial del Consejo, esta primera propuesta indicará dos consejeros que durarán cuatro años y tres que lo harán por ocho años (artículo 7° transitorio de la citada ley N° 20.568).


En virtud de la relación precedente, continúa, propone el acuerdo del Honorable Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, por un período de ocho años, a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha y Patricio Francisco Santamaría Mutis; y por un período de cuatro años a los señores Alberto Roberto Joignant Rondón y Gonzalo Molina Ariztía.


Finalmente, S.E el Presidente de la República hace presente la urgencia a que se refiere el N° 5 del artículo 53 de la Constitución Política para el despacho de este asunto.

- - -


Incluimos a continuación, en síntesis, el currículum de las personas propuestas como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, en el orden consignado en el oficio de que da cuenta este informe.

Don Juan Emilio Cheyre Espinosa


El señor Cheyre Espinosa es general de Ejército, ex Comandante en Jefe del Ejército de Chile. Desde julio del año 2006 es director y fundador del Centro de Estudios Internacionales de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 


Además de su profesión militar, el señor Cheyre es doctor en Ciencia Política y Sociología por la Universidad Complutense de Madrid; magíster en Ciencias Militares de la Academia de Guerra del Ejército de Chile y magíster en Ciencias Políticas – mención relaciones exteriores – de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 


Durante su carrera militar se desempeñó, entre otros cargos y misiones, como docente del Comando de Institutos Militares, comandante del Comando de Institutos Militares y secretario, jefe de estudios y director de la Academia de Guerra.


En el mismo orden, ha impartido docencia en todas las academias de guerra de las Fuerzas Armadas nacionales y en las universidades Católica de Chile y Gabriela Mistral, además de otros cursos y clases magistrales en diversos institutos de educación superior, congresos y seminarios. 


El señor Cheyre ha publicado siete libros de su autoría, relativos a la ordenanza general del Ejército, la estrategia, la confianza mutua, los derechos humanos y el urbanismo, y artículos sobre relaciones internacionales, teoría del conflicto, confianza y cooperación, modernización de los ejércitos, planificación y gestión estratégica. 


Don José Miguel Bulnes Concha


El señor Bulnes Concha es abogado y miembro del colegio de la Orden. Se desempeña actualmente como socio del estudio Vial & Cía. (1994 a esta fecha). Anteriormente (1991-1993) fue miembro del Departamento Judicial (litigios) del estudio de abogados Claro & Cía. 


También ha cursado estudios de derecho comercial (derecho de la empresa) en  la Universidad de California, Santa Bárbara, USA, en 1999.


Respecto de otras actividades, en el área gremial, se ha desempeñado como Presidente de la Asociación Chilena de Caballos Árabes A.G. (2011 a esta fecha), y de la Asociación Latinoamericana de Criadores de Caballos Árabes (con sede en Brasil) desde el año 2012. 

Don Gonzalo Molina Ariztía


El señor Molina Ariztía es abogado, actualmente socio del estudio de abogados Infante, Valenzuela, Molina Abogados SPA. Se ha desempeñado como secretario del Colegio de Abogados, secretario de su Consejo General y miembro de las comisiones tributaria y de ética y del comité de redacción de la Revista del Abogado.


En el orden académico, obtuvo el grado de magíster en Derecho Internacional, Washington College of Law, The American University, Washington DC, y el grado de diplomado en Derecho Tributario en la Facultad de Economía de la Universidad de Santiago de Chile. Es licenciado en Derecho por la Pontificia Universidad Católica de Chile. 


En el campo profesional, se ha desempeñado como asesor de empresas nacionales y extranjeras en materias de inversión, corporativas, societarias y regulatorias, director de sociedades y secretario de directorios; litigación nacional e internacional, judicial y arbitral, incluido el CIADI; y asesorías en materias electorales, defensa ante tribunales electorales y asesor de corporaciones y fundaciones de beneficencia.

Don Alfredo Roberto Joignant Rondón


El señor Joignant Rondón es sociólogo, doctor en Ciencia Política, Universidad de Paris, profesor asociado en el Departamento de Ciencia Política, Instituto de Asuntos Públicos de la Universidad de Chile y profesor titular de la Universidad Diego Portales. Ha cursado estudios superiores en Derecho, maestría en Ciencias Políticas, estudios profundizados en Sociología Política (Universidad de Paris I, Pantheon, Sorbonne) y doctorado en esa misma universidad. También ha sido becado por el Ministerio de Educación del Gobierno de Francia para cursar estudios de Sociología Política sobre la base del rendimiento académico alcanzado en una maestría 1986-1987. 


En el mismo ámbito, ha obtenido numerosas distinciones y premios por trabajos de investigación y propuestas en el campo de la educación y de la sociología; y ha sido nominado para integrar diversos paneles de expertos en las áreas de su especialidad. En materia de divulgación y extensión ha dictado conferencias sobre sociología y se ha desempeñado en el área de la administración universitaria y dirección académica en centros de estudio y universidades. 


Autor de monografías y libros relacionados con la sociología y la ciencia política, publicaciones en revistas especializadas y artículos de redacción en diarios de circulación nacional.

Don Patricio Francisco Santamaría Mutis


El señor Santamaría Mutis es abogado, licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad Católica de Valparaíso y doctor en Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de la República de Uruguay (por revalida).


Ha prestado apoyo y dictado cursos pro bono en materias de derechos humanos, estado de derecho y administración de justicia. Se ha desempeñado como consultor de organismos públicos nacionales e internacionales; Subsecretario General de Gobierno (2003-2005), asesor legislativo del SERNAM y Ministerios de Educación, de Economía, de Minería y de Energía. 


Ejercicio libre de la profesión de abogado. 


Asimismo, ha sido miembro del equipo de defensoría pro bono para el personal de Naciones Unidas en América Latina y el Caribe, asistencia técnica en materia de políticas comunicacionales para gobiernos extranjeros, cursos de profundización en la generación del empleo productivo y fortalecimiento de la institucionalidad para el sector informal de América Latina; actividades en el Centro Internacional de Capacitación de la Organización del Trabajo (OIT) en materia de negociación colectiva y capacitación sindical. 

- - -


 En la sesión que la Comisión celebró para ocuparse de este asunto asistieron el Subsecretario General de Gobierno, señor Claudio Alvarado, y los señores Bulnes, Cheyre, Joignant, Molina y Santamaría, nominados e individualizados precedentemente, ante quienes se hizo presente la normativa legal que regula esta materia, especialmente en lo que concierne a las exigencias para integrar el Consejo Directivo del Servicio Electoral. El artículo 63 de la ley N° 18.556, recientemente enmendado en virtud de la ley N° 20.568, prescribe, en lo pertinente, que para ser designado consejero del Servicio Electoral será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquéllos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de miembro de la Directiva Central de un partido político en los cinco años anteriores a su designación. 


Tampoco podrán ser consejeros las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

- - -

DISCUSIÓN DE LA PROPUESTA


Abocada la Comisión al examen de este asunto, se tuvo presente los currículum de los nominados y el conocimiento que de ellos se tiene por su trayectoria profesional, lo cual avala el acuerdo que se adoptará al final. Además, la unanimidad de la Comisión planteó tres aspectos que, estimó, deben abordarse cuando el Consejo entre en funciones:


Uno) La necesidad de estudiar la modernización del Servicio Electoral para atemperarlo a las exigencias que surgen de la nueva institucionalidad electoral vigente. 


Dos) La consideración de que ha de mantenerse la tradición que ha impuesto el Servicio en materia de rapidez y transparencia en la entrega de resultados electorales. 


Tres) Como consecuencia de lo anterior, explorar mecanismos para minimizar la posibilidad de cometer fraudes en los eventos electorales. 

ACUERDO


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, tiene a honra informar a la Sala que en las designaciones de los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral se han cumplido los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico. 

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 16 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rossi (Presidente), Orpis, Sabag y Zaldívar. 


Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDOS INFORMES DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITES CONSTITUCIONAL QUE FACULTA A LOS DIRECTORIOS DE LAS COMUNIDADES DE AGUAS Y DE LAS JUNTAS DE VIGILANCIA PARA REPRESENTAR A LOS INTERESADOS EN LOS PROCEDIMIENTOS DE PERFECCIONAMIENTO DE TÍTULOS DE DERECHO DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS 

(8150-09)

SEGUNDO INFORME DE LA COMISION DE 
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, tiene el honor de informaros en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 19 de diciembre de 2012.
- - - - - - - -


Cabe hacer presente que esta iniciativa legal debe ser considerada, además, por la Comisión de Agricultura, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado, en sesión 38ª, ordinaria, de fecha 1 de agosto de 2012.

- - - - - - - - -  

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación de la Ministra de Obras Públicas, señora Loreto Silva; de la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Nicole Keller; de la Asesora Legislativa del Ministerio, señora Florencia Donoso; del Asesor de la Fiscalía, señor Rafael Loyola, del Director General de Aguas, señor Francisco Echeverría y del Asesor de dicha Dirección, señor Juan Esteban Butazzoni.
- - - - - -


Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo único.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.


V.- Indicaciones retiradas: 1, 2, 3, 4, 5 y 6.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Durante la discusión en particular vuestra Comisión escuchó los planteamientos de la señora Ministra de Obras Públicas, doña Loreto Silva, quien manifestó que el objetivo de esta iniciativa legal es introducir modificaciones al Código de Aguas a efectos de facilitar y abaratar los costos del trámite de perfeccionamiento de títulos. 


Para ello, se propone facultar al directorio de las organizaciones de usuarios, a representar a sus miembros ante el tribunal correspondiente para el perfeccionamiento de títulos.


Lo anterior, previo acuerdo de una junta general extraordinaria convocada al efecto. Dada la relevancia del acuerdo, se propone que la misma sea aprobada con un quórum superior a la simple mayoría, debiendo ser de 2/3 de los votos emitidos en ella, de lo que se dejó constancia para la historia de la ley.


Recordó que durante su discusión, en general, fueron escuchados numerosos actores, entre ellos: el Presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Patricio Crespo Ureta; el
Profesor de Derecho de Aguas de la Universidad de Chile, señor Gustavo Manríquez Lobos; el Presidente de la Asociación Gremial de Agricultores de Aconcagua, señor Gonzalo Bulnes Cerda; el Presidente de la Junta de Vigilancia del Río Aconcagua 1ª Sección, señor Francisco Perinetti Zelaya y el Presidente de la Federación de Asociaciones Gremiales de Agricultores de Cachapoal, señor Francisco Duboy Urbina.


Destacó la postura del Ministerio de Obras Públicas frente a este proyecto de ley el que consideran de suma importancia y de alta prioridad para esa Cartera de Estado, ya que con su aprobación, quienes son titulares de derechos de aguas, podrán obtener el perfeccionamiento de los mismos (alrededor de 300.000 pequeños agricultores).


 Informó que el perfeccionamiento de títulos es un requisito habilitante para la inscripción de un derecho de agua en el Catastro Público de Aguas de la Dirección General de Aguas. Por ley, los titulares de derechos que no se encuentran inscritos en el Catastro no pueden realizar acto alguno ante los siguientes organismos: la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios, y la Comisión Nacional de Riego.


Señaló que el perfeccionamiento de títulos es fundamental para contar con una adecuada información para el manejo y gestión de un uso sustentable y eficiente de los recursos hídricos.


Finalmente manifestó que el Ejecutivo presentó tres indicaciones a este proyecto de ley y que el Honorable Senador señor Sabag, a su vez, presentó otras tres, las que actualmente, se encuentran pendientes para la revisión de éstas por la Comisión y su votación en particular.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 


La Comisión se abocó al estudio de las 6 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO ÚNICO


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único que mediante dos numerales modifica el DFL Nº 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas.


El numeral 1, agrega al artículo 241 del Código de Aguas, que señala los deberes y atribuciones del directorio de las comunidades de aguas, el siguiente numeral 23, nuevo: 



“23.- Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia, en dicho río, álveo o acuífero, y previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.



El numeral 2, agrega al artículo 274 del Código de Aguas, relativo a las atribuciones y deberes del directorio de las Asociaciones de Canalistas y otras Organizaciones de Usuarios, el siguiente número 9, nuevo:



“9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Sabag, para introducir el siguiente numeral, nuevo:


“…. Incorpórase, a continuación del punto final (.) del inciso séptimo del artículo 122, que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas o de perfeccionamiento de títulos, que sean utilizados en proyectos de pequeñas o medianas centrales hidroeléctricas de pasada, Programa Energías Renovables No Convencionales, podrán solicitar y obtener el permiso de construcción a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas, de conformidad a la normativa vigente, pero la recepción de las obras sólo podrá otorgarse una vez inscrito el o los correspondientes derechos de aprovechamiento de aguas en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas. Para el caso de los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas que hubieren obtenido la correspondiente resolución de calificación ambiental para la construcción y ejecución de estas obras, se recepcionará provisoriamente otorgándoseles un plazo de cinco años para obtener la recepción definitiva de las obras.”.”.



El artículo 122, del Código de Aguas, señala que la Dirección General de Aguas deberá llevar un Catastro Público de Aguas, en el que constará toda la información que tenga relación con ellas.


En dicho catastro, que estará constituido por los archivos, registros e inventarios que el reglamento establezca, se consignarán todos los datos, actos y antecedentes que digan relación con el recurso, con las obras de desarrollo del mismo, con los derechos de aprovechamiento, con los derechos reales constituidos sobre éstos y con las obras construidas o que se construyan para ejercerlos.


En especial, en el Catastro Público de Aguas existirá un Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, el cual deberá ser mantenido al día, utilizando entre otras fuentes, la información que emane de escrituras públicas y de inscripciones que se practiquen en los Registros de los Conservadores de Bienes Raíces.


Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, por carta certificada, copias autorizadas de las escrituras públicas, inscripciones y demás actos que se relacionen con las transferencias y transmisiones del dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas y organizaciones de usuarios de agua, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos. Estarán, asimismo, obligados a enviar a este Servicio la información que en forma específica solicite el Director General de Aguas, en la forma y plazo que él determine, debiendo asumir dicho Servicio, en este caso, los costos involucrados. El incumplimiento de esta obligación por parte de Notarios y Conservadores será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.


Existirá asimismo en el Catastro Público de Aguas, un Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Agua No Inscritos en los Registros de Agua de los Conservadores de Bienes Raíces Susceptibles de Regularización en virtud del artículo segundo transitorio de este Código, en el cual se indicará el nombre completo de su titular, caudal y características básicas del derecho. Este Registro servirá como antecedente suficiente para determinar los usos de agua susceptibles de ser regularizados.


La Dirección General de Aguas, para cada una de las Regiones del país, dictará las resoluciones que contengan los derechos de agua registrados en el Catastro Público de Aguas. Dichas resoluciones se publicarán en el Diario Oficial los días quince de enero, quince de abril, quince de julio o quince de octubre de cada año, o el primer día hábil inmediato si aquéllos fueran feriados. La última publicación se realizará en el plazo de cuatro años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en este artículo y de lo establecido en el artículo 150 inciso segundo, los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cualquiera sea el origen de éstos, deberán inscribirlos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas. Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección de Aguas ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.


La Dirección General de Aguas deberá informar dos veces al año a las organizaciones de usuarios respectivas, dentro de los primeros cinco días de los meses de enero y julio, todas las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que se hayan practicado en el Registro a que se refiere el inciso primero, y que sean consecuencia de las copias que le hayan hecho llegar los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces.


Los Registros que la Dirección General de Aguas debe llevar en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, no reemplazarán en caso alguno los Registros que los Conservadores de Bienes Raíces llevan en virtud de lo dispuesto en los artículos 112, 114 y 116 de este Código. Asimismo, los Registros que aquel servicio lleva, en caso alguno acreditarán posesión inscrita ni dominio sobre los derechos de aprovechamiento de aguas o de los derechos reales constituidos sobre ellos.


El Honorable Senador señor Sabag, con fecha 19 de diciembre de 2012, retiró esta indicación Nº 1.


Su decisión de retirar esta indicación se inserta dentro de su voluntad de contribuir a destrabar la tramitación de este proyecto, y en el entendido que el Gobierno se ha comprometido a retirar también sus indicaciones y dejó expresa constancia, para la historia de la ley, que la mayoría de dos tercios requerida para la aprobación de la facultad de los directorios para que representen a los miembros de las organizaciones de usuarios se refiere a los dos tercios de los votos emitidos en la sesión convocada para ese efecto y no al total de integrantes de estas organizaciones.


Indicó que así lo señaló formalmente el señor Director Nacional de Aguas, don Francisco Echeverría y quedó además señalado por escrito en el documento "Agenda Legislativa del Ministerio de Obras Públicas", entregado en la Comisión de Obras Públicas del Senado por la Fiscalía del Ministerio correspondiente en el presente mes de diciembre.
- - - - - 


El artículo 220, del Código de Aguas, indica que las convocatorias a junta se harán saber a los comuneros por medio de un aviso que se publicará en un diario o periódico de la capital de la provincia en que tenga domicilio la comunidad.


A falta de ellos, la convocatoria se realizará por medio de un aviso publicado en un diario o periódico de la ciudad capital de la región correspondiente. Además, se dirigirá carta certificada al domicilio que el comunero haya registrado en la secretaría de la comunidad, en caso de citación a junta extraordinaria. 

Indicación Nº 2


2.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar un numeral, nuevo, del tenor que se señala enseguida:

“…. Incorpórase un nuevo inciso tercero al artículo 220, con el siguiente texto:


“Cuando la convocatoria incluya las materias referidas en los artículos 241 número 23 ó 274 número 9, ésta se publicará también al menos una vez en el Diario Oficial, los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato si aquellos fueren feriados, con no menos de diez ni más de sesenta días de anticipación a la fecha de la junta.”.”.


El Ejecutivo retiró la indicación Nº 2, mediante oficio Nº 431-360, de fecha 8 de enero de 2013.

- - - - 

Número 1

Artículo 241

Letra b)


El actual artículo 241, del Código de Aguas, señala que el directorio tendrá los siguientes deberes y atribuciones:


1. Administrar los bienes de la comunidad;


2. Atender a la captación de las aguas por medio de obras permanentes o transitorias; a la conservación y limpia de los canales y drenajes sometidos a la comunidad; a la construcción y reparación de los dispositivos y acueductos y a todo lo que tienda al goce completo y correcta distribución de los derechos de aguas de los comuneros.


El directorio podrá, por sí solo, acordar los trabajos ordinarios en las materias indicadas y, en casos urgentes, los extraordinarios; pero deberá dar cuenta de estos últimos en la próxima junta ordinaria que se celebre;


3. Velar por que se respeten los derechos de agua en el prorrateo del caudal matriz, impidiendo que se extraigan aguas sin títulos;


4. Requerir la acción de la junta de vigilancia para los efectos del número anterior;


5. Distribuir las aguas, dar a los dispositivos la dimensión que corresponda y fijar turnos cuando proceda;


6. Resolver la forma y condiciones de incorporación de titulares de nuevos derechos de aprovechamiento a la comunidad;


7. Representar a los comuneros en los casos de imposición de servidumbres pasivas, en las obras de captación, conducción, regulación y descarga; 


8. Vigilar las instalaciones de fuerza motriz u otras y el correcto ejercicio de las servidumbres;


9. Someter a la aprobación de la junta general los reglamentos necesarios para el funcionamiento del mismo directorio, de la junta general, de la secretaría y de las oficinas de contabilidad y administración;


10. Someter a la aprobación de la junta general ordinaria el presupuesto de entradas y gastos ordinarios y extraordinarios, fijando separadamente el monto de unos y otros con su correspondiente reajustabilidad. En esa junta dará cuenta de la inversión de los fondos y de la marcha de la comunidad en una memoria que comprenda todo el período de funciones.


La junta podrá acordar el presupuesto en la forma que estime conveniente o modificar el que se presente;


11. Aumentar hasta en un treinta por ciento en el año, las cuotas ordinarias o extraordinarias, cuando aparezca de manifiesto que las fijadas en junta general ordinaria fueren insuficientes para el buen funcionamiento de la comunidad; establecer cuotas especiales para hacer frente a gastos imprevistos que no puedan ser cubiertos con las reservas acumuladas. En todo caso dará cuenta en junta extraordinaria que deberá citar en el más breve plazo;


12. Fijar las multas que corresponda aplicar a los comuneros, la que no podrá exceder de diez unidades tributarias mensuales;


13. Contratar cuentas corrientes en los bancos y tomar dinero en mutuo por cantidades que no excedan del monto del presupuesto anual de entradas. En caso que sea necesario efectuar obras para reparar las instalaciones afectadas por catástrofes o daños graves, se podrá contratar créditos hasta la concurrencia del valor de las obras;


14. Cumplir los acuerdos de las juntas generales; 


15. Citar a la junta general ordinaria en la fecha que fija la ley o los estatutos;


16. Citar a la junta general extraordinaria cuando sea necesario o lo solicite, por lo menos la cuarta parte de los comuneros con derecho a voto, con indicación del objeto;


17. Velar por el cumplimiento de las obligaciones que la ley, los reglamentos y los estatutos imponen a los comuneros y a la comunidad;


18. Nombrar o remover al secretario y trabajadores de la comunidad y fijar sus remuneraciones, sin perjuicio de las facultades de la junta general; 


19. Delegar sus atribuciones en uno o más directores;


20. Llevar una estadística de los caudales que se conducen por los canales de la comunidad;


21. Realizar programas de extensión para difundir entre los comuneros las técnicas y sistemas que tiendan a un mejor empleo de agua, pudiendo celebrar convenios para este objeto;


22. Comunicar a la junta de vigilancia de que forma parte, el nombre del ingeniero asesor y el de su reemplazante, en caso que los tuviera, y


23. Los demás que las leyes y los estatutos señalen.

El Nº 1, aprobado en general por el Honorable Senado, en su letra b) agrega el siguiente nuevo numeral 23, pasando el actual numeral 23 a ser el nuevo numeral 24:


“23. Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia, en dicho río, álveo o acuífero, y previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 3 y 4.

Indicación Nº 3

3.- Del Honorable Senador señor Sabag, para reemplazar el numeral 23 propuesto, por el siguiente:


“23. Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia en dicho río, álveo o acuífero y previo acuerdo de la mayoría establecida en el artículo 224 de este Código en junta extraordinaria convocada al efecto. Dicho perfeccionamiento se tramitará como procedimiento no contencioso, salvo oposición de algún comunero, en cuyo caso se transformará en contencioso de acuerdo a las reglas generales.”.


El Honorable Senador señor Sabag, con fecha 19 de diciembre de 2012, retiró la indicación Nº 3, por los fundamentos ya señalados en la indicación Nº 1.
Indicación Nº 4

4.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir, en el numeral 23 propuesto, la expresión final “, y”, por un punto aparte (.), y para agregarle el siguiente párrafo:


“El directorio deberá poner en conocimiento a los comuneros de la presentación de la solicitud de perfeccionamiento mediante su publicación y comunicación en la forma prescrita por el artículo 131, dentro de treinta días contados desde su presentación. Los comuneros y otros interesados que se sientan perjudicados con los acuerdos adoptados en conformidad con el párrafo anterior, respecto de los derechos de aprovechamiento de aguas que les correspondan, sólo podrán hacer valer sus pretensiones en el procedimiento de perfeccionamiento de títulos que se haya iniciado en virtud del acuerdo adoptado por la comunidad de aguas, y”.


El Ejecutivo retiró la indicación Nº 4, mediante oficio Nº 431-360, de fecha 8 de enero de 2013.
Número 2

Artículo 274

Letra b)


El actual artículo 274 del Código de Aguas indica que son atribuciones y deberes del directorio los siguientes:


1. Vigilar que la captación de las aguas se haga por medio de obras adecuadas y, en general, tomar las medidas que tiendan al goce completo y a la correcta distribución de los derechos de aprovechamiento de aguas sometidos a su control; 


2. Distribuir las aguas de los cauces naturales que administre, declarar su escasez y, en este caso, fijar las medidas de distribución extraordinarias con arreglo a los derechos establecidos y suspenderlas. La declaración de escasez de las aguas, como también la suspensión de las medidas de distribución extraordinarias, deberá hacerse por el directorio en sesión convocada especialmente para ese efecto;


3. Privar del uso de las aguas en los casos que determinen las leyes o los estatutos;


4. Conocer las cuestiones que se susciten sobre construcción o ubicación, dentro del cauce de uso público, de obras provisionales destinadas a dirigir las aguas hacia la bocatoma de los canales. 


Las obras definitivas requerirán el permiso de la Dirección General de Aguas;


5. Mantener al día la matrícula de los canales;


6. Solicitar al Director General de Aguas la declaración de agotamiento de los caudales de agua sometidos a su jurisdicción;


7. Ejercitar las atribuciones señaladas en los números 1, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 del artículo 241, y las demás que se le confieren en los estatutos;


8. Exigir el cumplimiento de la obligación impuesta por el número 20 del artículo 241, y


9. Los demás que señalen las leyes.


El Nº 2 aprobado en general por el Honorable Senado, en su letra b) agrega el siguiente nuevo numeral 9, pasando el actual numeral 9 a ser el nuevo numeral 10:


“9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 5 y 6.

Indicación Nº 5

5.- Del Honorable Senador señor Sabag, para reemplazar el numeral 9 propuesto, por el siguiente:


“9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, en las mismas condiciones establecidas en el N° 23 del artículo 241, previo acuerdo de la mayoría establecida en el artículo 224 de este Código en junta extraordinaria convocada al efecto.”.


El Honorable Senador señor Sabag, con fecha 19 de diciembre de 2012, retiró la indicación Nº 5, fundamentando su retiro en la forma ya señalada en las indicaciones Nos 1 y 3.
Indicación Nº 6

6.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir, en el numeral 9 propuesto, la expresión final “, y”, por un punto aparte (.), y para agregarle el siguiente párrafo:


“El directorio deberá poner en conocimiento a los usuarios de la presentación de la solicitud de perfeccionamiento mediante su publicación y comunicación en la forma prescrita por el artículo 131, dentro de treinta días contados desde su presentación. Los titulares de derechos de agua sometidos a su control y otros interesados que se sientan perjudicados con los acuerdos adoptados en conformidad con el párrafo anterior, respecto de los derechos de aprovechamiento de aguas que les correspondan, sólo podrán hacer valer sus pretensiones en el procedimiento de perfeccionamiento de títulos que se haya iniciado en virtud del acuerdo adoptado por la junta, y”.


El Ejecutivo retiró la indicación Nº 6, mediante oficio Nº 431-360, de fecha 8 de enero de 2013.
- - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Obras Públicas, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue aprobado en general por la Sala del Senado, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:


1. Al artículo 241:


a) Elimínese la conjunción “y”, después de la última coma del numeral 22 y reemplácese la coma por un punto y coma”.


b) Agréguese el siguiente nuevo numeral 23, pasando el actual numeral 23 a ser el nuevo numeral 24:


“23. Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia, en dicho río, álveo o acuífero, y previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.


2. Al artículo 274:


a) Elimínese la conjunción “y”, después de última coma del numeral 8 y reemplácese la coma por un punto y coma”.


b) Agréguese el siguiente nuevo numeral 9, pasando el actual numeral 9 a ser el nuevo numeral 10:


“9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Hosain Sabag Castillo (Antonio Horvath Kiss).


Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITES CONSTITUCIONAL QUE FACULTA A LOS DIRECTORIOS DE LAS COMUNIDADES DE AGUAS Y DE LAS JUNTAS DE VIGILANCIA PARA REPRESENTAR A LOS INTERESADOS EN LOS PROCEDIMIENTOS DE PERFECCIONAMIENTO DE TÍTULOS DE DERECHO DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS

(8150-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre  el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”. 

Se dio cuenta de este proyecto en la sesión del día 18 de enero de 2012 de la Sala del Senado, disponiendo su estudio por la Comisión de Obras Públicas. Posteriormente, con fecha 1 de agosto del mismo año, la Sala de la Corporación acordó que en el segundo informe el proyecto fuera considerado, además, por la Comisión de Agricultura. Con fecha 10 de enero de 2013,  el proyecto fue informado en particular por la Comisión de Obras Públicas. 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Agricultura sólo realizó una enmienda al artículo único del proyecto, aprobado por la Comisión de Obras Públicas en su segundo informe, mediante la cual incorpora un numeral 3 nuevo.


Lo anterior, lo efectuó en virtud del artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado.


Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Agricultura. 

- - -





Concurrieron, especialmente invitados a la sesión en que se debatió en particular la iniciativa las siguientes personas: por el Ministerio de Agricultura, el Subsecretario, señor Álvaro Cruzat y el asesor legislativo, señor Andrés Meneses, y por el Ministerio de Obras Públicas, el Director General de Aguas, señor Francisco Echeverría y el asesor, señor Juan Esteban Buttazzoni.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo Único.

La iniciativa legal aprobada en general y en particular por la Comisión de Obras Públicas,  consta de un  artículo único, el cual se desglosa en dos numerales que modifican  el DFL N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas.

Número 1

Incorpora un numeral 23 nuevo al artículo 241, del Código de Aguas, que señala los deberes y atribuciones del directorio de las comunidades de aguas, con el siguiente texto:

“23. Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia, en dicho río, álveo o acuífero, y previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.

Número 2





Agrega un numeral 9, nuevo, al artículo 274, del Código de Aguas, que establece las atribuciones y deberes del directorio de la junta de vigilancia, del siguiente tenor.


“9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.


Al iniciar la discusión particular del proyecto, el Honorable Senador señor Coloma manifestó su compromiso en orden a que los temas y materias relacionadas con el recurso hídrico del agua, no sólo fueran estudiadas por la Comisión de Obras Públicas sino que también pudiesen ser analizadas por la Comisión de Agricultura, otorgándole la máxima agilidad en su tramitación. Lo anterior, dijo, tiene su fundamento en que, en general, se trata  de obras de regadío que están relacionadas directamente con la competencia de esta Comisión que tiene a honra presidir.





En seguida, señaló que el proyecto fue informado previamente por la Comisión de Obras Públicas, la cual lo aprobó por unanimidad, en los mismos términos propuestos en el Mensaje, toda vez que las indicaciones presentadas fueron retiradas por sus autores. Del mismo modo, hizo presente que aquella Comisión recibió a todos los actores interesados en esta materia, cuyos comentarios y observaciones constan en el referido informe. 


A continuación, intervino el Director General de Aguas, señor Francisco Echeverría, quien señaló que el proyecto en informe busca completar las características esenciales de los derechos de aprovechamiento de aguas a la legislación vigente, dadas las modificaciones que se han venido produciendo a la Ley de Aguas.  Explicó que, en la actualidad, la mayoría de los derechos de aguas no se encuentran perfeccionados por lo que no tienen sus características o caudales, sino que sólo están establecidos en acciones de ríos u otras, sin indicación de los mismos. Se estima, continuó, que de los 400 mil derechos constituidos existentes en nuestro país, sólo 100 mil están perfeccionados, lo que demuestra un desfase importante con la realidad puesto que aquéllos no se encontrarían inscritos en el Catastro Público de Aguas. Actualmente, indicó, el procedimiento establecido exige perfeccionamientos individuales, mediante el cual, cada regante se hace cargo de los gastos y cada uno vela por sus intereses, lo cual, ha generado que, en la práctica, se hayan producido pocos perfeccionamientos y con disparidad en cuanto a las características y a los caudales en las mismas secciones en los ríos.  Por tal motivo, resaltó, el proyecto busca dar uniformidad al procedimiento de perfeccionamiento de los derechos de aguas, con el fin de minimizar los costos y de contar con un sistema de información adecuado que permita a la autoridad administrar de mejor forma los recursos hídricos. En efecto, señaló, al no estar perfeccionado los títulos no se sabe, efectivamente, qué es lo que se está administrando. 


Las cifras anteriormente señaladas, tienen su fundamento en un informe elaborado por el Banco Mundial, del año 2011, titulado “Chile Diagnóstico de la gestión de los recursos hídricos”, en el cual se señala la necesidad de perfeccionar los títulos para contar con dicha información. Así también, mencionó la modificación al Código de Aguas en el año 2005, en que se requiere el perfeccionamiento para poder realizar diversos trámites ante la Dirección General de Aguas y ante la Superintendencia de Servicios Sanitarios.  En consecuencia, resumió, el proyecto pretende, en un solo juicio, perfeccionar los títulos que están sujetos a la administración de la Junta de Vigilancia o a la Asociación de Canalistas. De lo contrario, agregó, implicaría iniciar 3.000 causas individuales como ocurre en la actualidad. 


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente que de lo expuesto, el proyecto tiene dos beneficios directos: uno, que respecto a los dueños de los derechos de aprovechamiento de aguas, el ajustarse a la nueva ley, les significaría un alivio en el costo económico que implica su regularización y, dos, que simplifica la gestión para la Dirección General de Aguas, ya que permite hacer más expedito y cohesionado el procedimiento -uno solo- para los efectos de estudios de las capacidades del río.   


En esa línea, manifestó su acuerdo con los objetivos de esta iniciativa legal, no obstante hizo presente la necesidad de establecer una norma que dé publicidad a esta propuesta. Para estos efectos,  sugirió incorporar un artículo mediante el cual se exija a la junta extraordinaria publicar y comunicar la convocatoria que realizará, en los mismos términos establecidos en el artículo 131 del Código de Aguas, esto es, publicación en el Diario Oficial.


El Director General de Aguas, señor Echeverría compartió la propuesta de Su Señoría y expresó que el Ejecutivo respalda la indicación por estimarla  adecuada.





En mérito de lo expuesto, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Quintana y Larraín, don Hernán, coincidieron en la necesidad de otorgar publicidad  y transparencia a este tipo de actos con el objeto de resguardar los derechos de los interesados y acordaron, por unanimidad, en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, incorporar un nuevo numeral al artículo único del proyecto, del siguiente tenor:





“1.- Incorpórase un inciso tercero nuevo, al artículo 220, con el siguiente texto:





“1. Adicionalmente, en caso que la convocatoria comprenda las materias referidas en los artículos 241, número 23  o 274, número 9, ésta se publicará y comunicará en la forma prescrita por el artículo 131, con no menos de diez ni más de sesenta días de anticipación a la fecha de la junta”.


En consecuencia, la Comisión de Agricultura aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Quintana y Larraín, don Hernán, el texto aprobado por la Comisión de Obras Públicas con la modificación precedente.

MODIFICACIONES





En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto aprobado por la Comisión de Obras Públicas:

Artículo Único

° ° °


Agrégase el siguiente numeral 1, nuevo, pasando  los actuales numerales 1 y 2 a ser 2 y 3, respectivamente, sin enmiendas:

“1.- Incorpórase un inciso tercero nuevo, al artículo 220, con el siguiente texto:


“Adicionalmente, en caso que la convocatoria comprenda las materias referidas en los artículos 241, número 23  o 274, número 9, ésta se publicará y comunicará en la forma prescrita por el artículo 131, con no menos de diez ni más de sesenta días de anticipación a la fecha de la junta.”.”.

° ° °

- - -





En virtud de la modificación anterior, el texto del proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:


1.- Incorpórase un inciso tercero nuevo, al artículo 220, con el siguiente texto:


“Adicionalmente, en caso que la convocatoria comprenda las materias referidas en los artículos 241, número 23  o 274, número 9, ésta se publicará y comunicará en la forma prescrita por el artículo 131, con no menos de diez ni más de sesenta días de anticipación a la fecha de la junta.”.





2. Al artículo 241:





a) Elimínese la conjunción “y”, después de la última coma del numeral 22 y reemplácese la coma por un punto y coma”.





b) Agréguese el siguiente nuevo numeral 23, pasando el actual numeral 23 a ser el nuevo numeral 24:





”23. Representar a los comuneros en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, cuando no existiere Junta de Vigilancia, en dicho río, álveo o acuífero, y previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.





3. Al artículo 274:





a) Elimínese la conjunción “y”, después de última coma del numeral 8 y reemplácese la coma por un punto y coma”.





b) Agréguese el siguiente nuevo numeral 9, pasando el actual numeral 9 a ser el nuevo numeral 10:





”9. Representar a los titulares de derechos de agua sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto, y”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), José García Ruminot, Jaime Quintana Leal y Hernán Larraín Fernández.



Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2013.





(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,





               Secretario
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSAS NORMAS QUE REGULAN LA ACTIVIDAD HÍPICA NACIONAL CON EL FIN DE INCENTIVAR Y PROMOVER DICHA ACTIVIDAD EN CHILE

(8773-05)


Oficio Nº 10.572


VALPARAÍSO, 16 de enero de 2013


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8773-05.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 4.566, General de Hipódromos:


1) Agrégase en su artículo 1º el siguiente inciso segundo: 


“El sistema de apuestas mutuas podrá recaer también sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en el país. El monto bruto de las apuestas mutuas que se realicen sobre estas competencias se regirá por lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica. La regulación del sistema de apuestas señaladas en este inciso será materia del Reglamento de Carreras.”.


2) Agrégase en su artículo 4º el siguiente inciso cuarto: 


“Las sanciones señaladas en el artículo anterior y en el presente artículo se aplicarán también a todo aquel que explote apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero y que no cumpla con las condiciones establecidas al efecto por esta ley y por el Reglamento de Carreras.”.


3) Intercálanse, antes del Título II, los siguientes artículos 7º y 7º bis:


“Artículo 7º.- Las apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero, deberán recaer sobre competencias de caballos de carrera fina sangre que se lleven a cabo en hipódromos reconocidos por las autoridades del país en que se disputen tales competencias.


Artículo 7º bis.- Para que los hipódromos nacionales en actividad puedan recibir apuestas por carreras de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, será requisito que el número de carreras en vivo celebradas en cada uno de dichos hipódromos, en el año calendario anterior al de la transmisión de las carreras disputadas en hipódromos extranjeros, sea igual o superior al del año calendario anterior a aquél, salvo fuerza mayor o impedimento justificado, requisitos todos que serán especificados en el Reglamento de Carreras, el que además reglamentará y establecerá la forma de verificar tales requisitos y las condiciones del sistema de transmisión y exhibición de las carreras.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica nacional:


1) Suprímese en el inciso primero la expresión “, semestralmente, hasta”.


2) Introdúcense los siguientes incisos cuarto y quinto:


“En el caso de las apuestas mutuas que se realicen sobre carreras de caballos fina sangre llevadas a cabo en el extranjero y transmitidas en vivo, el descuento total o comisión se fijará en un 30% del monto bruto de las apuestas mutuas, y se distribuirá conforme a las siguientes reglas:


a) 3% a beneficio fiscal como impuesto único, que se enterará en la Tesorería General de la República conjuntamente con el impuesto establecido en la letra a) del inciso primero;


b) 12,5% como mínimo para premios de carreras en vivo, el que será repartido entre los hipódromos en partes iguales, y


c) El porcentaje que resultare como saldo, para gastos de administración y apuestas mutuas de los hipódromos.


El saldo de las apuestas mutuas señaladas en el inciso anterior, que resulte una vez descontada la comisión, se destinará al pago de dividendos a los apostadores. Los acuerdos adoptados al respecto deberán ser publicados.”.

              DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.-  Esta ley entrará en vigencia una vez que el Reglamento de Carreras sea modificado para regular las materias que la ley Nº 4.566 y el decreto ley Nº 2.437 establecen respecto de las apuestas mutuas sobre carreras de caballo fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en Chile.


No obstante, en el año calendario en que esta ley entre en vigencia, el sistema de apuestas mutuas que recaiga sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, podrá llevarse a cabo sin observar los requisitos exigidos en el artículo 7º bis de la ley Nº 4.566, General de Hipódromos. Dicha norma se aplicará a contar del año calendario subsiguiente al de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo segundo.- Por decreto del Ministro de Hacienda expedido en la forma señalada en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá destinarse, para el año calendario correspondiente a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, hasta $ 100.000 miles al Consejo Superior de la Hípica Nacional, recursos que deberán reasignarse desde el Programa 01 del Capítulo Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. Dichos recursos serán transferidos previa firma de un Convenio con la entidad receptora, en la cual deberá señalarse el uso de los recursos, los objetivos a cumplir, y sus rendiciones, entre otros, en el marco de la normativa vigente.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.-Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA PLAZO PARA REINTEGRO PARCIAL DEL IMPUESTO ESPECÍFICO AL PETRÓLEO DIESEL, PARA LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE DE CARGA Y MODIFICA OTROS ASPECTOS DE ESTE MECANISMO

(8772-05)

Certifico que el día 16 de enero de 2013, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga y modifica otros aspectos de este mecanismo, Boletín N° 8.772-05, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común.

Asimismo, cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo modificar el plazo para el reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, contenido en el artículo 2° de la ley N° 19.764, y modificar otros aspectos de este mecanismo.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, Francisco Chahuán Chahuán, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Carlos Larraín Peña.

Asimismo, en calidad de invitados, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Ramón Delpiano; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y las asesoras, señoritas Beatriz Bustos y Carmina Hernández.

Del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el Jefe de la División de Normas y Operaciones, señor Roberto Santana, y el Encargado de Relaciones Institucionales, señor Jorge Gómez. 

Del Ministerio Secretaría general de la Presidencia, la asesora, señorita Constanza Castillo.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.

Concurrieron, además, en representación de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile, CNDC, los señores Juan Araya, Presidente; Ramón Morrás, Secretario General; Augusto Péndola, Presidente Federación Agroforestal; y Roberto González, asesor

En representación de la Confederación Nacional de Transporte de Carga de Chile, los señores Sergio Pérez, Presidente; Baldemar Higueras, Secretario Ejecutivo; José Egido, dirigente Región de Valparaíso; y José Villagrán, dirigente Región de la Araucanía.

- - -

Cabe dejar constancia de que se introdujo una enmienda en el inciso primero del artículo único.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
Durante la discusión en general del proyecto de ley la Comisión escuchó a los representantes del Ejecutivo y recibió a los representantes de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile y de la Confederación Nacional de Transporte de Carga de Chile.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Novoa y Pizarro, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Frei y Lagos, resultando, en consecuencia, aprobada la idea de legislar.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
El Ejecutivo presentó una indicación para modificar el plazo de vigencia de la norma, en que su finalización pasaría a ser del 31 de diciembre de 2015 al 31 de diciembre de 2014.


En votación la indicación del Ejecutivo, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores García y Novoa, y tres abstenciones, de los Honorables Senadores señores Frei, Lagos y Pizarro.

Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, por aplicación del inciso segundo de la misma disposición, se dio por aprobada la referida indicación.
En votación el resto del artículo único, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores García y Novoa, y tres abstenciones, de los Honorables Senadores señores Frei, Lagos y Pizarro.

Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, por aplicación del inciso segundo de la misma disposición, se dio por aprobado el resto del artículo.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de enero de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Teniendo presente que se mantienen importantes niveles de incertidumbre en el escenario económico internacional y en especial la volatilidad del precio de los combustibles, el proyecto de ley en referencia tiene por finalidad crear condiciones de mayor estabilidad en el importante sector del transporte de carga al considerar que, de manera excepcional, se extienda por un período de 4 años, a contar del día 1° de enero de 2013, el beneficio dispuesto para las empresas de transporte de carga indicadas en el artículo 2° de la ley N° 19.764, para acceder a un porcentaje de recuperación del impuesto específico al petróleo diesel (IEPD).

Adicionalmente, si bien para acceder al beneficio de recuperación del impuesto se mantienen los parámetros de ventas de las empresas clasificados en cuatro tramos, el proyecto de ley propone incrementar el beneficio a un importante volumen de beneficiarios, ampliando el tercer tramo, cuyas ventas actualmente se encuentran entre las UF 6.000 y hasta UF 15.000 con un beneficio del 52,5% de recuperación, hasta las UF 20.000.

En síntesis, el esquema de reintegro quedaría de la siguiente forma:

(a) Las empresas con ventas anuales inferiores o iguales a 2.400 UF podrán acceder a una recuperación de un 80% de lo pagado por IEPD,

(b) Las empresas con ventas anuales entre 2.400 UF y 6.000 UF podrán recuperar un 70% de lo pagado por IEPD,

(c) Las empresas con ventas anuales superiores a 6.000 UF e inferiores a 20.000 UF podrán acceder a una recuperación de un 52,5% de lo pagado por IEPD,

(d) Las empresas con ventas superiores a 20.000 UF tendrán una tasa de recuperación del impuesto de 31%.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El efecto fiscal del presente proyecto de ley, se proyectó sobre la base de la información del monto del reintegro efectivo realizado para las empresas de transporte de carga indicadas en el artículo 2° de la ley N° 19.764 durante el año 2011, y el porcentaje de reintegro según tramos de ingresos que estas empresas podían recuperar durante dicho año. Sobre esta base se estimó la cantidad media de combustible usada por empresa.

Con esa base se determina para el año 2013 y siguientes, el efecto fiscal de aplicar los porcentajes de reintegro propuestos en el presente proyecto de ley, sobre el monto que debiesen pagar por concepto de Impuesto Específico al Petróleo Diesel las empresas del transporte de carga, según los litros promedio consumidos. El nivel del reintegro sería, así, el siguiente:

                                                    Cifras en millones de $ de 2012

	Monto Estimado Reintegro anual lapso 2013-2016 con ley
	48.885

	Monto Estimado Ley 19.764
	27.453

	Gasto Incremental Proyecto de Ley
	21.102


.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




Vuestra Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general y en particular por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente enmienda:
Artículo único

Inciso primero

Sustituir el guarismo “2015” por “2014”. (Aplicación artículo 178, inciso segundo, Reglamento del Senado. Indicación del Ejecutivo)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2014, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles, será el que resulte de la aplicación de la siguiente escala, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:

1) 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 unidades de fomento.

2) 70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 unidades de fomento.

3) 52,5% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 20.000 unidades de fomento.

4) 31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 20.000 unidades de fomento.

Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en el o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos, y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, según el inciso anterior, durante lo que resta del año.

Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes respectivo, y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.

Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente que realicen actividades de transporte de carga. Para estos efectos, se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el número 2° del artículo 34 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aplicándose lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha disposición al caso que la persona relacionada fuere cualquier tipo de contribuyente.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en las facturas emitidas durante el período a que se refiere el inciso primero por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible.”.

- - -

 Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión 
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